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La celeridad de los procesos puede traer consigo varios problemas de 
superficialidad y con ello la afectación de derechos fundamentales, como la 
presunción de inocencia y el derecho de defensa. Así, la presente breve tesis 
está dedicada a verificar desde un punto de vista pragmático la relevancia 
Jurídico Político Criminal del Decreto Legislativo 1194, Proceso inmediato 
reformado. Que desde su promulgación ha traído muchos problemas a nivel 
nacional, como el caso BUSCAGLIA y donde se evidencia que han sido 
afectados una miscelánea a de derechos Constitucionales, como el recorte de la 
defensa por los plazos muy cortos y, en muchas ocasiones, en condiciones 
adversas para prepararse para el juzgamiento. Por ello el interés de la presente 
















The speed of the proceedings can bring with it several problems of superficiality 
and with it the affectation of fundamental rights, such as the presumption of 
innocence and the right of defense. Thus, the present brief thesis is dedicated to 
verify from a pragmatic point of view the Political Criminal Legal Relevance of 
Legislative Decree 1194, Immediate Reformed Process. That since its 
promulgation has brought many problems at the national level, such as the 
BUSCAGLIA case and where it is evident that a variety of Constitutional rights 
have been affected, such as cutting defense for very short deadlines and, in many 
cases, under conditions To prepare for trial. Therefore the interest of the present 

















La búsqueda de un equilibrio justo entre el respeto de los derechos 
fundamentales del acusado y la aceleración de los tiempos de la verificación 
constituye el nudo central del actual debate entre los estudiosos de la justicia 
penal. Las últimas décadas han visto florecer, en casi todos los sistemas 
europeos y sudamericanos, numerosas formas alternativas de celebración del 
proceso, unas fundadas en la negociación entre las partes, otras centradas en la 
"poda" de algunas "ramas" tradicionales del rito ordinario. 
Muchos legisladores parecen querer ir más allá, en esta persistente búsqueda 
de rapidez y aligeramiento de la carga judicial. El principio del speedtriol, nacido 
como protección del ciudadano frente a los juicios demasiados largos 
(susceptibles de debilitar las posibilidades de la defensa, de infligir una pena 
anticipada y de redimensionar la presunción de inocencia), acaba paradójica-
mente por tomar tintes justicialistas, convirtiéndose en un canon que justifica la 
reducción de las garantías del imputado y la disminución de la "calidad" de la 
verificación. Una heterogénesis de los fines sorprendente y perniciosa. 
La frontera entre justicia rápida y justicia sumaria, siempre frágil, corre realmente 
el riesgo de ser superada en esta fase de post modernidad de la civilización 
jurídica. 
El proceso penal es arquitectura armónica, hecha de geometrías delicadas y 
equilibrios frágiles: la eliminación (o el aligeramiento) de algunos de sus pilares 
no es una operación indolora y a menudo comporta el peligro de que se 
derrumbe, más o menos gravemente, el sistema de tutela del inocente, ese 
inocente para el cual y alrededor del cual el proceso penal está construido. 
Debemos ver no sólo las recientes reformas adoptadas dentro del ordenamiento 
peruano, sino que también debemos de ver las reflexiones de mayor 
envergadura, útiles para todos los observadores del fenómeno procesal, incluso 
para aquellos de distinta extracción cultural. Muchos problemas son comunes en 
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los códigos de América Latina y más de una reflexión resulta útil también para 
los estudiosos de derecho procesal europeos, que han visto multiplicarse los 
juicios rápidos en sus sistemas, sobre todo en los fundados en el peligroso 
concepto de "evidencia probatoria", casi un oxímoron para quien sabe que la 
justicia penal se nutre de claroscuros y de crepúsculos más que de 
probationesluce meridiana clariores. La valorización de la evidencia y de la 
flagrancia en la fase de las investigaciones se convierte así en una llave maestra 
para llegar a los cimientos de las reglas áureas de centralidad de la vista y de 
esencialidad del contradictorio en la formación de la prueba. 
Estoy seguro de que el lector podrá sacar indicaciones muy útiles de la presente 
tesis que, con gran ponderación, invita a utilizar los medios de justicia rápida con 
prudencia y rigurosidad, sin por ello subestimar el problema de la duración 
irracional de los procesos celebrados en nuestras salas de justicia. La 
simplificación no razonada se transforma a menudo en superficialidad de la 
reconstrucción judicial. La ansiedad de rapidez puede convertirse en un 
inaceptable empobrecimiento del derecho de defensa. Los consejos y las 
propuestas sugeridas por los doctrinarios de este estudio pueden contribuir a 
evitar estos riesgos, tanto mediante su concreta aplicación en la legislación 
vigente, como en el diseño de nuevos mecanismos procesales enfocados a 












I IDENTIFICACIÓN DEL TEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
o ÁREA1: derecho procesal penal, derecho penal, derecho 
Constitucional. 
o TEMA: El Proceso inmediato el Perú. 
o TÍTULO PROVISIONAL: Problemas del Proceso Inmediato en el 
Perú. 
 
II EL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
2.1 TÍTULO DE LA INVESTIGACIÓN2 
 
“EL PROCESO INMEDIATO ORIGINARIO Y EL DECRETO 
LEGISLATIVO N° 1194, ¿ACIERTO O ERROR?” 
 
 
                                                          
1 Cuando el tema, concebido inicialmente en forma superficial, panorámica y primitiva, se convierte en 
problema científico, podemos decir que se tiene un objeto concreto de investigación. Significa que se ha 
ubicado el área de investigación. Luego seleccionamos el tema específico que constituye el punto nodal del 
conocimiento científico que se inicia identificado el objeto, denominado caso, hecho, o fenómeno jurídico. 
2 En su libro del Dr. Lino ARANZAMENDI NINACONDOR “Guía Metodológica de Investigación 
Jurídica, en su Pág. 55 refiere acerca del título, que es la tarjeta de presentación de la investigación, debe 
ser original, novedoso, vigente, sugerente, atractivo y redactado con estética; el titulo identifica y diferencia 
a la investigación de las demás, aunque el tema genérico sea similar, traduce con absoluta fidelidad el 
contenido particular del investigador; el titulo extrae del problema o la hipótesis, en todo caso debe contener 
cuanto menos una de las principales variables. 
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2.2 EXPOSICIÓN DEL PROBLEMA3 
En la década de los noventa, países como Guatemala4, Argentina5, Costa 
Rica6, El Salvador7 y Venezuela8 iniciaron los procesos de reforma procesal 
penal rumbo al sistema acusatorio. A partir del año 2000, Bolivia9, Paraguay10, 
Chile11, Ecuador12, Honduras13, Nicaragua14, República Dominicana15, 
Colombia16, Perú17, México18, Panamá19 y Uruguay20 se sumaron a la ola 
reformista e iniciaron el proceso de reforma procesal penal, implementando —
en algunos casos de manera total y en otros de forma gradual o progresiva sus 
códigos adjetivos basados en los principios del sistema acusatorio. En el caso 
del Perú, ha sido uno de los últimos países de Latinoamérica en sumarse a la 
ola reformista de los sistemas de justicia penal rumbo a un sistema acusatorio 
donde a partir del año 2006 se implementa progresivamente en los distritos 
judiciales del Perú, siendo Lima el último distrito judicial en implementarse. 
Actualmente en el Perú (y de los 30 distritos judiciales que tenemos) ya se ha 
instalado el sistema acusatorio en Huaura; La Libertad; Tacna, Moquegua 
Arequipa; Tumbes, Piura, Lambayeque, Cusco, Madre de Dios, Ica,  Cañete; 
Cajamarca, Amazonas, San Martín, Ancash, Santa, Pasco, Huánuco, Ucayali, 
                                                          
3 El problema surge de la incertidumbre y conflicto de intereses, las lagunas y vacíos de la ley y el Derecho, 
de las diferentes corrientes filosóficas, epistemológicas, teorías científicas y metafísicas, principios y 
enunciados jurídicos que contrastados unas de otras hallamos diferencias. Plantear correctamente el 
problema, depende de tres criterios de calificación: el primero es su relevancia científica, ¿Qué nuevos 
conocimientos aportan a la solución del problema? El segundo, es la relevancia social, ¿Qué significado va 
a tener para la comunidad? Y el tercero, la relevancia contemporánea. El investigador debe preguntarse si 
el problema seleccionado servirá para resolver problemas actuales. Los problemas tienen su evidencia en 
hechos facticos o ideales. 
4 Guatemala: Decreto N° 51-92, Código Procesal Penal vigente desde 1994. 
5  Argentina: Ley N° 11922, Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires vigente desde 1998. 
6  Costa Rica: Ley N° 7594, Código Procesal Penal vigente desde 1998. 
7  El Salvador: Decreto Legislativo N° 904, Código Procesal Penal vigente desde 1998. 
8  Venezuela: Gaceta Oficial Nº 5.558 (Extraordinaria), Código Orgánico Procesal Penal vigente desde 
1999. 
9  Bolivia: Ley N° 1970, Código de Procedimiento Penal vigente desde 2000. 
10  Paraguay: Ley N° 1286/98, Código Procesal Penal vigente desde 2000. 
11  Chile: Ley N° 19.696, Código Procesal Penal vigente desde 2000. 
12  Ecuador: Ley N° 000. RO/ Sup 360, Código de Procedimiento Penal vigente desde el 2001. 
13  Honduras: Decreto N° 9-99-E, Código Procesal Penal vigente desde 2002. 
14  Nicaragua: Ley N° 406, Código Procesal Penal vigente desde 2002. 
15  República Dominicana: Ley N° 76-02, Código Procesal Penal vigente desde 2004. 
16  Colombia: Ley N° 906, Código de Procedimiento Penal vigente desde 2005. 
17  Perú: Decreto Legislativo N° 957, Código Procesal Penal vigente desde 2006. 
18  México: Decreto DOF 18/06/2008, reforma constitucional vigente a partir de 2008. 
19  Panamá: Ley N° 63, Código Procesal Penal vigente desde 2009. 
20  Uruguay: Ley 9.754, Código Procesal Penal vigente desde 2009. 
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Loreto y, en el distrito judicial de Puno se implementa el sistema Acusatorio en 
Octubre del 2009, culminándose con la implementación —que falta— en  los 
distritos judiciales Callao, Lima Norte, Lima Sur y lima. Por ello se dice que ya en 
un 90 por ciento del País ya se ha instalado el sistema acusatorio.  
Lo que nos trae la reforma Procesal Penal en el Perú y Latinoamérica, son 
aquellos cambios, mejoras, perfeccionamientos, progresos, florecimientos, 
crecimientos, impulsos, desarrollos y cultura, que se dan justamente en los 
cambios de paradigmas que se dan en la evolución socio-jurídico del Derecho 
Procesal Penal. Así se ve claramente el cambio de sistemas procesales penales 
en Latinoamérica y que en el Perú, ha dado como resultado —de un lado— 
niveles de eficacia procesal relacionados con la descarga de los despachos 
judiciales, la celeridad en la tramitación del procedimiento, la pronta reparación 
integral para las víctimas de los delitos, La visión constitucional del proceso 
penal,  El Garantismo, la eficacia, Roles de los sujetos procesales (donde el fiscal 
investiga y quien decide es el Juez) y del otro lado —trae consigo las 
denominadas técnicas de litigación Oral, la Teoría del caso, las técnicas de 
interrogatorio, contrainterrogatorio, los llamados alegatos, los llamados criterios 
de oportunidad, los procesos especiales (que están ahora en un solo capítulo) y 
actualmente 2016, la nueva regulación del proceso inmediato. Así, —y frente— 
a los últimos acontecimientos judiciales —en nuestro Perú— se ha generado la 
atención pública y el debate ciudadano frente a las últimas las sentencias 
dictadas casi de inmediato por flagrancia. Términos como “proceso inmediato”21 
y “flagrancia” se repiten constantemente por los diversos actores de la sociedad. 
Y, ¿cómo no? El famoso caso “SILVANA BUSCAGLIA ZAPLER”22. El proceso 
inmediato es un proceso especial previsto en el Código Procesal Penal de 2004 
(Código Procesal Penal) y procede en tres supuestos, cuando: a) la persona es 
sorprendida en flagrante delito, b) la persona confiesa el delito y c) hay 
                                                          
 
22 Actualmente, ha sido beneficiada con un INDULTO (perdón de la pena). Sin embargo, dentro de los 
antecedentes del presente caso es: El día 17 de diciembre del 2017, la ciudadana SILVANA BUSCAGLIA 
ZAPLER infringió la norma penal de violencia y resistencia a la autoridad, figura penal agravada, al 
resistirse a que se le imponga una papeleta de infracción de tránsito, bajando de su vehículo y agrediendo 
física y verbalmente al efectivo policial. Estos hechos fueron tramitados al amparo del D. Leg. 1194 que 
regula el PROCESO INMEDIATO POR FLAGRANCIA.    
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suficiencia probatoria. En estos casos, el Decreto Legislativo 1194 obliga al fiscal 
a que solo en los casos de delito flagrante debe promover el proceso inmediato, 
dejando de lado el proceso común.23 Sin embargo, el proceso inmediato en 
estado de flagrancia es un estado evidente de la comisión de un delito y habilita 
a la policía a detener a una persona; donde el fiscal solo cuenta con 24 horas 
para ponerlo a disposición del juez. El artículo 259 del Código Procesal Penal 
admite cuatro estados de flagrancia: a) cuando el sujeto está cometiendo el delito 
(flagrancia propiamente dicha), b) cuando es detenido inmediatamente después 
de haber cometido el delito (cuasi flagrancia), c) cuando se le encuentra dentro 
de las 24 horas de producido el delito con los objetos o instrumentos del mismo 
(presunción legal) y d) por sindicación del testigo o víctima o por video vigilancia 
(presunción por sindicación).  
Así, —y en la actualidad—, el Decreto Legislativo 1194 cambia el verbo rector 
“podrá” que facultaba al fiscal, por “deberá”. Se afirma que ello afecta la 
discrecionalidad del fiscal24. Ciertamente es discutible25, pues en la práctica 
quien califica la flagrancia es el fiscal. Si dicha autoridad considera que los 
hechos no configuran flagrancia, no está obligado a requerir el proceso 
inmediato. Si existiendo flagrancia, el fiscal no cuenta con los elementos de 
prueba materiales inmediatos para sustentar su pedido ante el juez (por demora 
en las pesquisas, por ejemplo), deberá seguir con el proceso común.  
A todo ello, cabe la interrogante, que problemas tenemos con la nueva regulación 
de proceso inmediato en delitos de flagrancia.  
Por un lado, se puede afirmar que el incremento de las condenas —con relación 
al proceso inmediato— puede generar el colapso del sistema carcelario y se 
evidencia una falta de coherencia y previsión en la política criminal del Estado al 
elaborar y promulgar este decreto legislativo 1194. Así mismo se establece que 
los fiscales solo aplican la ley regulada en el Decreto legislativo 1194.  
                                                          
23 Regla establecida en el decreto Legislativo 1194.  
24 Con ello le faculta al fiscal a solicitar la incoación de proceso inmediato de manera directa y obligatoria.   
25 Sin embargo, se ha visto en los últimos casos, que los fiscales a nivel nacional solicitan la incoación del 
mismo por el temor mediático de la prensa.     
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Por el otro lado, se aprecia tres aspectos fundamentales:  
Primero. - A diferencia del derogado artículo 446.1 del Código Procesal Penal, 
ahora se obliga a los fiscales a iniciar el proceso inmediato (antes era facultativo). 
Eso es gravísimo porque atenta contra la autonomía fiscal. El fiscal es el 
estratega de la acción penal, él debe decidir —y no ser obligado por la ley— qué 
tipo de proceso inicia ya que ostenta la titularidad de la acción penal y la 
conducción de la investigación del delito. Por tanto, el Decreto Legislativo N° 
1194 contradice no solo el propio Código Procesal Penal (artículo 60), sino que 
colisiona con los artículos 158 y 159, inciso 4, de la Constitución. 
Segundo. - Aun cuando no sea un caso de flagrancia, el delito de conducción en 
estado de ebriedad siempre será bajo el proceso inmediato (artículo 446.4 del 
Código Procesal Penal). Antes este delito se resolvía casi en su totalidad en el 
despacho fiscal bajo el principio de oportunidad (a modo de reparación civil a la 
sociedad se entregaba una indemnización y finalizaba el proceso). Ahora será 
resuelto en una audiencia con el juez y el fiscal. El problema: el Juez se llenará 
de audiencias poco importantes y de mero trámite —igual se aplicará el principio 
de oportunidad (artículo 447.3 del Código Procesal Penal)—, las audiencias 
implican ya un re estigmatización del investigado, inmerecida por un delito de 
poco dañosidad social y en no pocos casos se prestará para un circo mediático. 
Vamos a congestionar el sistema de justicia penal con un delito de bagatela en 
vez de concentrar esfuerzo en los crímenes de mayor afectación social. 
Tercero. - El esfuerzo por mejorar el marco normativo contra la inseguridad 
ciudadana es loable, pero de buenas intenciones está el camino al infierno (o a 
la cárcel, que, en este país, es casi lo mismo). ¿Qué le cuesta primero al 
Gobierno mejorar el marco físico (acondicionar juzgados especiales de 
flagrancias, por ejemplo); operacional (crear protocolos de actuación, modelos 
de implementación, contrastar con técnicos legales el Decreto Legislativo 1194, 
etc.), e institucional (capacitación fiscal y judicial, procesos de adaptación) antes 
de emitir leyes? 
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 Hay que comprender, a fin de establecer una debida policita criminal, que 
cambiando la ley procesal penal (el Código Procesal Penal) no se resuelve el 
problema. Incluso en casos como este, que seguramente provocaran injusticias 
contra la libertad, se agrava. 
Finalmente, se aprecia que la defensa no goza cabalmente con el principio 
fundamental al debido proceso e igualdad de armas. Principios rectores de un 
sistema acusatorio.    
Palabras como Justicia rápida, y sobre todo segura, —actualmente con el 
proceso inmediato en delitos de flagrancia — son solo ideales, donde la 
desproporcionalidad de las penas, la desigualdad de armas genera descontento 
en la sociedad y la administración de justicia.  
     
2.3 INTERROGANTE DEL PROBLEMA GENERAL26 
✓ ¿La nueva regulación del Proceso inmediato atenta contra la autonomía 
del Ministerio Público? 
 
2.4. INTERROGANTES DEL PROBLEMA ESPECÍFICO 
✓ ¿La nueva regulación del Proceso inmediato implica una sobre carga de 
audiencia en sede del Poder Judicial? 
✓ ¿La nueva regulación del Proceso inmediato atenta contra el principio de 
igual de armas? 
 
                                                          
26 El problema es simbolizado a través de interrogantes planteados acerca de hechos o fenómenos concretos 
cuyo conocimiento aún no ha sido aclarado y necesitan solución, se formulan a partir de una duda respecto 
del conocimiento general y especifico, ante dificultades que no pueden resolverse automáticamente con la 
sola acción del razonamiento o los reflejos instintivos, sino que exigen ser investigados empírica y 
racionalmente; en la investigación jurídica los interrogantes se asemejan a las cuestiones de hecho 
expuestos en las preguntas y respuestas que se hacen los magistrados del poder Judicial para referir el fallo. 
En ese sentido, deben ser respondidas tentativamente con un sí o un no. Cuantas más preguntas sean 
respondidas positivamente, significara que se está en un buen derrotero. No somos del criterio de hacer 




2.5.1 OBJETIVO GENERAL28 
 
✓ “Verificar sí con la incoación del decreto legislativo 1194 se 
atenta contra la autonomía del Ministerio Público” 
 
2.5.2 OBJETIVOS ESPECIFICOS 
 
 
✓ “Determinar sí con la incoación del decreto legislativo 1194 existe 
una sobrecarga en los despachos Judiciales”  
 
✓ “Verificar sí con la incoación del decreto legislativo 1194 se 
atenta gravemente el principio de igualdad armas” 
 
 
III JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN29 
El desarrollo de la presente investigación nos permite conocer que nuestro 
nuevo sistema acusatorio, sobre todo, la nueva regulación del Proceso 
                                                          
27 Los objetivos son los enunciados que se pretende alcanzar o la aspiración que orienta la acción ordenada 
para su consecución y expresados con precisión para evitar desviaciones en el proceso de investigación. 
Los objetivos señalados determinaran las estrategias y los procedimientos metodológicos. Empero, los 
objetivos no son intocables, pues, como en el famoso principio de los tres príncipes de Serendip: “si estás 
buscando una cosa buena y encuentras otra mejor, deja la primera por la segunda”.  
28 Los objetivos generales contienen los grandes lineamientos teleológicos de lo que finalmente queremos 
conseguir con la investigación. Este objetivo no establece soluciones concretas, sino generales. “es el logro 
mediato de la actividad científica. Sus resultados son más amplios. Para conseguirlos se tiene en cuenta los 
resultados de los objetivos específicos que le dan debida consistencia”, en otros términos, son “los logros 
terminales, que el investigador los ha de conseguir al final de su actividad investigativa”.  
29 Una investigación no se origina como consecuencia de las buenas intenciones o capricho de las personas, 
surge con un propósito definido y ese propósito debe ser suficientemente importante que justifique su 
realización. Los móviles de la investigación jurídica son: normativos, teóricos, epistemológicos, filosóficos, 
metodológicos o procesales. Por esas razones una tesis tiene aceptación en el mundo académico, por lo 
novedoso, relevante y útil. 
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Inmediato. Por ello, la presente investigación se justifica y tiene relevancia 
jurídica por las siguientes consideraciones: 
 
✓ Conocer con profundidad el comportamiento de los órganos 
jurisdiccionales (Juez), frente al proceso inmediato. 
 
✓ Evitar de manera urgente que el nuevo sistema acusatorio —y sobre 
todo con la nueva regulación del proceso inmediato — colapse. 
 
✓ Mejorar de manera urgente el sistema jurisdiccional penal respecto a 
la nueva incorporación del proceso inmediato en delitos de flagrancia 
y se considera necesario hacer una propuesta legislativa, haciendo la 
reformulación a la norma citada en el problema. 
 
IV MARCO TEÓRICO INICIAL30 
4.1 ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
Respecto a la presente tesis, como notables antecedentes indirectos; 
tenemos 1 trabajo, realizado por la Universidad San Martín de Porres del 
bachiller Jean Paul Meneses Ochoa, bajo el título “Procedimiento para investigar 
y sancionar delitos flagrantes como respuesta a la Criminalidad” 
 
                                                          
30 La teoría se concibe como el conjunto de construcciones conceptuales, definiciones y proposiciones 
relacionadas entre sí que ofrecen un punto de vista sobre fenómenos de la naturaleza, seres humanos, 
aspectos culturales, ciencias formales, etc. En Derecho, las teorías explican los fenómenos jurídicos desde 
ópticas divergentes; en otros existen similitudes o sufren mutaciones. La investigación jurídica se realiza 
en el marco de una teoría o corriente epistemológica que establece los límites y la orientación de la 
investigación, señala las pautas del modelo referencial que se pretenda: preservar, describir, innovar, 
desarrollar, interpretar, cuestionar o transformar un aspecto del mundo jurídico. Los referentes teóricos 
representan un elemento fundamental para el inicio, el desarrollo y la culminación de cualquier proyecto 
de investigación jurídica; se afirma “donde no hay teoría no hay ciencia”. La actividad científica más 
importante, las más profunda y la más fecunda, se centra en torno a teorías, empero la teoría científica 
perfecta (completa y enteramente precisa) no existe ni existirá nunca. Como no puede haber teoría perfecta, 
debemos intentar construir cada vez mejores, o sea, contribuir al progreso teorético, lo cual sería imposible 
se la perfección fuera alcanzable. No existe práctica científica alguna sin teoría. La construcción teorética 
es una ardua tarea del investigador, es el fundamento y razón de ser de la investigación jurídica.  
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4.2.- HIPÓTESIS DE INVESTIGACIÓN 
4.2.1 HIPÓTESIS31 GENERAL 
 
✓ “La incoación del decreto legislativo 1194 atenta la autonomía del 
Ministerio Público”  
4.2.2 HIPÓTESIS ESPECÍFICA 
✓ “Con la incoación del decreto legislativo 1194 existe una sobrecarga en 
los despachos Judiciales” 
✓ “Con la incoación del decreto legislativo 1194 se atenta gravemente el 
principio de igualdad armas” 
4.2.3 VARIABLES E INDICADORES32 
Primera variable independiente: 
                                                          
31 Los estudios cualitativos, por lo regular, no formulan Hipótesis antes de recolectar datos (aunque no 
siempre es el caso). Su naturaleza es más bien inducir las hipótesis por medio de la recolección y el análisis 
de los datos. En este enfoque, las hipótesis, más que para probar, sirven para incrementar el conocimiento 
de un contexto o situación particular. Su simple planteamiento le da mayor sentido al fenómeno o hecho 
jurídico analizado. “en la metodología cualitativa tampoco se formula una hipótesis que se va a verificar, 
ya que está abierto a todas las hipótesis plausibles y se espera que la mejor emerja del estudio de los datos 
y se imponga por su fuerza convincente” 
32 La variable es una característica, atributo o factor conformante de un objeto o fenómeno de investigación, 
en este caso, de la hipótesis inicialmente propuesto por el investigador. “Es una propiedad que puede 
fluctuar y cuya variación es susceptible de medirse u observarse”. Como unidad de medición se 
operacionaliza descomponiéndolo en sus elementos integradores. A estos elementos de denominan 
indicadores, como sub unidades de medición, indican o dan indicios de otros conceptos deducidos de las 
más generales. Las variables e indicadores son extraídas de las Hipótesis correctamente planteadas. 
Designan una propiedad o una institución jurídica que puede adquirir diferentes valores. El enunciar una 
hipótesis significa la identificación de variables e indicadores que resultan de su correcta formulación. Una 
variable “es susceptible de cambio o modificación, que podemos estudiar, confrontar, o medir en una 
investigación” constituye todo rasgo, cualidad o característica cuya magnitud puede variar en los casos 
individuales, “es un aspecto especifico de la realidad referido a la unidad de análisis o elemento de la 
población de estudio”. Por su naturaleza, las variables son cualitativas, si sus elementos no son 
cuantificables numéricamente. Ejemplos: “identidad de la nacionalidad colla”; “la justicia como valor en 
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✓ Proceso inmediato Originario. 
Indicadores: 
a) Facultad discrecional del fiscal 
b) Igualdad de armas 
c) Proceso como método de debate 
d) Correcta administración de justicia 
 
Primera variable dependiente: 
Proceso inmediato reformado (Decreto legislativo N° 1194) 
Indicadores: 
a) Violación al Sistema Acusatorio 
b) Lesión al principio Adversarial 
c) Vulneración del principio de igualdad de armas 
d) Inflación de carga procesal 





                                                          
la administración Pública” la presente tesis es cualitativa por su razón de ser “la creación de la carrera 
profesional de criminalística como medio de solución en la investigación preparatoria”. Y son cuantitativas 
si sus elementos de variación tienen un carácter cuantitativo y numérico. Ejemplo: “determinar la edad 
promedio de la población en los andes del Sur”; “el nivel de ingreso económico de las personas dedicadas 
al contrabando en desaguadero”. Aunque el Derecho no es necesariamente causalista, eventualmente, se 
trabaja con dos tipos de variables: variables independientes y dependientes.  La primera es la causa de 
la variable dependiente, es la acción o el antecedente, son los manipulados por el investigador y a menudo 
(aunque no siempre) la variable de control, a la cual pueden atribuirse valores (o cambiarlos) a voluntad 
dentro de ciertos límites. Los cambios en los valores de la variable independiente se llaman efectos. Los 
indicadores son componentes de ambas variables pudiendo medirse mediante índices, items o preguntas 








1. ANHELOS REFORMISTAS33 
Toda reforma en el proceso penal supone un doble anhelo: Lograr no sólo 
procesos rápidos, simples y menos costosos, sino también "resultados 
satisfactorios" en términos de sanciones para quienes son responsables de la 
comisión de delitos (esto es, que, con el incremento de condenas efectivas, el 
sistema de represión o punitivo alcance el objetivo de la prevención general y 
especial). En ese sentido, se pretende que el Derecho Penal produzca efectos 
disuasivos a la manera de una "máquina de producción de condenas"34, y en el 
que las cárceles sólo funcionen como "muros de contención". 35 Un proceso 
rápido las cárceles solo funcionen como “muros de contención”. Un proceso 
rápido puede contribuir relativamente con este fin, dado que uno de los factores 
                                                          
33Frase utilizada para explicar el deseo de cambios profundos en estructuras sociales o sistemas políticos. 
Ante la crisis de los sistemas de justicia se pretende a través de las reformas lograr cambios profundos y 
obtener los resulta dos esperados en términos de eficacia y eficiencia. 
34En su visita al distrito judicial de Tacna, el presidente del Poder Judicial indicó: "El 21 de abril se realizó 
un análisis detallando que hasta esa fecha son 18 mil 873 los procesados bajo este sistema que fue 
implementado el 13 de diciembre del 2015 bajo el Decreto Legislativo N° 1194." (Fuente: Diario El Correo, 
29 de abril de 2016). El jefe del Instituto Nacional Penitenciario sostuvo: "(...) si ya de por sí las cárceles 
han superado su capacidad, la aplicación de la nueva norma con la creación de esos juzgados significaría 
el ingreso de unos 17 mil internos más al año cuando ya no hay espacio para uno más. Si nos ponemos a 
hacer un ejercicio, que ingresarían 10 internos por cada órgano jurisdiccional al mes- como se ha anunciado-
, estaríamos hablando de 1,500 internos adicionales nuevos, si lo proyectamos al año, hablamos de 17 mil 
internos. ¿Dónde vamos a poner a estas personas? Ya el sistema penitenciario está colapsado." (Fuente: 
Diario La República, 18 de enero de 2016) 
35 Autores críticos como Zaffaroni (1991) y Baratta (2004) plantean que la cárcel seguirá existiendo pese a 
la desilusión en las ideologías "re", y se ha asumido la idea de las prisiones como muros contendores, 




de la ineficacia punitiva es la excesiva dilación de los procesos36, que incluso 
pueden concluir en impunidad por la prescripción de la acción penal37 
Sin embargo, no se puede perder de vista que no se trata solo de una 
justicia eficaz, sino esencialmente eficiente38, lo que implica resultados, pero 
observando las garantías de un debido proceso, con las condiciones básicas 
para tener una condena válida, como la presencia de un juez imparcial, la 
actuación de la prueba decargo suficiente para generar certeza, la actuación 
adecuada de la defensa y la debida motivación de la decisión judicial. Pero la 
eficiencia también pasa por considerar al factor humano que se encuentra dentro 
del sistema de justicia. Y es que en este tipo de procesos inmediatos o rápidos, 
para el cumplimiento de los plazos, se va tener que redoblar los esfuerzos no 
solo para adecuarse al cambio, sino para atender la demanda de justicia en 
                                                          
36 Un estudio realizado sobre la justicia en el Perú por Gaceta Jurídica establece que la duración de un 
proceso ordinario con el Código de Procedimientos Penales hasta obtener una sentencia con calidad de 
cosa juzgada era en promedio de 42 a 46 meses (Gaceta Jurídica, Informe sobre la justicia en el Perú. 
Cinco grandes problemas, documento preliminar 2014-2015, p. 36). 
37 Este supuesto negado con la vigencia del Código Procesal Penal de 2004 para los delitos de persecución 
penal pública dado que, si no opera la prescripción ordinaria antes de formalizada la investigación 
preparatoria, el efecto regulado por la citada norma procesal es la suspensión de la prescripción penal de 
modo indefinido por el vacío normativo. Según el Acuerdo Plenario N° 3-2012/CJ-116, podría ser por un 
plazo razonable igual al plazo ordinario de prescripción más la mitad. Con la duración de los procesos con 
el nuevo Código es improbable que sea posible que después de la suspensión pueda operar la prescripción 
de la acción penal, por lo que, el efecto inmediato, pero indirecto, es la imprescriptibilidad de la acción 
penal pública. 
38La eficacia y eficiencia son términos utilizados en la evaluación de políticas y medidas. Un proceso será 
eficaz si logra los objetivos para los cuáles fue creado o produce los efectos esperados. Cabe entonces, 
preguntarse si el proceso penal fue creado con el fin de castigar u ofrecer un camino a seguir para establecer 
la certeza de un delito y la responsabilidad, y como consecuencia de ello, imponer una pena. La eficiencia 
tiene que ver con la eficacia en tanto debe importar alcanzar los objetivos, pero tiene un significado más 
complejo porque, además, comprende los medios utilizados, en tanto impliquen el menor costo no solo en 
términos económicos, sino en recursos humanos y con el menor sacrificio o renuncia de las garantías que 









aquellos lugares de altos índices de criminalidad. Es por esta razón, que, en 
algunos países a los magistrados a cargo de este tipo de procesos, 
asemejándose su labor a la de un médico de emergencias, se los somete a un 
régimen de "jueces o fiscales de guardia"39, lo que debe alcanzar a su personal 
de asistencia, así como también a la defensa pública de imputados y víctimas. 
La palabra "anhelo" implica un deseo que puede convertirse en realidad, 
siempre y cuando se den los pasos adecuados y se tengan todas las condiciones 
para alcanzarlo. De lo contrario solo quedará como un lindo sueño, que 
considero que es lo que normalmente sucede en nuestro país. Así, va en contra 
de la concretización de este anhelo el que se reciban mensajes confusos sobre 
las reformas, un ejemplo es el Decreto Legislativo N° 1194, que implementa el 
proceso inmediato de flagrancia y sus otras modalidades (por confesión o por 
suficiencia de elementos de convicción) en todo el Perú; pero esta norma 
adolece de vacíos e incongruencias. Situación que tiene su origen en el hecho 
que todavía tenemos en una parte del país vigente el Código de Procedimientos 
Penales de 1940, al que paulatinamente se ha venido insertando instituciones 
reguladas por el Código Procesal Penal de 2004 (como sucede con la 
cooperación internacional, la prisión preventiva y el proceso inmediato) sin 
considerar que obedecen a diseños y objetivos diferentes40 
Cuando se implementan este tipo de reformas es necesario explicar 
previamente cuál es la intención del legislador41 y qué objetivos se pretenden  
                                                          
39 En España, el servicio de guardia se encontraba regulado dese el año 1995, en el año 2000 se estableció 
para los juzgados de menores y en el año 2005 se implementó para los denominados “juicios rápidos o 
inmediatos de delitos o faltas” que se introdujeron mediante la Ley 38/2012 y 8/2002. También se 
implementó para medidas cautelares en procesos contenciosos 
40 El modelo del Código de Procedimientos Penales de 1940 inspirado en un sistema que otorga poder al 
Juez que acumula funciones y con posibilidad de intervención oficiosa en diversos aspectos; además con 
un predominio de la escritura, por lo tanto, las actas prevalecen sobre los actos. El modelo del Código 
Procesal Penal de 2004 inspirado en un sistema que disminuye la intervención judicial y empodera a las 
partes, por lo tanto, la intervención oficiosa es excepcional, y con el predominio de la oralidad, por ello, 
prevé un sistema de audiencias y prevalecen las actuaciones sobre las actas, justamente por la consideración 
a la inmediación. 
41No ingresaremos a la discusión de si deben formar parte o no de la Ley, en tanto si corresponde 
reconocerle valor normativo o no. Pero si creemos importante que deben existir, puesto que es en este punto 




alcanzar y generar mediante los manuales o protocolos antes de su oficiosa es 
excepcional, y con el predominio de la oralidad, por ello, prevé un sistema de 
audiencias y prevalecen las actuaciones sobre las actas, justamente por la 
consideración a la inmediación, implementación. Si se empezó con un piloto42 
es posible que pueda dejar rastro de las primeras dificultades en la aplicación, 
así como las necesidades de personal e infraestructura. 
 
En los países latinoamericanos receptores del Derecho - las reformas no 
obedecen normalmente a creaciones o innovaciones ajustadas a nuestra 
realidad, sino a experiencias foráneas, que con mucho o poco estudio son 
tomadas como la solución a los problemas. Los verdaderos cambios requieren 
un tratamiento integral, cuestión que en nuestro caso no ha sucedido al tener 
pendientes las reformas del Código Penal y las leyes orgánicas del Poder 
Judicial y el Ministerio Público. De aquí que los procesos de flagrancia hayan 
evidenciado problemas en la organización de las instituciones involucradas e 
incluso en las penas impuestas que en algunos casos resultaban irrazonables.43 
                                                          
el caso del Decreto Legislativo 1194 se explica brevemente la intención es introducir mecanismos eficaces, 
ligados al tema de la seguridad ciudadana y el crimen organizado. 
42 Mediante la Resolución Administrativa N° 231-2015-CE-PJ del 15 de julio de 2015, se dispuso establece 
en el distrito judicial de Tumbes desde el 1 de agosto de 2015 el plan piloto de "Implementación de Órganos 
Jurisdiccionales de Flagrancia Delictiva". 
43 En un caso de violencia o resistencia a la autoridad, la imposición de una pena de seis años de privación 
de la libertad cuando la persona imputada no tenía antecedentes penales ni judiciales ha sido considerado 
un exceso. Sin embargo, el marco legal en caso de que el delito sea cometido en contra un miembro de la 
Policía Nacional es de ocho a doce años de pena privativa de libertad, por más que existieran atenuantes en 
el caso concreto o el imputado se acogiera a un mecanismo premial, la pena no sería inferior a cuatro años 
de privación de la libertad, más aún cuando se aplica el sistema de tercios para la graduación concreta de 
la pena de acuerdo al artículo 45°-A del Código Penal. Entonces, no es problema del juez o del fiscal, ni 
del proceso: corresponde una urgente revisión de la norma sustantiva que ha perdido hace tiempo la 
orientación por las innumerables reformas efectuadas, por lo que es necesario detenernos y preguntar qué 
bienes jurídicos ahora son los más valiosos, qué comportamientos generan mayor reproche o alarma social 
y qué tipo de consecuencias penales debemos considerar. 
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El proceso inmediato, en general, y el de flagrancia, en particular, 
encuentra sus antecedentes en Alemania44, Francia45, Italia46, Portugal47 y 
España48, esta tendencia de aceleración y simplificación de los procesos 
penales también se instauró en Centroamérica, un ejemplo es, Costa Rica49, y 
paulatinamente se va introduciendo en Latinoamérica, por ejemplo, antes de su 
consideración en el Perú, ya se había implementado en Ecuador.50 
Uno de los anhelos reformistas es la celeridad de los procesos. La 
dinámica que imprime un sistema de audiencias permite ello y debería permitir 
también un mejor conocimiento del caso y la exteriorización de las debilidades 
de los protagonistas, situación que conlleva necesariamente a una mayor 
exigencia en el cumplimiento del rol asignado (juez, fiscal o defensor). 
                                                          
44 En Alemania este tipo de proceso es conocido como "procedimiento acelerado" y también existe el 
denominado "procedimiento de mandato penal". 
45 Para las contravenciones se prevé un procedimiento simplificado de naturaleza análoga a los procesos 
monitorios. 
46 Conocido el proceso inmediato como "giudizio direttissimo", es impulsado por el Ministerio Público en 
caso de una detención en flagrancia, que se caracteriza por la su presión de la fase preliminar o 
preparatoria, así como de una significativa contracción de la fase previa al juzga miento (BRIZI, Gianluca. 
IIpattegiamento. Torino, Giappichelli Editorie, 2008, p. 75). 
47 En el Derecho Procesal portugués existen cinco tipos de procedimientos diseñados por el legislador a 
través de los cuáles se puede llegar a una decisión más rápida, todos ellos contenidos en el Libro Sexto del 
Código Procesal Penal conocido como "Procedimientos Especiales": el juicio abreviado, la aplicación de 
la pena a partir de la petición de las partes, el juicio directísimo, el juicio inmediato y el procedimiento por 
decreto. 
48 El 28 de abril de 2002 entraron en vigencia medidas que reformaron de modo sustancial el proceso penal 
como, la Ley 28/2002 y la Ley orgánica 8/2002. Al respecto Aranguena Fanego ha señalado que: "La 
coyuntura vigente marcada por un significativo incremento de la delincuencia producida en España en 
comparativa con los años 2000-2001, ha hecho que se aplazará el gran objetivo señalado y utilizado la tan 
denostada como recurrente técnica de "parchear" una vez más, la centenaria Ley de Enjuiciamiento 
Criminal" (ARANGUENA FANEGO, Coral. "Los juicios rápidos y la reforma del enjuiciamiento 
criminal". En Lex Nova, Enero — Marzo de 2003, p. 34-35). 
49 El Código de Procedimientos Penales de Costa Rica de 1973 fue reformado por medio de la Ley 7337 
del 5 de mayo de 1993, que introdujo un trámite acelerado para los delitos sorprendidos en flagrancia. 
50 A mediados del 2004, en la ciudad de Cuenca (Ecuador) se dieron los primeros pasos para la 
incorporación del proceso de flagrancia. Después del piloto, la Corte Suprema dispuso que se comenzará a 
aplicar en todo el país (R.O.S. 221, artículo 1, del 2007). En el año 2009, la Comisión Legislativa y de 
Fiscalización del Congreso discutió y aprobó la ley que reforma e introduce este procedimiento en el Código 




El proceso de flagrancia tiene como una de sus principales características 
la celeridad: en unos cuantos días de realizada la intervención en flagrancia51 se 
puede tener una sentencia condenatoria firme, siendo la celeridad, el criterio 
fundamental para tomar en consideración en la interpretación del Decreto 
Legislativo N° 1194 que reformó el Código Procesal Penal de 2004 al instituir 
este tipo de proceso. 
La celeridad puede traer consigo el problema de la superficialidad52 y con 
ello la afectación de derechos fundamentales, como la presunción de inocencia 
y el derecho de defensa. Desde nuestro punto de vista, ya han sido afectados 
estos derechos, aunque mínimamente por la existencia del proceso inmediato, 
ya que partimos de una evidencia probatoria que hace innecesaria una 
indagación o investigación. La defensa, por su parte, está sometida a plazos muy 
cortos y, en muchas ocasiones, en condiciones adversas para prepararse para 
el juzgamiento. 
 
De hecho, que en los pocos meses de vigencia de este proceso no solo 
se ha visto la celeridad sino también los resultados, evidenciados por la  
                                                          
51 "El ahorro también es de tiempo en el trámite de un caso penal dentro del Poder Judicial por cuanto se 
ha reducido a horas. Es decir que en 24 días se ha concluido total mente con 1,092 casos que no pasaran a 
ser parte de la carga procesal", destacó Meneses (Coordinador Nacional de los Juzgado de Flagrancia) en 
declaraciones a la agencia Andina. (Lima, 25 de diciembre de 2015). 
 
52 "(...) debe decirse con claridad que la oralidad genera no en pocas ocasiones superficialidad y 
precipitación. El maestro de maestros (refiriéndose a Chiovenda) no sin algo de ingenuidad, impresionado 
negativamente por el uso forense de los antiguos jueces de procedimiento exclusivamente escrito, 
imaginaba un Juez verdaderamente ideal, que tendría siempre en cuenta los escritos de las partes antes de 
entrar a la vista, que intervendría en la misma y corregiría los excesos de los Letrados. Y ojalá fuera así 
siempre, pero lo que debe reconocerse es que en ocasiones — a veces demasiadas — no es así. El Juez, 
como todo ser humano, tiene a simplificar excesivamente la realidad   para   comprenderla   mejor   -   
especialmente cuando tiene que decidir rápido como en una vista- tratando de resolver problemas 
complejos. Lo anterior no es ningún reproche, es una costumbre común a todo el género humano. Ello 
puede provocar que escuche a las partes de manera a veces superficial, si ha leído los escritos dispositivos 
y tiene pensada la solución del caso concreto. Y si se da el lamentable caso de que no lo ha hecho, es posible 
que la vista no le aporte nada porque no comprende bien lo que le están diciendo como consecuencia de la 
falta de estudio previo del caso. Ello lo puede llevar a una solución también superficial." (NIEVA FENOL, 
Jordi. "Los problemas de la Oralidad." En Revista del Ministerio Público do R.S. Porto Alegre. N° 67, set. 





aplicación de penas efectivas en casos que no implican peligrosidad o alarma 
social, sino más de cotidianidad que sobrecargan el sistema. Si bien parece que 
existe un paliativo para esta sobrecarga, el tratamiento va generado una situa-
ción más grave, que es el colapso del sistema penitenciario al sobrepasarse en 
más de 132% la población de internos que los establecimientos en el Perú 
pueden recibir. Tan es así que, para una capacidad de treinta mil internos en el 
año 2016, hoy se ha sobrepasado esta cifra, que alcanza una población de 
setentaiocho mil trescientos internos.53 
 
Al parecer, se agota la lista de fórmulas para lograr la celeridad en los 
procesos y la descarga del sistema. En los últimos años hemos incorporado 
criterios de oportunidad, mecanismos de simplificación, plazos perentorios y sus 
respectivos controles. Sin embargo, con todo y ello, no se logra superar el 
problema o por lo menos satisfacer en parte la expectativa creada. Desde 
nuestro punto de vista, mucho tiene que ver la reforma en los modelos de gestión 
y el cambio que debe operar en la cultura burocrática y excesivamente ritualista 
de nuestras instituciones. 
 
Tal como está regulado con la reforma establecida por el Decreto 
Legislativo N° 1194, el proceso inmediato no descarta salidas como la aplicación 
del principio de oportunidad, acuerdos reparatorios o la terminación anticipada 
aunque estas debieron complementarse con otras medidas. Es así que pese a 
la aplicación del principio de oportunidad o los acuerdos reparatorios, el asunto 
no termina de salir del sistema penal: ante el incumplimiento de la obligación 
                                                          
53 Anuncio del jefe del Instituto Nacional Penitenciario, Julio Magán, ante Radio Programas del Perú (14 




asumida, el asunto sigue siendo penal, puesto que el fiscal reabrirá la inves-
tigación54, en lugar de dar mérito a un título ejecutivo y conducirlo como una 
obligación de dar suma de dinero.55 
Por otra parte, tampoco será posible lograr una disminución significativa 
de la carga procesal penal si el legislador sigue aumentando la lista de asuntos 
que tienen relevancia penal. Así, por ejemplo, una vez que tenemos un 
reincidente o habitual en faltas contra la persona o el patrimonio, el juez de paz 
letrado debe remitir el asunto ante un fiscal penal56, a fin, entendemos, para 
que este siga la tramitación que corresponde a un delito. También tenemos la 
criminalización de conductas que implican un adelanto de la barrera punitiva, 
como el mareaje o reglaje57, la conspiración para el tráfico de drogas58, la 
conspiración para el sicariato59, y las conductas que podrían ser consideradas 
infracciones de naturaleza administrativa, como la omisión de reportar 
operaciones sospechosas culposa60 como modalidad delictiva en lavado de 
activos, o la criminalización de la violencia doméstica61, que con la última 
modificación solo compete al juez de familia dictar la correspondiente medida 
                                                          
54 Artículo 2.4 del Código Procesal Penal de 2004: "(...) De no producirse el pago, se dictará disposición 
para la pro moción de la acción penal, la cual no será impugnable… (…). 
55 En el Código de Procedimiento Penal ecuatoriano se establece que ante el incumplimiento del acuerdo 
reparatorio el afectado está facultado para pedir que se cumpla o que se continúe la acción penal (artículo 
37.1). 
Ante el acuerdo entre la víctima y el imputado, al producirse el incumplimiento por parte de aquella faculta 
al afectado para exigir su cumplimiento en la vía civil, sin que esté permitido que el Ministerio Público 
reanude o continúe el procedimiento (artículo 242° del Código Procesal Penal chileno). 
56 En la Sexta Disposición Final y Complementaria de la Ley 30076 se establece que en los   casos de 
reincidencia o habitualidad de faltas contra la persona o el patrimonio el Juez de Paz Letrado deberá remitir 
lo actuado al Fiscal para que inicie las investigaciones. 
57 Artículo 317° - A del Código Penal incorporado por la Ley N° 29859 del 3 de mayo de 2012. 
58 Artículo 296° del Código Penal modificado por el Decreto Legislativo N° 982d el 22 de julio de 2007. 
59 Artículo 108°-D del Código Penal incorporado por el Decreto Legislativo N° 1181 del 27 de julio de 
2015. 
60 Último párrafo del artículo 5° del Decreto Legislativo 1106 (Decreto Legislativo de Lucha Eficaz contra 
el Lavado de Activos y otros delitos relacionados con la Minería Ilegal y Crimen Organizado). 
61 Ley N° 30364 (Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres e Integrantes 





de protección y las medidas cautelares sobre los efectos civiles del caso, y 
luego seguirá un trámite estrictamente penal. En este último ámbito, se ha 
criminalizado incluso el maltrato psicológico. 
Considero que no es propiamente un proceso de contrarreforma lo que estamos 
viviendo en el Perú, puesto que seriamente se podría pensar en ello si la 
implementación del modelo del Código Procesal Penal de 2004 hubiera 
concluido en todo el territorio nacional. Creo que estamos ante medidas que se 
van adoptando por coyuntura que en el caso del proceso de flagrancia respondió 
al apremio generado por la desconfianza en la justicia penal que había llegado 
a límites extremos en mi país (a meses de la puesta en vigencia del Decreto 
Legislativo 1194, no solo se invocaba el ejercicio de la violencia de mano propia 
contra el delincuente, sino también contra los propios operadores del sistema, 
con frases que si bien pueden despertar la hilaridad, expresan la profundidad 
del problema "chapa a tu choro y déjalo paralitico" o "chapa a tu juez y déjalo 
paralítico"). La reforma implicó solo una ilusión teórica, pero una decepción en 
la práctica62. Sin embargo, esto no parte de un sistema inadecuado o de una 
norma mal planteada, sino de haber abordado una solución parcialmente, sin 
integrar todos sus aspectos, como los orgánicos, de gestión y principalmente de 
capacitación. Si no podemos lograr un sistema perfecto, nos podemos acercar 
a este mediante reformas estudiadas, cuyos objetivos estén integrados y 
siempre con la consideración de un marco constitucional que no puede dejarse 
de lado para no desdibujar el tipo de Estado que queremos tener. 
 
El proceso de flagrancia sí cumple con el anhelo de simplificación y 
celeridad, pero no debe funcionar mecánicamente, sino con una evaluación clara 
                                                          
62 30Cualquiera que fuese el modelo o reforma que se quisiera implementar, no es suficiente la adopción 
de medidas, sino es fundamental considerar la capacitación de los operadores, el que se cuenten con los 
recursos y medios necesarios para un adecuado funcionamiento y también la coordinación permanente entre 




sobre qué casos pueden seguir esa vía, y siempre tratando de reforzar las 
garantías. En este último aspecto, el juez tiene un rol fundamental.63 
2.  DEFINICIÓN 
Por regla general, los procesos penales han seguido el esquema de los 
denominados procesos de cognición64, es decir, se parte de las afirmaciones 
respecto de un suceso con trascendencia penal y de la responsabilidad atribuida 
a uno o más sujetos para, a través de la investigación, confirmar o desvirtuar 
dicha afirmación con medios de prueba que deben ser actuados ante el juez, 
medios que pretenden crear en él un estado de certeza sobre la culpabilidad. 
Esta situación de certeza habilita al juez para que tome una decisión 
condenatoria, justamente por la presencia del principio de presunción de 
inocencia65 
El proceso inmediato de flagrancia es un proceso especial66 que se 
caracteriza esencialmente por la simplificación, en tanto no se realice la 
                                                          
63 (...) deberá concluirse que todo lo anterior tiene como finalidad que el tribunal, por medio del proceso, 
sea efectivamente el garante último de los derechos de las personas y, más en concreto que, por medio del 
proceso penal, el derecho fundamental a tutelar es el derecho a la libertad." (MONTERO AROCA, Juan. 
El Derecho procesal en la encrucijada de los siglos XX, XXI. Tres ensayos: Uno general y dos especiales. 
Lima. Fondo Editorial de la Academia de la Magistratura, 2016, p. 122). 
64 delito..."; así, se hace imprescindible la existencia del proceso de "...un caminar, de un recorrer un largo 
camino, cuya meta parece señalada por un acto solemne, con el cual el juez declara la certeza..." 
(CARNELUTTI, Francesco. "Cómo se hace un proceso". En Colecáón de Clásicos Jurídicos. Editorial 
Iuris, 2005, p. 25). 
65 El derecho a la presunción de inocencia está regulado el artículo 11.1 de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos: "Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras 
no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas 
las garantías necesarias para su defensa. (…)  De igual modo, el citado derecho es reconocido en el artículo 
14.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 8.2 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. En relación con este último instrumento, la Corte Interamericana ha señalado 
que:"(...) en el principio de presunción de inocenciá subyace el propósito de las garantías judiciales, al 
afirmar la idea de que una persona es inocente hasta que su culpabilidad es demostrada" (Caso Suárez 
Rosero vs. Ecuador. Sentencia de 12 de noviembre de 1997, fundamento 77). 
66 Si bien no hablamos de derechos ni de privilegios, sino de procesos que conllevan a castigo, el efecto es 
el mismo que resalta Taruffo, en penal, en términos de eficacia o no, puesto que el grueso de procesos 
penales son dilatados y con resultados adversos, en cambio los de flagrancia son tramitados en plazos muy 
cortos y con resultados punitivos positivos. El autor citado señala que: "(...) para la creación de "procesos 
especiales" cada vez más numerosos, cada uno referido a un número cualificado de sujetos, es una especie 
de "carrera de privilegios". El efecto global de este es que el Derecho Procesal asume una estructura de 
"piel de leopardo", con islas de tutela eficiente para determinados sujetos sobre un fondo de tutela inefi-
ciente reservada para el ciudadano "común" que no pertenece a un grupo privilegiado o no es titular de una 
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investigación preparatoria, y ello condicionado a la inutilidad de esta etapa dada 
la evidencia suficiente para sostener una imputación que conduzca directamente 
al juzgamiento. Por lo tanto, este tipo de proceso solo es posible si se presentan 
determinadas condiciones que justifican prescindir de la etapa de investigación, 
y se tiene no solo las condiciones de persecución penal, sino también para fundar 
una imputación. 
La Corte Suprema de Justicia del Perú considera que el proceso 
inmediato de flagrancia es un proceso donde se manifiesta la "simplificación 
procesal", en el que básicamente se reducen o eliminan etapas procesales y 
se aligera el sistema probatorio para lograr una justicia célere, cuyo punto de 
partida es la "evidencia probatoria".67 
Podemos considerar los siguientes aspectos característicos en este tipo 
de proceso: 
 
1. Es un proceso especial68, puesto que a diferencia del común de procesos 
penales no requiere que se abra una etapa de investigación preparatoria 
para reunir elementos de convicción de cargo o descargo, dado que se tiene 
desde el principio suficiencia probatoria para sostener la acusación y llevar 
el caso directamente al juzgamiento. Á nivel preliminar, observamos 
normalmente realizados por la policía, que tiene una actuación inmediata 
tras la comisión del delito. El proceso se incoa en base al informe policial y 
                                                          
situación jurídica privilegiada."   (TARUFFO, Michelle. "Racionalidad y Crisis de la Ley Procesal". En 
Doxa, 22, 1999, p. 313). 
67 Fundamento 7 del Acuerdo Plenario 2-2016/CIJ-l 16, publicado el 4 de agosto de 2016. 
68 En Italia, el denominado "giuidizio direttissimo" se presenta como un procedimiento especial, que se 
caracteriza por tener un desarrollo diferente del proceso ordinario, puesto que anticipa la etapa de debate, 
asegurando una particular celeridad en la definición de la cosa juzgada. Respecto del proceso ordinario, no 
se articula con las tres fases de indagación, audiencia preliminar y juzgamiento, sino que comprime el 
período de investigación, carece de una etapa intermedia y permite al Ministerio Público el poder instaurar 
directamente el debate, debido a la existencia de evidencia probatoria calificada proveniente del arresto en 
flagrancia y de la confesión. (MATTEO TU-LLIO, María Rubera. Questioni in tema de di Giudizio 
Direttissimo. Editorial Wolters Kluwer. 2015, p. 6). 
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sus recaudos, y en los lugares en los que todavía subsiste el Código de 
Procedimientos Penales en base al atestado policial.69 
La actuación de la policía, como se observa, es trascendente en el proceso 
inmediato de flagrancia, así como también la actuación del Ministerio 
Público. En ese sentido, es fundamental, por ejemplo que en el delito de 
conducción en estado de ebriedad no solo el informe del examen cualitativo 
de ebriedad, mientras se espera el examen cuantitativo o dosaje etílico, 
sino también el informe ratonado al que hace referencia el artículo 213° 
numeral 3 del Código Procesal Penal de 200470, informe en el que se 
deberán consignar los indicadores empíricos en el modo de conducción o 
de comportamiento del intervenido, tales como: manejar en sentido contra-
rio, exceso de velocidad, uso indebido de señales, agresividad, falta de 
ubicación, etc. 
2. No debe permitirse para delitos con dificultades probatorias y de 
compleja configuración. La relación entre proceso y aspecto sustantivo 
funciona de modo que un delito simple y de fácil probanza permite un 
proceso simple y de corto plazo. Justamente porque la naturaleza de este 
proceso resultaría insuficiente para una garantía de adecuada 
investigación y juzgamiento, no es posible, por lo tanto, seguir esta vía 
para delitos que son "exigentes" en cuanto a sus elementos configurativos 
(varios verbos, medios comisivos específicos, presencia de más de un 
elemento subjetivos) o con dificultades probatorias (estudios 
especializados, declaraciones de una pluralidad de sujetos). En ese sen-
tido, resultaría irrazonable, pero de ser así nos conduciría a decisiones 
                                                          
69  El documento policial deberá contener una exposición de los hechos, el modo cómo se tomó 
conocimiento del suceso delictivo y el cuidado en observar las garantías al momento de detención del sujeto 
en flagrancia, tales como información de sus derechos, de los cargos, la asistencia médica, la comunicación 
con su familia o persona que designe y la asistencia letrada y consular si fuera extranjero. También la toma 
de declaraciones al intervenido, agraviado y/o testigos; el cuidado en recojo y custodia de efectos, 
instrumentos o evidencia del delito (en este último caso, documentando la diligencia con el acta 
correspondiente e incluso registrando las imágenes a través de videocámaras).  




arbitrarias (carentes de motivación) o impunidad (por no haber sido posible 
de lograr, en tan corto plazo, satisfacer la configuración del delito y la 
actividad probatoria necesaria). 
3. No debe permitirse para delitos cuya pena de privación de libertad 
sea elevada. Creemos que nuestro legislador debió optar por establecer 
un límite en cuanto a la pena, y tal vez no lo hizo pensando en que 
realmente podía servir como un instrumento para la lucha contra la 
criminalidad más violenta, cuestión que, en la realidad, se observa que no 
se está dando. 
4. Se respeta el antiguo brocado "No hay pena 
sin juicio previo", puesto que prevé en su estructura un juzgamiento que 
opera como cualquier proceso común, por lo que es posible detectar la 
debilidad de la imputación, sea por cuestiones de derecho o por 
insuficiencia o inexistencia de prueba de cargo válida. En el caso, 
consideramos que se refuerza la idea del juicio como etapa esencial, no 
solo por la actuación de la prueba, sino también porque sería el único 
espacio que le quedaría a la defensa para desvirtuar la imputación, 
generar la duda razonable o invocar y acreditar alguna circunstancia para 
eximir o atenuar la responsabilidad penal. Lo señalado tiene como 
excepción el que en dicho proceso de flagrancia se invoque la terminación 
anticipada, razón por la cual tendríamos una sentencia derivada del 
consenso entre la Fiscalía y la defensa, y no del debate de una imputación. 
3.  OBJETIVO DE LA IMPLEMENTACIÓN DE ESTE TIPO DE PROCESO 
El Decreto Legislativo N° 1194 entró en vigencia en noviembre de 2015 
motivado por la Ley N° 30336 (Ley que delega al Poder Ejecutivo la facultad de 
legislar en materia de Seguridad Ciudadana, Fortalecer la Lucha contra la 
Delincuencia y el Crimen Organizado). En la breve exposición de motivos de la 
norma en mención, se indica que "resulta necesario establecer instrumentos 
normativos eficaces en el racional procesamiento de causas penales bajo el 
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supuesto de flagrancia delictiva, que permitirá resultados positivos en la lucha 
contra la delincuencia; el crimen organizado, entre otros, en beneficio de la 
comunidad en general." 
Se observa, una vez más, que estas normas no obedecen a un estudio 
y riguroso debate, sino que, ante la emergencia y coyuntura, el Congreso 
termina delegando sus facultades legislativas al Poder Ejecutivo, que a su vez 
toma decisiones inmediatas, pero sin previsión de las dificultades y debilidades 
que impone la realidad, y también ante la evidencia de que las expectativas no 
coinciden con los resultados. Es innegable que se gana en celeridad para el 
juzgamiento de los casos menores y cotidianos, pero de ninguna forma 
corresponde a un mecanismo idóneo para luchar contra la delincuencia da que 
no ha disminuido desde su vigencia), y menos a la que corresponde a la 
criminalidad organizada. 
Lo cierto es que el proceso de flagrancia fortalece la lucha contra la 
pequeña delincuencia, que además es cotidiana y que por cierto, como ya lo 
señalamos, es la delincuencia que representa la mayor carga para el sistema 
de justicia penal. En sus primeros meses de aplicación, el proceso de flagrancia 
ha mostrado resultados en los delitos contra el patrimonio, hurto y robo, delitos 
contra la integridad personal, lesiones; delitos de peligro común, conducciones 
en estado de ebriedad; delitos contra la familia, omisiones a la asistencia 
familiar; y delitos contra la administración pública, desobediencia, resistencia o 
violencia contra la autoridad y actos de corrupción. 
Con lo expresado, se tiene que el objetivo que alcanza y es irrefutable 
es la celeridad y simplificación en los procesos penales, por lo cual es posible, 
de modo mediato, la ansiada descarga procesal. 
4.   COMPETENCIA 
Se ha generado una competencia especializada para los fiscales y jueces 
para procesos inmediatos en flagrancia, considerando que exige un modo 
diferente de actuación que el resto de procesos, ya que se requiere una 
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intervención eficiente y rápida; lo primero, para tener los elementos de 
convicción necesarios para que en pocas horas se pueda acudir a un juicio oral, 
público y contradictorio; y lo segundo, para cumplir con plazos que son bastante 
ajustados. 
En la etapa judicial, la competencia corresponde a los jueces de 
investigación preparatoria, incluso en los lugares en los que no está 
íntegramente vigente el Código Procesal Penal de 2004, bajo una fórmula de 
"adición de funciones".71 
A partir de lo señalado: 
1. El juez de investigación preparatoria conoce tanto el proceso de flagrancia 
como el que corresponda a los otros supuestos de proceso inmediato 
(confesión o suficientes elementos de convicción), en tanto que cualquiera de 
esas vías requiere la realización de la audiencia para determinar la 
procedencia o no de este tipo de proceso. 
2. Si se trata del delito de conducción en estado de ebriedad y de omisión a la 
asistencia familiar, deben ir únicamente por la vía del proceso de flagrancia y 
generalmente será con un detenido72, puesto que se trata de delitos de mera 
actividad (cuya consumación se perfecciona con la realización de las 
conductas descritas en el tipo penal). De modo excepcional, se seguirá el 
camino del proceso inmediato por los supuestos de confesión o suficientes 
elementos de convicción. 
3. El juzgamiento está a cargo de los juzgados unipersonales según el criterio 
que establece el Código Procesal Penal de 2004 en razón del mínimo de la  
 
                                                          
71 39Mediante la Resolución Administrativa N° 347-2015-CE-PJ, publicada el 27 de noviembre de 2015 
en el diario oficial El Peruano se establece que todos los órganos jurisdiccionales que aplican el Código 
Procesal Penal actúen, en adición de funciones, como juzgado de flagrancia, omisión a la asistencia familiar 
y conducción en estado de ebriedad o drogadicción, excepto en los lugares donde exista más de un órgano 
jurisdiccional en cada etapa con la misma competencia. 




pena prevista que no supere los 6 años de privación de la libertad (artículo 
28.1 del Código Procesal Penal de 2004).73 
 
Las dificultades podrían presentarse en los lugares en los que subsiste el Código 
de Procedimientos Penales, y cuando el asunto no sea procedente para la vía 
del proceso inmediato de flagrancia. Una vez que el juez ha determinado en la 
audiencia, la improcedencia de este proceso; entonces el Fiscal tendrá que 
reconducir su caso, a la vía procesal que le corresponda74, que, en ese Código 
viejo, implicará seguir la vía del proceso sumario u ordinario, y en ambos casos, 
                                                          
73 La Resolución Administrativa N° 131-2016-CE/PJ del 27 de mayo de 2016 dispuso lo siguiente: Artículo 
Primero. - Disponer, a partir del 1 de julio de 2016, las siguientes medidas administrativas en la Corte 
Superior de Justicia de Lima, para la aplicación del Decreto Legislativo N° 1194: 
 
a) Convertir el Segundo Colegiado de la Sala Penal para procesos con reos en cárcel, en 3o Sala 
Penal de Apelaciones; dejándose sin efecto la recepción de nuevos procesos bajo los alcances del 
Código de Procedimientos Penales de 1940; y cumpla con liquidar la carga penal existente. 
b) Convertir el 4o Juzgado Penal para procesos con reos en cárcel, en 6o Juzgado de Investigación 
Preparatoria para el conocimiento de procesos inmediatos derivados de los casos de flagrancia, 
omisión a la asistencia familiar; y conducción en estado de ebriedad o droga-dicción; 
distribuyéndose su carga de forma equitativa entre los órganos jurisdiccionales de su competencia 
hasta donde la norma lo permita, a fin de evitar el quiebre de procesos penales. 
c) Convertir el 24°, 32° y 45° Juzgado Penal para procesos con reos en cárcel, en 7o, 8o y 9o Juzgados 
Penales Unipersonales, respectivamente, para el conocimiento del proceso inmediato derivado de 
los casos de flagrancia, omisión a la asistencia familiar; y conducción en estado de ebriedad o 
drogadicción; distribuyéndose su carga de forma equitativa entre los órganos jurisdiccionales de 
su competencia hasta donde la norma lo permita, y evitar el quiebre de procesos penales. 
Artículo Segundo.- Disponer que el 4o, 5o y 6o Juzgado Penal Unipersonal permanentes de la 
Corte Superior de Justicia de Lima, que tramitan procesos inmediatos derivados de los casos de 
flagrancia, omisión a la asistencia familiar; y conducción en estado de ebriedad o drogadicción; 
conformarán, en adición de funciones, el Juzgado Penal Colegiado para el trámite de los referidos 
procesos. 
Además, en adición de funciones, conocerán los procesos de corrupción de funcionarios y crimen 
organizado, con competencia territorial en todo el distrito judicial; y concluirán la carga penal 
existente que vienen tramitando como Juzgados Penales Unipersonales. Asimismo, no recibirán 
nuevos procesos como Juzgados Penales Unipersonales. 
 
74 "El efecto procesal de la desestimación de un proceso inmediato es que la causa se reconduzca a un 
proceso común. (...)." (Acuerdo Plenario 2-201 ó/CIJ-116, FJ. 23-D). 
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el fiscal va tener que presentar los cargos75 ante juez penal, sumario u 
ordinario76 
En este tipo de procesos no existe ningún impedimento legal expreso para 
cuestionamientos de competencia, por ejemplo: declinatorias de competencia, 
recusaciones o transferencias de competencia. Cualquiera que fuera la 
situación, el único momento en el que se podrían plantear estas cuestiones sería 
en la audiencia de procedencia del proceso inmediato o al inicio de la audiencia 
única de juicio (primera parte). El legislador no ha previsto estas posibilidades. 
Sin embargo, no se puede realizar una interpretación aislada del resto de reglas 
procesales o negarlas de plano: cualquier limitación tendría que ser expresa y 
justificada razonablemente. 
5.    PRESUPUESTOS DE PROCEDENCIA 
Las condiciones para la aplicación del proceso de flagrancia son taxativas, 
siendo tres los presupuestos de procedencia. Sin embargo, consideramos 
necesario sistematizar, a partir de aquellos, dos tipos de procesos inmediatos: 
a) Los procesos inmediatos de flagrancia. - Estos son los tipos de proceso 
inmediato que parten de los supuestos de flagrancia establecidos en el 
artículo 259° del Código Procesal Penal de 2004 y que deben permitir tener 
"evidencia probatoria". Por lo tanto, hace innecesario abrir un espacio de 
investigación. 
El artículo 259° del Código Procesal Penal de 2004 está vigente en todo el país 
a partir de la vigencia de la Ley N° 29372 del 9 de junio de 2009, que comprende 
a su vez tres situaciones: 
                                                          
75 De acuerdo con el Decreto Legislativo N° 1206, que modificó el artículo 77° del Código de 
Procedimientos Penales, la Fiscalía deber solicitar una audiencia de presentación de cargos ante el juez 
penal, audiencia en la que el juez penal decidirá si se apertura o no instrucción, además de definir la 
situación jurídica de imputado.  




-   Flagrancia propiamente dicha o en estricto. 
Implica que el sujeto sea encontrado en la comisión actual de delito, es decir, 
como comúnmente se indica, con las "manos en la masa". La Corte Suprema ha 
establecido correctamente que en este caso existe una "evidencia sensorial" 
(fundamento 8-A del Acuerdo Plenario 2-2016/CIJ-116). 
Flagrancia proviene del término latín flagransflagranti, que a su vez, proviene del 
verbo flagrar, cuyo significado es arder o resplandecer como fuego o llama.77 La 
flagrancia "se reconoce como la situación fáctica en la que una persona es sor-
prendida — vista directamente o percibida de otro modo  al momento de delinquir 
o en circunstancias inmediatas a la perpetración de delito".78 El término flagrante 
"se utiliza para indicar el momento mismo de realización del delito, no antes ni 
después".79 
Se acoge la idea, que sostiene tanto la doctrina alemana como italiana, de la 
necesaria percepción del hecho por parte de un tercero. Al respecto, Santoro, 
sostiene que un cadáver del que fluye sangre o una casa que se incendia no 
implican una situación de flagrancia, sino solo si el sujeto es sorprendido 
cometiendo el delito.80 El Tribunal Constitucional español ha asumido la llamada 
"teoría de la percepción" al definir la flagrancia como "aquella situación fáctica 
en la que queda excluida la autorización judicial precisamente porque la comisión 
del delito se percibe con evidencia y exige de manera inexcusable una inmediata 
intervención." Y añade: "la situación fáctica en la que el delincuente es sorprendido 
- visto directamente o percibido de otro modo- en el momento de delinquir o en 
                                                          
77 CISTERNA PINO, Adolfo. La detención en flagrancia en el nuevo Código Procesal Penal. Santiago de 
Chile, Librotecnia. 2003, p. 22. 
 
78 FERREIRA DE ABREGU, Francisco. "La flagrancia en los delitos permanentes y los delitos de 
consumación instantánea efectos permanentes". En: Revista de CENIPEC, 26. 2007, p. 34. 
79 OCHOA ROMERO, Roberto. La detención en flagrancia y por caso urgente en el Código Nacional de 
Procedimientos Penales. México. UNAM. 2015, p. 186. 
80 SANTORO, A. Flagrando di reato. Novissimo Digesto Italiano, VII, Torino, 1961, p. 405. 
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árcunstanáa inmediatas a laperpetraáón del delito." (STC 241/1993 del 18 de 
noviembre de 1993). 
Si el sujeto es percibido cometiendo el delito e intervenido en dicho momento, se 
tendrá la evidencia personal y material necesario para sostener una acusación, 
pero ello dependerá del trabajo riguroso que se realice en el recojo de las 
evidencias y la protección de la escena del crimen. -  Quasi flagrancia, 
flagrancia evidencial o flagrancia ficta, virtual o impropia. Esta requiere que 
la intervención se efectué en instantes posteriores al hecho, advirtiéndose una 
clara vinculación del sujeto con el suceso delictivo. Como sostiene Cisterna, se 
advierten dos presupuestos: un marco temporal de coetaniedad o inmediatez y 
ostensibilidad o de claridad.81 Dichos presupuestos están dados porque 
corresponde a instantes posteriores al hecho o suceso delictivo, que salta la vista 
o es evidente. 
En todos los supuestos anteriormente indicados, el operador no puede realizar 
una determinación de la situación a partir solo de la definición procesal: 
necesariamente debe considerar la configuración del delito atribuido y, 
principalmente, identificar si el agente fue hallado en la fase de ejecución del 
delito o en la consumación del mismo. La debida calificación de la flagrancia en 
cualquiera de las manifestaciones contempladas en la norma procesal 
dependerá, en gran medida, del conocimiento del Derecho Penal sustantivo 
tanto general como especial. Por ello, Andrade indica que: "la flagrancia está 
vinculada con el itercriminisen cuanto el sujeto es descubierto en el momento en 
que está realizando los actos ejecutivos constitutivos del tipo con miras a la 
consumación.82 
En estos dos primeros supuestos de flagrancia, no tenemos duda de que se 
tendrán todos los elementos para llevar adelante una imputación y un juicio 
inmediato (salvo cuando se cometan errores o graves omisiones en la actuación 
inmediata de los elementos de convicción). La percepción inmediata o sensorial 
                                                          
81 CISTERNA PINO, Adolfo. Ob. Cit, p. 22. 
82 ANDRADE, Ricardo. Manual de Derecho Procesal Penal. Cuarta Edición. Quito. Corporación Estudios 
y Publicaciones. 2009, p. 675. 
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del suceso, que resalta la Corte Suprema peruana en el Acuerdo Plenario 2-
2016-CJ/116, es el presupuesto esencial apreciado en los primeros supuestos, 
y así fue considerado por la mayor parte de la doctrina extranjera83. De este 
mismo modo se pronunció también el Tribunal Constitucional peruano, que ha 
subrayado como componentes de la flagrancia: a) inmediatez temporal, refirién-
dose a la intervención instantes en que se comete el delito o instantes después 
de producido el hecho, y b) inmediatez personal, que el sujeto se encuentre en 
el lugar del suceso o vinculado al delito con instrumentos, efectos o vestigios 
materiales.84 
Esta inmediatez trae como consecuencia que el sujeto esté vinculado con el 
lugar del delito o sus inmediaciones, y en relación con los objetos o instrumentos 
de la comisión del delito. Su intervención por la fuerza pública o cualquier ciuda-
dano85 se realiza en un tiempo inmediatamente posterior.86 
El Tribunal Constitucional español hace referencia a notas sustantivas y 
adjetivas de la flagrancia: "en las primeras establece la inmediatez temporal, 
cuando se esté ante la acción delictiva que se desarrolla o acaba de desarrollarse en 
el momento que se sorprende o se percibe, y personal, cuando se trata de la 
persona que está en el o, lo que es igual, que la misma se esté realizando o se 
ha realizado momentos antes; b) inmediatez personal, es decir, presencia del 
delincuente en relación todavía con el objeto o los instrumentos del delito; y c) 
necesidad urgente de intervención, ora para evitar que se siga cometiendo el 
delito, ora para obtener pruebas de las que razonablemente se puede suponer 
que desaparecerán." (STC de 9 de julio de 1994, 9 de febrero de 1995, 14 de 
                                                          
83 Se puede comprobar en CARNELUTTI, F., Ley ionisulprocessopénale, II, Roma, 1947, p. 62; 
AGUILERA DE PAZ, E., Comentarios a la Ley de enjuiciamiento Criminal, V, Madrid, 1922, p. 672; 
JIMÉNEZ ASENJO, E., "Delito flagrante", Nueva Enciclopedia Jurídica Seix, Barcelona, 1955, p. 582; 
FILIPPI, L., L'arresto in flagrananell evolucione normativa, Milano, 1990, p. 281. 
 
84 En la jurisprudencia del Tribunal Supremo español se ha señalado lo siguiente: "a) inmediatez de la 
acción delictiva 
85 En el Perú es posible el arresto ciudadano en casos de flagrancia conforme se regula en el artículo 260° 
del Código Procesal Penal de 2004, vigente por la Ley N° 29372 del 9 de junio de 2009. 
86 MONTSERRAT DE HOYOS, Sancho. "Análisis comparado de la situación de flagrancia". En Revista 
de Derecho. Volumen XII. Diciembre de 2001, p. 138. 
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abril de 1997 y 7 de junio de 2000). lugar del hecho en situación o relación con 
aspectos del delitos las segundas, con la percepción directa y efectiva — nunca 
meramente presuntiva o indiáaria— de las condiciones sustantivas, que deben 
concurrir con la necesidad urgente de intervención, bien para evitar la consumación 
del delito, el agotamiento del que acaba de cometerse o las desaparición de las 
huellas del delito que se está percibiendo directa y sensorialmente. 87 
 
Ese último punto pone la participación policial, de cuyo trabajo dependerá en 
gran medida el nuevo proceso. Si bien nuestra Constitución y Código 
Procesal del 2004 establecen la conducción de la investigación prehminar a 
cargo del fiscal, la actuación policial inmediatamente después de cometido el 
delito no solo es necesaria, sino fundamental88, por diversos aspectos: evitar 
la consumación del delito, la detención del imputado, la identificación y 
citación de personas involucradas y el recojo de evidencias materiales, así 
como la realización de exámenes y pericias sobre las sustancias y objetos 
hallados, entre otras diligencias urgentes. 
 
-   Flagrancia extendida o "por señalamiento". 
Se incorporó en nuestro sistema jurídico por la modificación establecida en 
el artículo 259° del Código Procesal Penal de 2004 mediante la Ley N° 
29372 del año 2009 y permite considerar en flagrancia a la persona que 
fuera identificada por un medio técnico, un testigo, la víctima o hallada con 
                                                          
87 55STS de 1 de abril de 1996 [RJ 1996, 2845], STS de 28 de diciembre de 1994 [RJ 1994,10321] y STS 
de 29 de marzo de 1990 [RJ 1990, 2467]. 
88 "el sistema resultante no es precisamente racional, pues hace depender las probabilidades de éxito del 
enjuiciamiento rápido — en mucha medida condicionadas por el tiempo disponible para resolver 
dificultades en la práctica de diligencias de investigación- de algo tan aleatorio como el día en que entre en 
el juzgado el atestado (...)." 
(VEGAS TORRES, El procedimiento para el enjuiciamiento rápido. Madrid- Barcelona, Marcial Pons, 




los efectos o instrumentos del delito dentro de las 24 horas de cometido. 
También es conocida como flagrancia "presunta". 
Este es el supuesto que nos causa preocupación, puesto que no 
corresponde propiamente a las exigencias de la flagrancia, principalmente 
por el tiempo que puede haber transcurrido desde la comisión del delito. No 
necesariamente permite tener la evidencia suficiente para saltar la investiga-
ción, y solo puede tratarse de una vinculación indiciaría o presuntiva89; 
además, no encaja dentro de las exigencias desarrolladas por el Tribunal 
Constitucional peruano.90 
Este tipo de flagrancia presunta presenta sus peculiaridades. Por ejemplo, 
no sería posible llevar adelante un proceso inmediato por conducción en 
estado de ebriedad, por más que el sujeto sea identificado y detenido dentro 
de unas horas de registrado el incidente, ya que podría ocurrir que 
transcurridas ciertas horas no sea posible demostrar, a ciencia cierta, por 
ejemplo, la presencia de alcohol en la sangre o la cantidad de alcohol que el 
sujeto tenía cuando conducía el vehículo91. En otros casos, como en el de 
un hurto puede suceder que la víctima identifique al autor del hecho horas 
                                                          
89 La objetividad excluye cualquier percepción presuntiva, inductiva o de intuición o de conocimiento, 
o en fin aquella "percepción psicológica" de que se esté frente a una situación flagrante, pues las 
sospechas, conjeturas o presunciones resultan incompatibles con la naturaleza objetiva de la 
flagrancia." (Martín, R. "Entrada en el Domicilio por causa de delito flagrante." En Revista de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Granada. Granada, Tercera Época, N° 1998, p. 379). 
90 La flagrancia es un instituto procesal con relevancia constitucional que debe entenderse como una 
evidencia del hecho delictuoso respecto de su autor. Así, la flagrancia se configurará cuando exista un 
conocimiento fundado, directo e inmediato del hecho punible que se viene realizando o que se acaba 
de realizar instantes antes, situación en la que, por su particular configuración, es necesaria la urgente 
intervención de la Policía para que actúe conforme a sus atribuciones. En este sentido, lo que justifica 
la excepción al principio constitucional de la reserva judicial para privar de la libertad a una persona 
es la situación particular de la urgencia que, en el caso, concurriendo los requisitos de la inmediatez 
temporal e inmediatez personal de la flagrancia delictiva, comporta su necesaria intervención." (STC. 
N° 03691-2009, FJ. 17), 
91 "(...) hoy se entiende que los delitos de mera actividad son aquellos en los que dentro del tipo delictivo 
en concreto, el legislador ha incluido un comportamiento, pero no ha prestado atención, esto es, no ha 
incorporado como elemento típico el efecto natural provocado y separable del mismo." (ACALE 
SÁNCHEZ, María. "El delito de mera de actividad." En Revista de Derecho Penalj Criminología. N° 
10, 2002, p. 16).  
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después, como también que algunas evidencias puedan haber desaparecido 
o el mismo objeto materia de sustracción. 
Al existir indicios o sospechas de la vinculación del sujeto con el hecho 
atribuido, será necesario realizar cierta actividad de investigación para poder 
corroborar la sindicación o identificación del sujeto con medios técnicos. 
Guardaría pues, mayor coherencia, si se siguiera un proceso inmediato en 
los otros supuestos previstos por la norma (elementos de convicción 
suficientes o confesión), pero no dentro de la flagrancia. 
-   Casos especiales de conducción en estado de ebriedad y de omisión a 
la asistencia familiar 
La especificación del legislador del Decreto Legislativo N° 1194 da la 
impresión de un cuarto supuesto de procedencia de un proceso inmediato de 
flagrancia en estos delitos que expresamente se señalan. Desde nuestro 
punto de vista, no se trata de supuestos diferentes y autónomos, sino más 
bien de una especial mención o énfasis que hace el legislador, considerando 
las cifras significativas de estos delitos en la carga procesal. 
Nuestro razonamiento se sustenta en el hecho que en estos casos la mera 
realización de las conductas descritas en los respectivos tipos penales 
determina su consumación, que tiene la cualidad de perdurar por cierto 
tiempo.92Por lo tanto, de hallarse a una persona conduciendo un vehículo en 
estado de ebriedad o intoxicación o de haber sido requerida para el pago de 
los alimentos y no cumple con su deber, entiéndase que el agente se 
encuentra en la comisión actual de delito, esto es, en flagrancia propia o en 
sentido estricto.93 
                                                          
92 "(....) cuando la acción delictiva misma permite, por sus características, que se le pueda prolongar 
voluntariamente en el tiempo, de modo que sea idénticamente violatoria del derecho en cada uno de sus 
momentos" (SOLER, Sebastián. Derecho Penal argentino. Parte general. Tomo II. Buenos Aires. Tipografía 
Editora Argentina. 1963, p. 160), "le sigue un estado antijurídico duradero por la prolongación de la 
conducta voluntaria del sujeto, de modo que el delito se agota solo cuando aquella se suspende (...)" (RA-
NIERI, S. Manual de Derecho Penal. Parte general. Tomo I. Bogotá, Editorial Temis. 1975, p. 325).. 
93 "la flagrancia existe mientras   dura la permanencia" (PUIG, F. Derecho Penal. Parte General. Tomo I, 
Volumen I. Barcelona, Editorial Nauta S.A.,1959, p. 347) 
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El proceso inmediato de flagrancia tiene una parte inicial diferenciada 
(acelerada o rápida), puesto que al estar el sujeto involucrado, detenido, por 
la autorización constitucional que se otorga a la policía (artículo 2o, inciso 24, 
parágrafo  de la Constitución peruana), dentro del plazo estrictamente 
necesario94 (considerando los límites máximos de 24 horas en delitos 
comunes y 15 días en delitos exceptuados, además del término de la 
distancia), el fiscal deberá efectuar el requerimiento al juez para la 
procedencia de esta vía, lo que no sucede en los procesos inmediatos por 
confesión o suficientes elementos de convicción, en los que la incoación se 
puede realizar hasta después de abierto el proceso (30 días después de 
formalizada la investigación preparatoria), puesto que en dichos casos 
normalmente no habrá detenido. 
b)      Los procesos inmediatos en sentido estricto 
En este segundo tipo de proceso inmediato nos encontramos ante los 
supuestos previstos en los incisos b) y c) del artículo 446° del Código Procesal 
Penal de 2004, modificado por el Decreto Legislativo N° 1194: 
-  La confesión del imputado en los términos del artículo 160° del Código 
Procesal Penal de 2004 
                                                          
94 "El plazo de la detención que la Norma Fundamental establece es un plazo máximo, de carácter absoluto, 
cuyo cómputo es inequívoco y simple, pero no es el único, pues existe también el plazo estrictamente 
necesario de la detención. Y es que, aún sí la detención no hubiera traspasado el plazo máximo, ese dato 
per se no resulta suficiente para evaluar los márgenes de constitucionalidad de la detención, pues esta 
tampoco puede durar más allá del plazo estrictamente necesario {límite máximo de la detención). Como es 
evidente, el límite máximo de la detención debe ser establecido en atención a las circunstancias de cada 
caso concreto, tales como las diligencias necesarias a realizarse, la particular dificultad para efectuar 
determinadas pericias o exámenes, el comportamiento del afectado con la medida, entre otros. 
En suma, resulta lesiva al derecho fundamental a la libertad personal la privación de esta en los supuestos 
en que ha transcurrido el plazo máximo para la detención, o cuando, estando dentro de dicho plazo, se ha 
rebasado el plazo estrictamente necesario; en ambos casos, dicho estado de cosas queda privado de 
fundamento constitucional, y la consecuencia debe ser la puesta inmediata de la persona detenida a 
disposición del juez competente para que sea este quien determine si procede la detención judicial 
respectiva o la libertad de la persona, sin perjuicio de las responsabilidades que señala la ley para la autori-




La confesión es definida como la revelación del delito por su propio autor.95 
Uribe Lujan refiere que son tres elementos los que hay que observar en la 
confesión: a) el objeto o elemento material, b) la forma o elemento intencional, 
y c) el sujeto o elemento subjetivo.96 Cada uno de estos componentes tendría 
sus condiciones para que la confesión tenga validez, por ejemplo: en cuanto 
al objeto de la revelación, la narración de los hechos debe ser completa y 
circunstanciada, y en cuanto al sujeto que confiesa, este debe ser capaz de 
emitir una declaración válida, esto es, sin amenaza, violencia y en pleno uso 
de sus facultades. 
Para su consideración en el proceso inmediato, el legislador tiene el cuidado 
de remitirnos a los presupuestos para la confesión válida que prevé el 
artículo 160° del Código Procesal Penal de 200497; artículo que ya tiene 
vigencia en todo el territorio nacional a partir de la Ley N° 30076, razón por 
la cual es posible que la confesión, que no es otra cosa que la admisión de 
los cargos espontáneamente, pueda realizarse ante el juez o fiscal con 
presencia del abogado defensor (en este punto difería con el Código de 
Procedimientos Penales, que solo permitía que esta fuera obtenida en sede 
judicial). 
Este presupuesto para su aplicación exigirá que el imputado haya rendido 
previamente su declaración ante el fiscal o el juez, de modo sincero, de inmediato 
y circunstanciadamente, versión que además debe ser corroborada con otros 
actos de investigación. 
                                                          
95 ELLERO, Pietro. De la certidumbre en los juicios criminales o tratado de ¡aprueba en materia penal. 
(Traducción de Adolfo 
96 URIBE LUJAN. "'Elementos de la Confesión" En Revista de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas 
de la Universidad Pontificia Bolivariana. Número 41-43. 1967, p. 94. 
97 Artículo 160. 1. "La confesión, para ser tal, debe consistir en la admisión por el imputado de los cargos 
o imputación formulada en su contra. 2. Solo tendrá valor probatorio cuando: a) Esté debidamente 
corroborada por otro u otros elementos de convicción; b) Sea prestada libremente y en estado normal de las 





La confesión que se acepta para los fines de un proceso inmediato es la simple, 
más no la calificada66, es decir, aquella en la que el relato del imputado contiene 
circunstancias que pueden eximir o disminuir la responsabilidad penal, que abren 
la posibilidad de llevar adelante una investigación más extensa. 
- Los elementos de convicción acumulados durante las diligencias 
preliminares, y previo interrogatorio del imputado, sean evidentes; o 
"prueba evidente". 
En este supuesto, además de los suficientes elementos de convicción 
acumulados en las diligencias preliminares es necesario que el imputado haya 
rendido su declaración. El legislador debió precisar que dichos elementos de 
convicción pueden ser acumulados en la investigación preliminar y parte de la 
investigación preparatoria o de la instrucción (en caso de estar en lugares donde 
todavía se tiene vigente el Código de Procedimientos Penales), dado que el 
proceso inmediato puede ser incoado por el fiscal hasta 30 días después de 
formalizada la investigación preparatoria o iniciado el proceso. 
El presupuesto refiere que debe darse una suma de elementos de convicción y 
se requiere una pluralidad de elementos de cargo, pero además que deban ser 
válidamente obtenidos (con respeto al debido proceso y los derechos 
fundamentales) y "evidentes". En este último punto, consideramos que todo 
elemento de convicción constituye una "evidencia", es decir, permite mostrar un 
suceso98 o parte de él. Sin embargo, la Corte Suprema de Justicia, en el Acuerdo 
Plenario 2-2016/CIJ-l 16, sostiene que un delito evidente es "aquel cierto, claro, 
patente y acreditado sin menor duda" (FJ. 8-C). 
                                                          
98 "La primera, se define como la admisión que hace el procesado de haber participado en la comisión del 
hecho que se investiga, sin la manifestación de haber obrado en circunstancias de justificación o 
inculpabilidad, o cualquier otra que modifique el grado de participación, o específicamente atenúe la 
penalidad. (...) En lo que respecta a la confesión calificada parte del presupuesto que el sujeto admite el 
hecho, pero a su vez aduce que obró conforme a causales de justificación o de inculpación, o cuando es-
grime cualquier circunstancia que pueda modificar su participación o acarrear la atenuación de la pena." 
(SUAREZ HERNÁNDEZ, Daniel. "Régimen probatorio en el nuevo Código de Procedimiento Penal." En 




Creemos que el término más apropiado sería "suficientes", en tanto que 
valorados todos ellos permitan establecer la certeza sobre la comisión del delito 
y la responsabilidad. Refiriéndose al proceso abreviado en la reforma procesal 
penal chilena Falcone Salas sostiene que: "la evaluación del mérito de los 
antecedentes sea traslada del momento del fallo al momento de la declaración 
de procedencia del proceso abreviado, la duda razonable no opera como motivo 
de absolución, sino como causa de rechazo del procedimiento abreviado."99 
Finalmente, cualquiera que fueran los supuestos previstos para la procedencia 
del proceso inmediato, del texto del artículo 446°. 1 del Código Procesal Penal 
de 2004 se establece que "el Fiscal debe solicitar la incoación del proceso 
inmediato bajo responsabilidad...". Una interpretación literal de este enunciado 
normativo nos conduciría a considerar obligatorio por parte del fiscal la solicitud 
de proceso inmediato con la mera verificación de los presupuestos desa-
rrollados. Sin embargo, desde nuestro punto de vista, el fiscal debe analizar si 
es el camino más conveniente, considerando la posibilidad de otras salidas como 
el principio de oportunidad, acuerdos reparatorios, terminaciones anticipadas, o 
las limitaciones o dificultades probatorias que debe enfrentar casi de inmediato 
al tener que formular su acusación y acudir, seguidamente, al juzgamiento. 
Parece que nuestro legislador quiso seguir el modelo implementado en España. 
Al respecto, Natarén sostiene que "la finalidad de la reforma ha sido diseñar un 
procedimiento en el cual la incidencia en el grado de voluntad de los agentes 
jurídicos sea mínimo, esto es, en buena medida, la sustanciación de los juicios 
rápidos sea obligatoria y no facultativa, de modo que si se dan ciertas 
condiciones, lo "ordinario" es que todos queden obligados a pasar a un juicio 
rápido, a pesar de que supone un grado de esfuerzo algo superior al ordinario y 
sobre todo, una forma distinta de hacer las cosas".100 
                                                          
99 FALCONE SALAS, Diego. "La absolución en el procedimiento abreviado". En Revista de Derecho de 
la Universidad Católica de Valparaíso. Chile, 2005, XXVI, Semestre I, p. 375. 
100 NATAREN, Carlos F. La aceleración del proceso en el ordenamiento español: La reforma del proceso 
penal (Ley Orgánica 8/2002j Ley 38/2002, del 24 de octubre). En Cuestiones Constitucionales, México. 




A pesar de la voluntad legislativa, no será posible imponer al director y titular de 
la acción penal el camino de un proceso inmediato. En primer lugar, porque prima 
sobre aquella voluntad la del constituyente y, en segundo lugar, por razones 
prácticas será el primero en evaluar la conveniencia o no de seguir este camino 
en función de la eficacia punitiva. Al respecto, la Corte Suprema de Justicia 
peruana se ha pronunciado en el Acuerdo Plenario 2-2016 así: "De otro lado, el 
apartado uno, del artículo 446 del NCPP, establece la obligatoriedad por parte 
del Ministerio Público de la interposición de la solicitud de incoación del proceso 
inmediato, claro está -así debe entenderse101 cuando se presentan los 
presupuestos materiales de evidencia delictiva y de no complejidad." Y añade 
que: "No debe variar el análisis la expresión "bajo responsabilidad", que preside 
el artículo 446.1 del NCPP, pues en modo alguno altera el sentido de la norma 
procesal." (FJ. 16). 
En relación con este acuerdo plenario, es interesante resaltar el voto de los 
magistrados supremos Rodríguez Tineo, Salas Arenas e Hinostroza Pariachi, en 
el sentido de considerar "inconstitucional obligar al Ministerio Público que bajo 
amenaza de sanción disciplinaria requiera el inicio del proceso inmediato, al opo-
nerse tal coacción a la autonomía del Fiscal, expresada en su independencia de 
criterio (...)". Cabe recordar que el Tribunal Constitucional se pronunció sobre 
este punto: "De acuerdo con el principio de interpretación conforme a la 
Constituáón, el artículo 5o de la Ley Orgánica del Ministerio Público, a criterio del 
Tribunal Constitucional, establece dos principios de relación en cuanto al 
ejercicio de las facultades reconocidas a los Fiscales: en primer lugar, un 
principio de autonomía; y, en segundo lugar, un principio de jerarquía. En cuanto 
al primero es del caso precisar que si bien es cierto que se reconoce a los 
Fiscales el ejercicio independiente de sus funciones de acuerdo con sus propios 
criterios y en la forma que consideren más ajustada a los fines constitucionales 
y legales que persigue el Ministerio Público, también lo es que el específico 
mandato del artículo 159.° de la Constitución debe ser realizado de conformidad 
                                                          




con criterios objetivos y razonables, y por tanto, exentos de un ejercicio funcional 
arbitrario." Consideramos que ninguna disposición puede ser leída en forma 
literal y aislada, puesto que forma parte el artículo 446.1 de un cuerpo o sistema 
normativo como el Código Procesal Penal y presidida por principio y garantías 
que derivan de la Constitución. Además, en el nuevo sistema procesal, el fiscal, 
como director de la investigación, debe adoptar decisiones estratégicas102, esto 
es, debe preguntarse cuál es el mejor camino para llevar con éxito el caso, to-
mando en cuenta las ventajas y limitaciones que impone la realidad. De lo 
contrario, solo será una mesa de partes o simple puente de mero trámite o lo 
que es peor: una decisión equivocada puede ocasionar impunidad.103 
6. CONSECUENCIAS DE LA FLAGRANCIA 
La flagrancia en el sistema jurídico nacional genera algunas consecuencias: 
a)   En relación con el imputado. Va a ser detenido por la autoridad policial y 
también podría dar mérito a un arresto ciudadano. De acuerdo con el artículo 
2o, inciso 24, parágrafo "f” de la Constitución cuando la policía se encuentre 
frente a un caso en flagrancia delictiva, puede proceder a la detención del 
involucrado hasta por 24 horas, si es un delito común, y hasta por 15 días si 
es un delito exceptuado (tráfico ilícito de drogas, terrorismo o espionaje), y a 
ambos plazos se puede sumar el término de la distancia. Por otro lado, de 
acuerdo al artículo 260° del Código Procesal Penal de 2004 en vigencia en 
todo el Perú desde junio de 2009 mediante la Ley N° 29372 cualquier 
ciudadano puede proceder a aprehender a aquella persona que se encuentre 
                                                          
102 Con la vigencia del Código Procesal Penal de 2004, el Ministerio Público puede tomar decisiones sobre 
el caso, dada su condición de director de la investigación. Dichas defecciones deben responder a su teoría 
del caso y considerando las alternativas que le brinda la norma procesal 
103 Si de llevar adelante una solicitud de proceso inmediato de flagrancia, después de la audiencia tendrá 24 
horas para formular acusación, por lo que, si no tiene los medios de prueba suficientes para sostener su 
acusación, es posible que sometida a control por las partes pueda determinarse el sobreseimiento o llevado 




en flagrancia delictiva y conducirla de inmediato a la autoridad policial más 
cercada, en lo que implique el término de la distancia. 
 
En virtud de lo señalado, un proceso inmediato de flagrancia podría partir 
con una detención policial o con un arresto ciudadano. En este último caso, 
encontraríamos serios inconvenientes debido a la ausencia de garantías y la 
pérdida de evidencias por la intervención de ciudadanos que poco o nada 
conocen del recojo y conservación de los efectos o instrumentos del delito. 
En Chile también existe esta posibilidad, pero se encuentra bastante 
restringida, dado que se autoriza a una detención preventiva espontánea por 
particulares en lugares públicos o abiertos, pero no en el domicilio, salvo que 
el titular del mismo lo autorice. Esta detención por particulares debe durar lo 
menos posible, debe durar lo estrictamente necesario para inmovilizarlo 
hasta que llegue la policía o ponerlo a disposición de la autoridad.104 Se 
entiende que la detención por particulares conocido en el Perú como arresto 
ciudadano debe ser considerada como una figura residual, esto es, aplicable 
solo si no es posible la intervención de la autoridad. 
En este último supuesto, por más que el sujeto se encuentre en flagrancia el 
camino no siempre sería la vía del proceso inmediato previsto para ese su-
puesto, sino que podría sustentarse luego (una vez avanzadas las 
diligencias preliminares o luego de formalizada la investigación preparatoria) 
por confesión o evidencia probatoria. 
 b)  En relación con los elementos de convicción. Aquí se puede dar lugar a 
medidas urgentes de búsqueda de evidencias incluso con restricción de de-
rechos fundamentales, como realizar registros personales, registros 
domiciliarios, exámenes médicos u otros exámenes corporales. El inciso 9) del 
artículo 2° de la Constitución permite de modo excepcional el ingreso y registro 
                                                          
104 NOGUEIRA ALCALÁ, Humberto. "La libertad personal y las dos caras de Jano en el ordenamiento 




del domicilio en casos de flagrancia delictiva105. De igual forma, el artículo 218°.2 
del Código Procesal Penal del 2004 autoriza la incautación de bienes en casos 
de flagrancia para luego someter la medida a la confirmación judicial. 
La realización de diligencias urgentes o sumariales corresponde justamente 
porque este tipo de procedimiento está sujeto a plazos perentorios y la necesidad 
de tener éxito en su incoación y posterior juzgamiento. Es fundamental que se 
efectúen diligencias urgentes, como el recabar de inmediato los antecedentes 
del imputado, el examen médico de los involucrados (víctima y agresor), la 
valorización de los bienes sustraídos, la declaración de los involucrados 
incluyendo a testigos, si es posible registrar a través de medios técnicos, la 
escena, los objetos incautados, las lesiones causadas, etc. 
 
Por lo expuesto, se explica el que se haga referencia cuando se trata de la 
flagrancia de la urgencia en la intervención, y con ello se explica el que no 
requiera mandamiento o autorización judicial previa. Sin embargo, corresponde 
preguntarse si las diligencias que se realizaron con restricción o afectación de 
los derechos fundamentales en casos de flagrancia ¿no requerirían la posterior 
confirmación judicial? De ser así, ¿en qué momento se realizaría la confirmatoria 
en un juicio rápido? 
El artículo 203 del Código Procesal Penal de 2004 establece que en los 
supuestos de urgencia o peligro por la demora cuando se realicen diligencias 
para la búsqueda de elementos de convicción con restricción de derechos 
fundamentales, corresponde al fiscal solicitar inmediatamente la confirmación 
judicial. Dicha confirmación se realizará en audiencia y previo traslado a la parte 
                                                          
105 "(...) resulta legítimo el ingreso de efectivos de la Policía Nacional en el domicilio de una persona sin su 
previa autorización siempre que se tenga conocimiento fundado, directo e inmediato, que deje constancia 
evidente de la realización de un hecho punible, el gravísimo peligro de su perpetración o en caso de la 
persecución continuada del infractor que se refugia en él. Ello implica que el objetivo de tal intromisión 
domiciliaria no es otro que la urgente intervención a efectos de detener al infractor, evitar que se cometa el 
hecho punible y, accesoriamente, efectuar las investigaciones y/o los registros con ocasión del delito en 




contraria.106 En cuanto a la segunda interrogante, creemos que la confirmación 
judicial debería realizarse antes de proceder a debatir sobre la procedencia o no 
del proceso de flagrancia, una vez instalada la audiencia y acreditadas las 
partes.  
c)    En relación con la pena. En nuestro sistema jurídico, si el imputado fue 
detenido en flagrante delito, no será posible que reciba el beneficio de reducción 
de la pena por confesión sincera. Así se establece expresamente en el artículo 
161° del Código Procesal Penal de 2004, y de ese modo se viene aplicando en 
la jurisprudencia. La disminución de un tercio por debajo del mínimo legal 
prevista en la norma citada constituye una bonificación o premio de carácter 
procesal, por la contribución para el esclarecimiento de los hechos, lo que es 
injustificable fue intervenido en flagrancia.107 
7. DELITOS EN LOS QUE ES POSIBLE SU APLICACIÓN 
Si bien la norma es numerus apertusen cuanto a los delitos que podrían estar 
comprendidos en este tipo de proceso, y solo se hace una referencia especial a 
los delitos de conducción en estado de ebriedad e intoxicación y a la omisión a 
la asistencia familiar, por el especial énfasis que quiere otorgarle el legislador 
para su tramitación en esta vía, consideramos que existen tres condiciones de 
procedencia que son implícitas sobre el aspecto  sustantivo que a continuación 
procedemos a desarrollar: 
a) Simplicidad en la configuración típica de los delitos 
A partir de sus elementos configurativos o estructura de la conducta típica, 
los delitos se pueden clasificar en simples y complejos. Los primeros son los 
                                                          
106 Por ejemplo, la incautación requiere antes o después de su realización la intervención judicial. La 
confirmación judicial debe solicitarse de inmediato y constituye una parte de la incautación como actividad 
compleja, para dotarla de estabilidad instrumental (Acuerdo Plenario N° 5-2010/CIJ-116,FJ. 13). lo que es 
injustificable si el sujeto fue intervenido en flagrancia. 
 




que requieren para su configuración la realización de una conducta o el dejar 
de cumplir una obligación, que al tratarse de enunciados lingüísticos tiene como 
indicador la existencia de un sólo verbo que funciona como rector. 
 
Por ejemplo, las lesiones o el homicidio constituyen delitos simples, en tanto se 
configuran con la realización de la conducta: dañar la integridad física o psíquica 
o extinguir la vida humana. 
Los segundos son aquellos que para su configuración tienen especiales 
exigencias típicas de naturaleza objetiva o subjetiva, pero además más de un 
verbo, y se debe identificar el que es rector; o suele ir acompañado de ciertas 
circunstancias especiales de agravación o atenuación. Un ejemplo sería el robo 
agravado, que requiere, además la sustracción del bien y su apodera-miento, la 
presencia de los medios comisivos, violencia o amenaza, y además de la 
circunstancia agravante, que podría ser un inmueble habitado o con el concurso 
de dos o más sujetos o integrando una organización criminal. 
En el proceso acelerado alemán se considera, en especial, que la causa 
es adecuada para ser enjuiciada inmediatamente, en virtud de que el estado de 
cosas es sencillo o por la clara situación probatoria.108 En el primer supuesto, 
este presupuesto, de simplicidad se ubica en la configuración típica que tendrá 
inmediato efecto en la carga de la prueba: en el caso de lesiones, por ejemplo, 
bastará establecer que la acción provocó el daño, y el daño a la salud con el 
reconocimiento médico legal que dé cuenta del tipo de lesiones, el instrumento 
utilizado y el tiempo de recuperación o incapacidad para trabajar que provoca la 
lesión. 
b) Elementos de convicción de fácil obtención 
                                                          
108 ROXIN, C. (2003). Derecho procesal penal (2da reimpresión de la 1ra ed.). Córdoba, & D. R. Pastor, 




Para seguir el camino de un proceso inmediato necesariamente se debe 
evaluar si se tendrán o no los elementos de convicción suficientes que puedan 
justificar de modo razonable109 una acusación110 en algunas horas de 
declarado procedente111, y con ello hacer frente también al juzgamiento80. 
 
Cuando nos referimos a elementos de convicción de fácil obtención, queremos 
decir, que no se requieran análisis o actuaciones que exigen ciertas 
condiciones especiales o un tiempo mayor. Por ejemplo: un examen cualitativo 
de alcoholemia o aire aspirado dura minutos, y un examen cuantitativo de 
alcoholemia puede implicar algunas horas. 
Sin embargo, en un país donde los recursos son limitados, lo fácil puede 
convertirse en complicado. En ese sentido, no todos los distritos judiciales del 
                                                          
109 "Para satisfacer el artículo 8.2.b convencional el Estado debe informar al interesado no solamente de la 
causa de la acusación, esto es, las acciones u omisiones que se le imputan, sino también las razones que 
llevan al Estado a formular la imputación, los fundamentos probatorios de ésta y la caracterización legal 
que se da a esos hechos. Toda esta información debe ser expresa, clara, integral y suficientemente detallada 
para permitir al acusado que ejerza plenamente su derecho a la defensa y muestre al juez su versión de los 
hechos. La Corte ha considerado que la puntual observancia del artículo 8.2.b es esencial para el ejercicio 
efectivo del derecho a la defensa."(de subrayado es nuestro). (Caso Barreto Leyva vs. Venezuela. Sentencia 
de la Corte IDH, FJ. 28).  
 
110 78   Artículo 349° del Código Procesal Penal de 2004: "1. La acusación fiscal será debidamente 
motivada, y contendrá: a) Los datos que sirvan para identificar al imputado; b) La relación clara y precisa 
del hecho que se atribuye al imputado, con sus circunstancias precedentes, concomitantes y posteriores. En 
caso de contener varios hechos independientes, la separación y el detalle de cada uno de ellos; c) Los 
elementos de convicción que fundamenten el requerimiento acusatorio; d) La participación que se atribuya 
al imputado; e) La relación de las circunstancias modificatorias de la responsabilidad penal que concurran; 
f) El artículo de la Ley penal que tipifique el hecho, así como la cuantía de la pena que se solicite; g) El 
monto de la reparación civil, los bienes embargados o incautados al acusado, o tercero civil, que garantizan 
su pago y la persona a quien corresponda percibirlo; y, h) Los medios de prueba que ofrezca para su 
actuación en la audiencia. En este caso presentará la lista de testigos y peritos, con indicación del nombre 
y domicilio, y de los puntos sobre los que habrán de recaer sus declaraciones o exposiciones. Asimismo, 
hará una reseña de los demás medios de prueba que Ofrezca. (...)" (d subrayado es nuestro). 
 
111 Artículo 447° (modificado por el Decreto Legislativo N° 1194) del Código Procesal Penal de 2004: 
"(•••) 6. Pronunciada la decisión que dispone la incoación del proceso inmediato, el Fiscal procede a 
formular acusación dentro del plazo de veinticuatro (24) horas, bajo responsabilidad. Recibido el 
requerimiento fiscal, el Juez de la Investigación Preparatoria, en el día, lo remite al Juez Penal competente, 
para que dicte acumulativamente el auto de enjuiciamiento y de citación a juicio, con arreglo a lo dispuesto 




Perú cuentan con laboratorios de investigación criminal mínimamente dotados 
o están paralizados o no tienen un uso adecuado, así como las limitaciones 
para comunicar resultados o para emitir informes. 
c) Limitación en cuanto al máximo de la pena 
No puede considerarse cualquier delito en un proceso inmediato, aun 
cuando se produzca flagrancia, dado que según su complejidad y dificultades 
probatorias, puede requerir un proceso amplio, que ofrezca más espacio de 
investigación y debate. Además, no cabría considerar la posibilidad de un 
proceso inmediato para delitos graves, esto es, que tiene posibilidades de 
cumplir pena privativa de libertad efectiva (delitos con penas superiores a cuatro 
años de privación de la libertad),  Sin embargo, tampoco sería aceptable sólo la 
inclusión de delitos que tengan la posibilidad de ser considerados   con penas 
suspendidas u otras alternativas (reserva del  fallo o exención de la pena), razón 
por la cual se debe buscar un punto medio. En España, en el denominado "juicio 
rápido" consideran como límite el que el delito no tenga una pena que supere lo 
cinco años de privación de la libertad, o cualquiera de otras penas, sean únicas, 
conjuntas o alternativas, cuya duración no exceda de diez años, o de multa, 
cualquiera que fuera su cuantía.112 
 
Como señala Hernández, "en cuanto a procedimientos reductores de la 
fase de investigación y de preparación del juicio debe valorarse detenidamente 
el coste en garantías, lo que debería obligar a limitar su ámbito de aplicación a 
supuestos cuya valoración normativa del hecho no sea compleja o no reclame 
una exhaustiva actividad probatoria plenaria, y además, constituyan delitos 
                                                          
112 "Artículo 448° (modificado por el Decreto Legislativo N° 1194) del Código Procesal Penal de 2004: 
"(...) 1. Recibido el auto que incoa el proceso inmediato, el juez penal competente realiza la audiencia única 
de juicio inmediato en el día. En todo caso, su realización no debe exceder las setenta y dos (72) horas 
desde la recepción, bajo responsabilidad funcional. (...) "(el subrayado es nuestro) 
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menos graves con límites punitivos bajos que puedan favorecer la suspensión 
de la ejecución de las penas, que en su caso, se impongan."113 
El que no se trate de un delito grave va ser una condición implícita a 
considerar en los procesos inmediatos de flagrancia, condición que guarda 
relación con el principio de proporcionalidad114; puesto que los delitos graves que 
ameritan una sanción mayor y prolongada requieren recorrer un proceso en el 
que no solo se ofrezcan todas las garantías, sino que en la misma dimensión de 
su complejidad y gravedad se tenga la oportunidad de buscar los elementos de 
convicción de descargo o atenuación de la responsabilidad. Cabe recordar que 
el plazo razonable de una investigación o de un proceso también puede ser 
afectado por defecto (por ser el plazo demasiado corto).115 
En el Decreto Legislativo N° 1194 que regula estos procesos de flagrancia, 
se quiso establecer un mayor énfasis o poner un punto aparte a los delitos de 
conducción en estado de ebriedad116 y omisión a la asistencia familiar117, en los 
                                                          
113 HERNÁNDEZ GARCÍA, Javier. "Rapidez y reforma del proceso penal." En: Jueces para la democracia, 
2002, p. 29. 
114 La Corte Suprema de Justicia del Perú en el Acuerdo Plenario 2-2016 señala lo siguiente: "A mayor 
gravedad del hecho, más intensa será la necesidad de circunscribir la admisión y procedencia del proceso 
inmediato. Sus presupuestos y requisitos se analizan con mayor rigor, para justificar en clave de 
proporcionalidad, la exclusión del proceso común. La idoneidad y estricta proporcionalidad del proceso 
inmediato, que asegura una respuesta rápida al delito, pero con la flexibilización de las garantías de defensa 
procesal o tutela jurisdiccional, siempre debe estar en función a delitos que no sean especialmente graves." 
(FJ. 10).  
115 "Sobre el particular, el Tribunal Constitucional considera que, habiéndose declarado la 
inconstitucionalidad del delito de traición a la patria regulado por el Decreto Ley N°. 25659, y tratándose  
el artículo  1odel Decreto Ley N°25708 de una norma cuya finalidad fue establecer un procedimiento 
conforme al cual se debió juzgar aquel delito, por extensión éste también es inconstitucional, en la medida 
que, además, prevé un plazo extremadamente breve para la realización del procedimiento investigatorio, 
vulnerando así el contenido constitucionalmente protegido del derecho a ser oído con las debidas garantías 
"dentro de un plazo razonable", reconocido en el artículo 8o, numeral 1), de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos." (STC. N° 00010-2002-PI/TC, FJ. 165) 
 
116 Cuando en abril de 2014 se puso en funcionamiento el Juzgado de Tránsito y Seguridad Vial de Lima 
Norte se dio cuenta que de 101 denuncias que habían ingresado, 67 correspondían a conducción en estado 
de ebriedad. (La Ley, 28 de abril de 2014). 
117 Para el año 2013, el Ministerio de Justicia dio cuenta de la alta incidencia del delito de omisión a la 
asistencia familiar que representaba el 15% de la carga procesal de los 
Juzgados Penales (Boletín de la Secretaría Técnica de Implementación del Código Procesal Penal, agosto 
de 2013, p. 3). 
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que diera la impresión que todos estos hechos, sin excepción, deben tramitarse 
mediante el proceso inmediato de flagrancia. Sin embargo, creemos que el 
énfasis del legislador estuvo dado sólo por su incidencia y la cantidad que 
representan en la carga procesal: en estos casos también es necesario que 
concurran los presupuestos de "evidencia probatoria" y urgencia de resolución, 
dependiendo de si el caso tiene o no detenido. Por ejemplo: se puede estar ante 
un delito de omisión a la asistencia familiar, pero el imputado se encuentra fuera 
del país y no se ha podido determinar cuál es su lugar de residencia. En esas 
condiciones, aun cuando la comisión del delito es actual, no se podrá seguir la 
vía del proceso inmediato de flagrancia. 
Los delitos taxativamente mencionados en el Decreto Legislativo N° 1194 
suponen una situación de flagrancia propiamente dicha. En el caso de la 
conducción en estado de ebriedad, se tiene que encontrar al sujeto activo en la 
conducción de un vehículo bajo los efectos del alcohol o las drogas, es decir, 
que se encuentre dentro de un vehículo motorizado en dichas condiciones. Sin 
embargo, si el vehículo está estacionado, no permitirá la configuración de este 
tipo penal. 
Por otro lado, en el delito de omisión a la asistencia familiar frente al 
mandato judicial de pago con el apercibimiento de ser denunciado, el sujeto 
activo no cumple con su obligación, y dicha conducta también perdura en el 
tiempo. Entonces, se trata de delitos permanentes, por lo tanto, el momento 
consumativo que es relevante para el delito en flagrancia, también perdurara 
en el tiempo. 
Pero creemos que el proceso inmediato de flagrancia, no es la única vía. 
Por ejemplo, si no se puede tener en un caso de conducción en estado de 
ebriedad el examen cuantitativo del alcohol dentro del plazo para requerir un 
proceso de flagrancia, o si se trata del delito de omisión a la asistencia familiar, 
en el que no se tenga ninguna noticia sobre la ubicación del omiso a las obli-
gaciones de asistencia, se podría seguir el camino de un proceso inmediato 




sobre la base de suficientes elementos de convicción, y el último caso, un 
proceso común. 
8. TRÁMITE DEL PROCESO INMEDIATO 
 
Este proceso varía relativamente dependiendo de si se trata de un proceso 
inmediato de flagrancia o uno que es inmediato en sentido estricto, como se 
gráfica a continuación: 


















Para el mejor tratamiento de este proceso se requería un protocolo de 
actuación118, que no es otra cosa que un conjunto de reglas o instrucciones para 
guiar la actuación de los operadores del sistema de justicia. Para la elaboración 
del protocolo se debían tomar en cuenta las acciones concretas, técnicas y 
secuencias, pero de ningún modo puede ser una reproducción de la norma o 
menos pretender a través de este instrumento que ofrece una metodología de 
trabajo, modificar una norma con rango de ley. 
 
A continuación, se desarrollan las etapas principales del proceso inmediato: 
- Investigación preliminar 
La investigación preliminar comienza con el conocimiento de la noticia criminal 
que se presenta inmediatamente después de cometido el delito o hasta en 24 
horas después, cuando se trata de flagrancia "extendida". El fiscal solo tiene el 
término del plazo de detención para poder realizar las actuaciones preliminares, 
esto es, 24 horas en delitos comunes o hasta 15 días en los delitos de tráfico 
ilícito de drogas, terrorismo y espionaje, más el término de la distancia119. 
 
El fiscal debe tomar en este momento algunas decisiones, que consideramos 
que podrían esquematizarse de la siguiente manera: 
1. No tiene un caso de relevancia penal si estamos ante un hecho que no 
                                                          
118 El 11 de mayo de 2016 se publicó en el diario Oficial El Peruano el denominado Protocolo de Actuación 
Interinstitucional para el Proceso Inmediato en los casos de Flagrancia y otros supuestos, regulado por el 
Decreto Legislativo N° 1194. Dicho protocolo fue aprobado mediante el Decreto Supremo N° 003-2016-
JUS. 
 
119 Es importante observar que alcanza la obligación de observar antes que el plazo máximo el plazo 
estrictamente necesario, es decir, el plazo que se requiere para el caso, y que puede ser menor del previsto 
por la norma constitucional (artículo 2o, inciso 24, literal f). Al respecto, el Tribunal Constitucional señaló: 
"(...) el plazo establecido actúa solamente como un plazo máximo y de carácter absoluto, pero no impide 
que puedan calificarse como arbitrarias aquellas privaciones de la libertad que, aún sin rebasar dicho plazo, 
sobrepasan el plazo estrictamente necesario o límite máximo para realizar determinadas actúa ciones o 
diligencias." (STC. N° 06423-2007-PHC8).  
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tiene su contrapartida en un tipo penal o no reúne las condiciones para 
ser perseguido. Sin embargo, en este último supuesto, de tratarse de un 
proceso inmediato de flagrancia, no va implicar mayor problema la 
prescripción de la acción penal o la individualización del agente. 
 
Un aspecto problemático de este primer supuesto es la intervención de una 
persona dentro del marco de un caso de flagrancia delictiva en que no sea un 
hecho típico o constituya otro tipo de infracción, V.gr.: Un sujeto le rompe el 
uniforme a la autoridad policial y es detenido en flagrancia considerando que el 
hecho configura el tipo penal de violencia o intimación a la autoridad policial 
consagrado en el artículo 367.3 del Código Penal120. Sin embargo, al no haber 
ninguna agresión física o amenaza, solo configuraría una falta contra la autoridad 
prevista en el artículo 452°.3 del Código Penal121.  
 
Fue justamente este uno de los delitos que causó polémica en torno a su 
desarrollo en esta vía del proceso inmediato y las penas que se impusieron, toda 
vez que el problema residió en muchos casos en la   calificación.   En   el  Acuerdo  
Plenario   1-2016/CIJ-116, la Corte Suprema de Justicia ha establecido que: " el 
espacio de aplicación del delito de violencia o resistencia contra la autoridad 
policial, así como la agravante para tales casos contempla el artículo 367° del 
Código Penal, debe operar de manera residual o subsidiaria a la eficacia de otros 
delitos que involucran forma de daños ocasionados dolosamente por terceros, 
                                                          
120  "Artículo 367: "En los casos de los artículos 365 y 366, la pena privativa de libertad será no menor de 
cuatro ni mayor de ocho años cuando: 1. El hecho se realiza por dos o más personas. 2. El autor es 
funcionario o servidor público. La pena privativa de libertad será no menor de ocho ni mayor de doce años 
cuando: 1. El hecho se comete a mano armada. 2. El autor causa una lesión grave que haya podido prever. 
3. El hecho se realiza en contra de un miembro de la Policía Nacional o de las Fuerzas Armadas, magistrado 
del Poder Judicial o del Ministerio Público, miembro del Tribunal Constitucional o autoridad elegida por 
mandato popular, en el ejercicio de sus funciones. (...)"  
121 Artículo 452.- "Será reprimido con prestación de servicio comunitario de veinte a cuarenta jornadas o 
con sesenta a noventa días-multa: (...) 3. El que, de palabra, falta el respeto y consideración debidos a una 
autoridad sin ofenderla gravemente o el que desobedezca las órdenes que lidíete, siempre que no revista 




contra la vida, la salud o la libertad de los efectivos policiales cuando estos 
actúan en ejercicio de sus funciones o como consecuencia de represalias por la 
realización legítima de las mismas. "(FJ. 19): 
En este caso correspondería discutir en la audiencia de procedencia del proceso 
inmediato la existencia de un delito "flagrante" aunque más bien se trataría de 
una falta "flagrante", que es competencia de un juez de paz letrado. De no 
prosperar el argumento en dicha audiencia, únicamente nos quedaría la 
oportunidad de plantear una excepción de improcedencia de acción en la 
audiencia única de juicio. 
2. Ante un caso de relevancia penal, el fiscal tiene las siguientes facultades: 
 
Decidir su sometimiento al principio de oportunidad o acuerdo preparatorio que 
puede inclusive ser promovido en la dependencia policial.122 Esta sería una 
decisión temprana que evitará la judicialización del asunto y una satisfacción 
inmediata a los afectados. 
Si bien es cierto que el Decreto Legislativo N° 1194 hace mención a la aplicación 
de criterios de oportunidad en la audiencia de procedencia de proceso inmediato, 
consideramos que no existe ninguna razón para no intentar la promoción del 
principio de oportunidad y de los acuerdos repáratenos en sede policial o 
preliminar. Si tiene un caso que requiera mayor tiempo para conseguir los 
elementos suficientes de convicción entendiéndose como suficientes los que 
sean necesarios para determinar la configuración del delito y la atribución de 
responsabilidad, disponer las diligencias preliminares, observando la 
imposibilidad de seguir el camino de un proceso de flagrancia. Consideramos 
                                                          
122  Artículo 2.4 del Código Procesal Penal de 2004. "(...) 4. Realizada la diligencia prevista en el párrafo 
anterior y satisfecha la reparación civil, el Fiscal expedirá una Disposición de Abstención. Esta disposición 
impide, bajo sanción de nulidad, que otro Fiscal pueda promover u ordenar que se promueva acción penal 
por una denuncia que contenga los mismos hechos. De existir un plazo para el pago de la reparación civil, 
se suspenderán los efectos de dicha decisión hasta su efectivo cumplimiento. De no producirse el pago, se 





que la incoación del proceso inmediato solo será obligatoria si están dadas las 
condiciones para su prosecución, de lo contrario el fiscal, como director de la 
investigación y titular de la acción penal, debe tomar la decisión más 
conveniente. -   
Al enfrentar el fiscal la realidad de su caso, puede que tenga una excelente 
historia que encaja en un tipo penal, pero que no tiene respaldo en elementos de 
convicción. Ante esta situación, tendrá que tomar la decisión sobre qué camino 
seguir o que calificación sostener objetivamente ante la judicatura. 
- De evaluar que el caso es de simple configuración y de fácil satisfacción de los 
elementos de convicción de cargo, debe disponer la actuación inmediata de las 
diligencias requeridas para sustentar la incoación de un proceso inmediato de 
flagrancia, con el cuidado de orientar a la policía en el cumplimiento de 
formalidades y garantías para la actuación de las diligencias123, así como de que 
estas no lleven demasiado tiempo. 
 
La evaluación que realice el fiscal de las alternativas presentadas debe ser 
guiada por el principio de objetividad, esto es, libre de apasionamientos y de 
acuerdo con las exigencias que establecen la Constitución y la Ley. 
Requerimiento fiscal para realización de proceso inmediato 
La promoción de la acción penal está a cargo del Ministerio Público cuando se 
trata de delitos de persecución pública, por ello, le corresponde motivar la 
apertura de un proceso penal, sea este ordinario o especial. De este modo, se 
contempla que el proceso inmediato se inicia cuando sea requerido por el Mi-
nisterio Público, ente que debe evaluar las condiciones para su incoación. 
                                                          
123 Es necesario considerar que los elementos de convicción serán ofrecidos y actuados con las reglas 
normales de un proceso penal, por lo que será necesario cuidar que no se pierdan por razones que sustentan 
su exclusión (haber afectado derechos fundamentales o garantías del debido procedimiento) o no permitan 
establecer certeza sobre la responsabilidad o existencia del delito por la ruptura o irregularidades en la 




Como ya se explicó en líneas anteriores, si bien la norma indica que el fiscal 
"debe" incoar este proceso, la interpretación que debe otorgarse debe ser 
conforme a la Constitución, que reconoce autonomía al Ministerio Público, y no 
debe ser literal, sino más bien sistemática y funcional124. De lo contrario, 
tendremos una actuación autómata y lejos de lograr los fines planteados por la 
norma se podría generar impunidad. 
Si bien es cierto que el proceso inmediato es considerado también en los lugares 
donde todavía subsiste el Código de Procedimientos Penales, y en estos el juez 
tiene mayores facultades, de ninguna manera puede sustituir al titular de la 
acción penal, por lo que no corresponde una determinación oficiosa del proceso 
inmediato: excedería los límites que impone el principio acusatorio y la 
imparcialidad judicial.125 
 
El Decreto Legislativo N° 1194 establece que una vez que el detenido es puesto 
a disposición de la fiscalía, dentro del plazo estrictamente necesario (sin 
sobrepasar los límites constitucionalmente) debe requerir o incoar el proceso 
inmediato de flagrancia, si se trata de los otros supuestos establecidos en el ar-
tículo 446°, esto es por confesión o por suficientes elementos de convicción, 
tiene la oportunidad de requerir el proceso inmediato antes de concluir las di-
ligencias preliminares (en casos sin detenido tiene una duración de 60 días 
calendarios) o dentro de los 30 días posteriores a la formalización de investiga-
ción preparatoria y en aquellos lugares donde todavía tiene vigencia el Código 
                                                          
124 No es la primera vez que el legislador acude a fórmulas como la indicada. Cabe recordar que en el año 
1998 el legislador estableció en los incisos a) y b) del artículo 7o del Decreto Legislativo N° 895 y al inciso 
e) del artículo Io e inciso a) del artículo 2o del Decreto Legislativo N° 897, que el imputado, en todo caso, 
tendría mandato de detención en su contra desde el inicio de la instrucción. En esa ocasión, el Tribunal 
Constitucional se pronunció de la siguiente manera: "Disponer en una norma procesal penal que el 
imputado, en todo caso es decir, sin sopesar las circunstancias de cada expediente— tendrá mandato de 
detención desde el inicio de la instrucción, contraría la presunción de inocencia y, por tanto, el debido 
procese i exigido  por la  Constitución."   (STC.  N°  0005-2001 PI/TC). 
125  "(...) c) que no puede atribuirse al Juzgador poderes de dirección material del proceso que cuestionen 




de Procedimientos Penales, dentro de los 30 días desde la apertura de ins-
trucción en la audiencia de presentación de cargos (Decreto Legislativo N° 
1206)126. 
El requerimiento del fiscal tiene dos grandes rubros a tomar en consideración: i. 
La imputación, y ii. Las condiciones de procedencia del proceso inmediato. 
Adicionalmente, deberá contener el pedido de prisión preventiva cuando 
concurran los presupuestos del artículo 268° del Código Procesal Penal de 2004 
puesto en vigencia por la Ley N° 30076 en todo el país.127 A continuación, 
desarrollamos el contenido del requerimiento del fiscal para llevar adelante un I 
proceso inmediato: 
 
a) En cuanto a la imputación. Se debe tomar en consideración que la 
imputación siempre contiene tres aspectos: 
 
Un aspecto fáctico o histórico, que implica una descripción clara, ordenada y 
completa de los hechos atribuidos, principalmente con la precisión de lo que el 
sujeto hizo o dejó de hacer para configurar el delito, y con mucho cuidado cuando 
se trata de una pluralidad de sujetos, pues todos ellos tendrían que haber sido 
hallados en flagrancia por el delito atribuido. 
Un aspecto jurídico o el juicio de tipicidad, que corresponde un adecuado 
juicio de subsunción, esto es, la debida calificación de la conducta en el tipo 
                                                          
126 Artículo 77°.6 del Código de Procedimientos Penales modificado por el Decreto Legislativo N° 1206: " 
(...) El Juez resolverá oralmente en la Audiencia la procedencia de la apertura de instrucción, para ello, 
realizará un control de legalidad de la imputación formulada y determinará si existen indicios suficientes o 
elementos de juicio reveladores de la existencia de un delito, que se haya individualizado al presunto autor 
o participe, que la acción penal no haya prescrito o no concurra otra causa de extinción de la acción penal 
127 Artículo 268° del Código Procesal Penal del 2004: "El juez, a solicitud del Ministerio Público, podrá 
dictar mandato de prisión preventiva, si atendiendo a los primeros recaudos sea posible determinar la 
concurrencia de los siguientes presupuestos: a) Que existen fundados y graves elementos de convicción 
para estimar razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como :uitor o partícipe del 
mismo, b) Que la sanción a imponerte sea superior a cuatro años de pena privativa de libertad; y c) Que el 
imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del caso particular, permita colegir razona-
blemente que tratará de eludir la acción de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la 




penal que corresponde y con la consideración del grado de desarrollo del delito 
y el grado de responsabilidad  
Aspecto probatorio o de confirmación, el que se exponen los elementos de 
convicción que se han actuado de modo inmediato y que permiten sostener la 
imputación.  
Los problemas que se pueden presentar en torno a este punto son: a) 
Imprecisión o vaguedad en los cargos o aspecto fáctico, b) error o imprecisión 
en la calificación jurídica, y c) Elementos de convicción escasos o irrelevantes 
que hagan irrita la imputación. Estos aspectos, que deberán ser tomados en 
consideración por la defensa en el momento de oponerse a la incoación del 
proceso inmediato, serán desarrollados más adelante. 
 
b) Las condiciones para la procedencia del proceso inmediato 
 
En su requerimiento, el fiscal debe observar que el caso se encuentre dentro de 
los supuestos que autorizan un proceso inmediato, esto es, flagrancia, confesión 
o evidencia probatoria, además de haber observado que no se encuentre dentro 
de alguna razón de improcedencia, como, por ejemplo, la existencia de 
complejidad. 
El requerimiento de proceso inmediato cumple con las mismas exigencias de la 
formalización de investigación preparatoria o de la presentación de cargos en los 
procesos que siguen con el Código de Procedimientos Penales. Por lo tanto, 
debe cumplir su j misma función en tanto determina el inicio del proceso y genera 
la suspensión de la prescripción de la acción penal en los términos del Código 
Procesal Penal de 200496. Esencialmente, empezamos una etapa en la que la 
decisión de concluir el proceso no solo se realizará con la intervención del fiscal, 
sino también con la del juez. 
—   Audiencia de procedencia del proceso inmediato 
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a) Condiciones para su realización 
- Dirección judicial. Como toda audiencia preliminar, es el juez de investigación 
preparatoria quien la conduce. Esto significa que el juez establece las pautas 
para su desarrollo correcto, cuidando que no se desvíe el objeto de debate y 
garantizando la participación de las partes en igualdad de condiciones, además 
de velar por el respeto del tiempo concedido para el uso de la palabra y se 
observe un debido comportamiento en esta actuación judicial. 
 
Unidad y concentración. Se trata de un solo acto en el que se desarrollan, 
debaten y deciden diversos aspectos, como la procedencia el proceso inmediato 
y la medida de coerción aplicable. Es posible que se considere la aplicación de 
principio de oportunidad, acuerdos reparatorios o la terminación anticipada del 
proceso. 
Inaplazable. El Decreto Legislativo N° 1194 establece128 expresamente este 
carácter impostergable129, lo que trae como consecuencia que se aplique el 
artículo 85° del Código Procesal Penal de 2004130, que prevé que la asistencia 
del abogado es obligatoria, y ante la ausencia del abogado particular, deberá ser 
asistido por el defensor público. 
Necesaria presencia del requirente y de la defensa. Considerando que en 
esta audiencia el debate es técnico, el fiscal requirente del proceso inmediato y 
la defensa técnica del imputado. De no tener el imputado la asistencia de un 
                                                          
128 Artículo 447°: "(...) 4. La Audiencia única de Incoación del proceso inmediato es de carácter inaplazable. 
Rige lo establecido en el artículo 85. El Juez, frente a un requerimiento fiscal de incoación del proceso 
inmediato, (...)" 1)8 "Artículo 85°: 1. Si el abogado defensor no concurre a la diligencia para la que es 
citado, y esta es de carácter inaplazable será reemplazado por otro que, en ese acto, designe el procesado, 
o por uno de oficio, llevándose adelante la diligencia. (...)" 
129  Artículo 447°: "(...) 4. La Audiencia única de Incoación del proceso inmediato es de carácter 
inaplazable. Rige lo establecido en el artículo 85. El Juez, frente a un requerimiento fiscal de incoación del 
proceso inmediato, (...)" 
130 "Artículo 85°: 1. Si el abogado defensor no concurre a la diligencia para la que es citado, y esta es de 
carácter inaplazable será reemplazado por otro que, en ese acto, designe el procesado, o por uno de oficio, 




abogado o no asistir el abogado del imputado, este deberá 
ser asistido por la defensa pública, quien debe tener la oportunidad de conocer 
el caso, aun concediéndole un breve término. Detrás de esta exigencia se 
encuentra la igualdad de armas y el principio de bilateralidad. 
b) Estructura 
Instalación de la audiencia. Es al juez de investigación preparatoria a quien le 
corresponde dar inicio a esta audiencia, para lo cual anunciará su objeto, 
precisando la fecha, hora y lugar de celebración. Este acto, que es meramente 
formal, tiene varios efectos, como el determinar el inicio de la audiencia y la 
reafirmación de la conducción judicial. 
Acreditación de las partes. Es el momento en el que las partes se presentan ante 
el juez. Se identifica al fiscal y a la defensa con sus nombres completos indicando 
su domicilio procesal, colegiatura y número de celular e, incluso, correo elec-
trónico (esto último es fundamental), para superar los problemas de notificación. 
- Plantear cuestiones previas. Esta es la oportunidad que se tiene para anunciar 
al juez alguna situación que podría afectar el desarrollo del proceso, tal como la 
falta de un requisito de procedibilidad, la afectación de derechos fundamentales 
durante las diligencias preliminares y buscar su corrección vía acción de 
tutela"131, la confirmación de diligencias preliminares que hubieran restringido 
derechos fundamentales, la posibilidad de plantear el principio de oportunidad o 
acuerdos reparatorios antes de que exista formalmente un proceso penal. 
- Exposición oral del fiscal de su requerimiento de proceso inmediato.132 El fiscal 
deberá presentar la imputación o cargos, observando una exposición clara, 
ordenada y sucinta de los hechos, además de la tipificación y cita de los 
elementos de convicción con los que cuenta, para luego sustentar las razones 
                                                          
131 Acuerdo Plenario N° 4-2010/CIJ-116. 
132 El artículo 64.2 del Código Procesal Penal establece que: "Procederá oralmente en la audiencia y en los 
debates, y por escrito en los demás casos. (....)." 
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por las que procede seguir el caso en la vía del proceso inmediato. En lo posible 
debe tener el contenido de la formalización de la investigación preparatoria.133 
Exposición de la defensa. La defensa no puede ingresar en una argumentación 
sobre la inocencia o responsabilidad de su patrocinado, pero sí puede efectuar 
un control sobre el requerimiento del fiscal respecto a la precisión de cargos134, 
la tipificación 103 y también en la procedencia o no del proceso inmediato de 
acuerdo con las circunstancias del caso. 
Uso de la palabra de otras partes del proceso. Consideramos que corresponde, 
de estar presente la parte agraviada o el tercero civilmente responsable o la 
persona jurídica vinculada con el delito, intervenir en la medida que se considere 
su constitución como parte del proceso. El Código Procesal Penal de 2004135 
establece que la constitución de partes se debe realizar durante la investigación 
preparatoria136, en Audiencia, y una vez formalizada la investigación; pero en 
este caso, al no existir etapa de investigación preparatoria (salvo los casos en 
los que se solicite el proceso inmediato dentro de los 30 días posteriores a la 
formalización de la investigación preparatoria), y considerando que la solicitud 
para el proceso inmediato de flagrancia contiene la imputación, lo que permite 
evaluar la legitimidad e interés para la intervención de estas partes en el proceso, 
es posible que en la Audiencia de procedencia del proceso inmediato se vea la 
constitución de partes, una vez planteado el requerimiento del fiscal. 
                                                          
133 Artículo 336° del Código Procesal Penal de 2004: "(...) 2004: “(…)2. La Disposición de formalización 
contendrá: a) El nombre completo del imputado; b) Los hechos y la tipificación específica correspondiente. 
El Fiscal podrá, si fuera el caso, consignar tipificaciones alternativas al hecho objeto de investigación, 
indicando los motivos de esa calificación; c) El nombre del agraviado, si fuera posible; y d) Las diligencias 
que de inmediato deban actuarse. (...)" 
134 Ante la afectación del principio de imputación mínima necesaria corresponde plantear una acción de 
tutela, de ser fundada, el fiscal deberá corregir la falencia. (A.P. 2- 2012/CIJ-116). 
 
135 Si el fiscal hubiera cometido algún error en la tipificación, podría corregirse en una disposición 
debidamente motivada, situación que era posible durante la investigación preparatoria conforme a la 
Directiva N° 007-2012-MP-FN. 




En el caso de la víctima, esta puede solicitar su constitución en actor civil 
cumpliendo con las condiciones que señala el Código Procesal Penal de 2004137, 
mientras que el tercero civil138, así como la persona jurídica vinculada al delito139, 
podrá ser constituida como parte a solicitud del actor civil y/o Ministerio Público, 
según corresponda. De no realizarse el pedido en esta oportunidad, el otro 
momento será con la acusación y antes de que se inicie la audiencia única de 
juicio.140 
Este punto es desarrollado por el Acuerdo Plena-rio N° 2-2016, que establece un 
trato diferenciado en cuanto al tercero civilmente responsable y el actor civil. 
Respecto del primero, establece que debe procederse de acuerdo con el artículo 
447.3 del Código Procesal Penal, esto es, que se discuta en la audiencia de 
procedencia del proceso inmediato, en el momento en el que se solicita la 
aplicación del principio de oportunidad y acuerdos reparatorios. En el segundo 
caso, establece que la víctima podrá solicitar su constitución como actor civil por 
escrito y en la forma que establece la ley antes de la audiencia de procedencia 
del proceso inmediato, para lo cual la policía o la Fiscalía deben haberle 
informado del delito cometido en su contra y el derecho que le asiste de participar 
en las actuaciones, para que su pedido luego del contradictorio sea resuelto des-
pués de las medidas de coerción y antes de la constitución del tercero civil. 
                                                          
137 Artículo 100°: "(...) 1. La solicitud de constitución en actor civil se presentará por escrito ante el Juez de 
la Investigación Preparatoria. 2. Esta solicitud debe contener, bajo sanción de inadmisibilidad: a) Las 
generales de Ley de la persona física o la denominación de la persona jurídica con las generales de Ley de 
su representante legal; b) La indicación del nombre del imputado y, en su caso, del tercero civilmente 
responsable, contra quien se va a proceder; c) El relato circunstanciado del delito en su agravio y exposición 
de las razones que justifican su pre tensión; y, d) La prueba documental que acredita su derecho, conforme 
al artículo 98. (...)." 
138 El artículo 111  del Código Procesal Penal de 2004 establece: "Las personas que conjuntamente con el 
imputado tengan responsabilidad civil por las consecuencias del delito, podrán ser incorporadas como parte 
en el proceso penal a solicitud del Ministerio Público o del actor civil." 
139 107 Artículo 90° " Las personas jurídicas, siempre que sean pasibles de imponérseles las medidas 
previstas en los artículos 104 y 105 del Código Penal, deberán ser emplaza das e incorporadas en el proceso, 
a instancia del Fiscal.(...)" 
140 Cabe recordar que antes de la modificación establecida por el Decreto Legislativo 1194 se venía 




Diferimos en el orden establecido, por considerar que también a estas partes les 
corresponden intervenir en el debate de procedencia del proceso inmediato, más 
si los efectos de la decisión que se obtendrá en el juicio rápido también les 
alcanzarán. 
Auto de procedencia del proceso inmediato. El juez resolverá de inmediato y 
oralmente141, una vez que escuchó a las partes, la procedencia o no del proceso 
inmediato, para lo cual dejará establecido el hecho atribuido, la calificación 
jurídica, los elementos de convicción con los que se cuenta. Pero 
adicionalmente, si seguimos el orden propuesto, también deberá incorporar a las 
partes del proceso, lógicamente después de haber abierto el debate respecto a 
su constitución. 
Criterios de oportunidad142. La norma prevé la posibilidad de que las partes 
puedan solicitar la aplicación del principio de oportunidad o los acuerdos 
reparatorios. Esta aplicación sería tardía e intra procesal, por lo que ya no solo 
debe intervenir el fiscal con la disposición de abstención de la acción penal, sino 
también el juez con el sobreseimiento.143 
Medida de coerción personal. Corresponde definir la situación jurídica del 
procesado en función del requerimiento que realice el fiscal de la prisión 
                                                          
141Artículo 447. 5 del Código Procesal Penal de 2004: "(...) 
El auto que resuelve el requerimiento de proceso inmediato debe ser pronunciada, de modo impostergable, 
en la misma Audiencia de Incoación. (...)" 
142 DUCE Y RIEGO sostienen: "no radica solo en la necesidad de regularlas porque la selectividad del 
sistema penal es un hecho incontrarrestable, sino que, además, porque las finalidades y características del 
sistema penal (sub- seriedad o última ratio) le imponen la obligación de diversificar sus respuestas frente a 
los casos en que sea posible el logro de una solución que evite su intervención o que, al menos, genere una 
menos intensa por parte del mismo" (DUCE, Mauricio y Cristian, RIEGO R., Introducción al nuevo sistema 
procesal penal. Universidad Diego Portales, 2002, p. 42).  
143 Artículo 2°.7 del Código Procesal Penal de 2004: "(...) Si la acción penal hubiera sido promovida, el 
Juez de la Investigación Preparatoria, previa audiencia, podrá a petición del Ministerio Público, con la 
aprobación del imputado y citación del agraviado, dictar auto de sobreseimiento -con o sin las reglas fijadas 
en el numeral 5) hasta antes de formularse la acusación, bajo los supuestos ya establecidos. Esta resolución 
no será impugnable, salvo en cuanto al monto de la reparación civil si esta es fijada por el Juez ante la 
inexistencia de acuerdo entre el imputado y la víctima, o respecto a las reglas impuestas si estas son 
desproporcionadas y afectan irrazonablemente la situación jurídica del imputado. (...)" 
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preventiva o de otra medida de coerción personal.144 Sin embargo, de no solicitar 
la prisión preventiva, corresponde la comparecencia simple145 y, de ser 
infundado el pedido, el juez decidirá entre imponer la comparecencia simple o 
con restricciones.146 
En este punto de la medida de coerción, se abre un espacio para otro debate 
entre la Fiscalía y la defensa, puesto que el Ministerio Público sustentará su 
pedido en la concurrencia de los presupuestos materiales previstos en el artículo 
268° del Código Procesal Penal del 2004, mientras quila defensa argumenta 
sobre su ausencia o inaplicación al caso. Este debate es ordenado y planteado 
por el juez, 147e incluye el análisis de la proporcionalidad de la medida y el plazo 
razonable de prisión preventiva.148 
El juez se pronunciará en un auto debidamente motivado sobre si el 
requerimiento es fundado o infundado. La motivación es fundamental, pues se 
trata de una medida que restringe un derecho fundamental como la libertad 
                                                          
144 En este modelo del Código Procesal Penal de 2004 las medidas de coerción no pueden ser dictadas de 
oficio, sino que tienen carácter rogado, deben ser solicitadas por la parte legitimada. 
145 El artículo 286° del Código Procesal Penal de 2004, modificado por la Ley N° 30076 y puesto en 
vigencia en todo el país por el Decreto Legislativo N° 1206, establece: "(...) 
El juez de la investigación preparatoria dictará mandato de comparecencia simple si el fiscal no solicita 
prisión preventiva al término del plazo previsto en el artículo 266. 
También lo hará cuando, de mediar requerimiento fiscal, no concurran los presupuestos materiales previstos 
en el artículo 268. (...)" 
146 El artículo 271° del Código Procesal Penal de 2004, puesto en vigencia en todo el país por la Ley N° 
30076, establece: "(...) 4. El Juez de la Investigación Preparatoria, si no considera fundado el requerimiento 
de prisión preventiva optará por la medida de comparecencia restrictiva o simple según el caso. (...)". 
147  "En conclusión, el debate se dividirá necesariamente en cinco partes, la existencia: i) De los fundados 
y graves elementos de convicción, ii) De una prognosis de pena mayor a cuatro años, iii) De peligro 
procesal, iv) La proporcionalidad de la medida, v) La duración de la medida. El representante del Ministerio 
Público debe comprenderlos en su requerimiento escrito, fundamentando cada extremo con exhaustividad 
[2]. Esto posibilitará que la defensa lo examine antes de la audiencia, se prepare y pueda pronunciarse sobre 
estos y que el Juez analice y resuelva cada uno, dividiéndose el debate en cada una de los cinco puntos 
indicados, ejerciéndose contradicción uno a uno, agotado uno se pasará al otro." (CAS. N° 626-2013, Mo-
quegua, FJ. 24). 
148 Cabe recordar que desde el año 2013, los artículos referentes a la prisión preventiva fueron puestos en 
vigencia en todo el país, para lo cual se desarrollaba la audiencia de prisión preventiva de modo autónomo, 
ahora se incluye dentro del proceso inmediato de flagrancia. 
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personal. Cada uno de los "presupuestos habilitantes"149 de la prisión preventiva 
debe estar debidamente sustentado para no caer en una prisión preventiva 
arbitraria. 
Ha generado cierta controversia en cuanto si lo referente a las medidas de 
coerción, y en especial, la prisión preventiva debe decidirse antes de la 
procedencia del proceso inmediato o después del auto que dispone seguir esta 
vía. Dicha controversia parte del orden que contempla el artículo 447°.4 del 
Código Procesal Penal de 2004, modificado por el Decreto Legislativo 1206, que 
señala: 1. La procedencia de la medida coercitiva requerida por el fiscal; 2. La 
procedencia del principio de oportunidad, de un acuerdo reparatorio o de la 
terminación anticipada, solicitado por las partes; y 3) Sobre la procedencia de la 
incoación del proceso inmediato. 
El Protocolo de Actuación Interinstitucional para el Proceso Inmediato aprobado 
mediante el D.S.  N° 003-2016-JUS del 12 de mayo de 2016, prevé un orden 
diferente de actuación: 1.  Requerimiento de proceso inmediato, 2. 
Requerimiento del principio de oportunidad, acuerdo repárale y terminación 
anticipación, y 3. Requerimiento de la medida de coerción. El orden del debate 
no es un tema menor, porque cada uno de los puntos por tratar y resolver 
generará una serie de consecuencias en el proceso y respecto del imputado. 
En el Acuerdo Plenario 2-2016, la Corte Suprema de Justicia asume que el orden 
previsto en la norma procesal debe ser observado de manera inexcusable y su 
inobservancia generará nulidad en la medida en que haya dejado a alguna de 
las partes en estado de indefensión. En el entendido que lo primero que se 
realice es la aplicación del principio de oportunidad, de los acuerdos repara-torios 
o de la terminación anticipada no será necesario ingresar a evaluar la 
procedencia del proceso inmediato. De seguir dicha lógica, de no aplicarse estas 
salidas y analizar la procedencia del proceso inmediato, la medida de coerción 
                                                          
149  "(...) el hábeas corpus clásico o principal en que este último tiene lugar en todos aquellos supuestos de 
detención arbitraria donde exista ausencia o insuficiencia del presupuesto material habilitante (mandato 




ya estaría previamente definida. Es justamente aquí donde surge la pregunta: 
¿qué sucederá con la prisión preventiva si el proceso inmediato no procede? 
La Corte Suprema de Justicia indica que, en supuesto, al ser desestimado el 
proceso inmediato, debe reconducirse el proceso a uno común, por lo que el 
fiscal formaliza la investigación preparatoria y la medida de coerción se 
mantiene, salvo alguna parte pida que se reforme. 
Si consideramos que el requerimiento de proceso inmediato es lo que sería la 
formalización de investigación preparatoria en un proceso común, es posible 
mantener la medida, en tanto que ya estaremos dentro del proceso penal.150 Lo 
que faltaría es definir la vía que se va seguir. 
Desde nuestro punto de vista, la prisión preventiva corresponderá solo si ya se 
tiene establecidos los hechos y calificación jurídica, sobre lo cual es posible 
considerar la prognosis de pena y la prueba suficiente sobre la vinculación, con 
lo cual bastará con la imputación del fiscal. Pero, además, corresponderá en 
función a la existencia de un proceso penal, dado que como toda medida cautelar 
no tiene un fin en sí misma151, está en función del proceso, y ello solo se puede 
dar a partir. del acto que el Código Procesal Penal reconoce como punto de 
inicio. 
Terminación anticipada de proceso. Está prevista como una posibilidad en la 
audiencia de procedencia del proceso inmediato, y se viene aplicando como un 
mecanismo contemplado para darle una salida rápida, consensuada y defini-
tiva152, pero no como realmente es regulado en el Código Procesal Penal del 2004, esto 
                                                          
150 Un punto fundamental en la reforma fue el hecho de establecer que el proceso penal se inicia 
formalmente por un acto del fiscal, que es la disposición de formalización de investigación preparatoria, lo 
que no sucedía en el Código de Procedimientos Penales de 1940, donde el inicio del proceso se presenta 
con el auto de apertura de instrucción expedido por el juez penal. 
151 '(...) el principio de necesidad que nos indica que el tribunal sólo puede decretar una de estas medidas 
cuando: 11 fuese absolutamente indispensable para el cumplimento de los fines del procedimiento. (...)" 
(MARÍN RONZALES, Juan Carlos. "Las medidas cautelares perenales en el nuevo Código Procesal Penal 
chileno." En: revista de Estudios de la Justicia, N° 1. 2002, p. 20)  
152 En los países latinoamericanos se ha recepcionado con bastante entusiasmo el paradigma del proceso 
como un marco de discusión y de gestión de un conflicto de intereses aplicado por la comisión de un delito, 
reconociendo el interés de las partes para resolver el conflicto. (MERCADO, A. "El Estado en la gestión 
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es, como un proceso especial. Si seguimos el orden que se establece 
expresamente en la norma procesal y se plantea la terminación anticipada desde 
un inicio, entonces estaremos incoando no el proceso inmediato de flagrancia, 
sino el de terminación anticipada, para lo cual será necesario considerar las 
siguientes condiciones previstas en el artículo 468° del Código citado: 
 
a. Están legitimados para solicitar este procedimiento la defensa o el 
Ministerio Público o ambas partes, antes de que se formule acusación 
(antes de que concluya la audiencia). Dichas partes pueden haber 
sostenido reuniones preparatorias previas. 
b. Debe desarrollarse en una audiencia privada, con la notificación al actor 
civil. 
c. En este procedimiento el fiscal debe exponer los cargos y el juez 
encargarse del "deber de instrucción", es decir, de explicar los alcances 
de su aplicación, para que el imputado pueda tomar una decisión 
adecuada e informada (se pretende evitar que el imputado sea sorpren-
dido por los efectos de este procedimiento). 
En estos procedimientos abreviados es fundamental observar las 
garantías tanto formales como materiales, principalmente de la defensa, 
y para ello, el rol del juez es fundamental.153 
d.  Se suspenderá la audiencia para que las partes arriben a un acuerdo 
sobre la pena, la reparación civil y las circunstancias modificatorias de 
responsabilidad154 
                                                          
del conflicto: La reforma del proceso penal en Latinoamérica". En Revista de Opinión Jurídica, Universidad 
de Medellín (17). 2010, p. 57). 
153 "los controles judiciales sobre la aplicación de los mecanismos de terminación anticipada de proceso 
que implican la renuncia al juicio no pueden ser propios del sistema acusatorio, sino que combinan todas 
las herramientas constitucionales (...) todo procedimiento abreviado, que implique la supresión del juicio, 
y más dentro de una estructura acusatoria, aumenta el riesgo de que la verdad consensual o verdad a medias 
producto de una investigación terminada anticipadamente (...) se distancie de la posibilidad de que mediante 
el proceso se llegue a establecer la verdad real y que, en consecuencia, la sentencia sea producto de esa 
determinación." (BAZZANI MONTOYA, Darío. "Poderes de control del juez en la terminación anticipada 
del proceso por acuerdo o aceptación de cargos". En Derecho y Criminología. N° 89, 2009, p. 152-153). 
154  "El proceso de terminación anticipada importa la aceptación de responsabilidad por parte del imputado 
respecte > del hecho punible objeto del proceso penal, la posibilidad de negociación acerca de las 
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e. Sin embargo, la terminación anticipada se invoca y se presenta después 
del auto de procedencia del proceso inmediato, por lo que corresponde 
que exista una decisión de transformación al proceso de terminación 
anticipada y se realice el procedimiento de acuerdo con las reglas 
previstas en el Código Procesal Penal de 2004, y no como un medio para 
salir del proceso inmediato, sin mayor cuidado, con mucha celeridad y sin 
formalidades. Con la aplicación de la terminación anticipada se tendrá 
una sentencia consensuada en el acto o dentro del término de 48 horas 
de concluida la audiencia. 
 
Siempre quedan algunos aspectos por analizar, como el hecho de que si 
existe una persona jurídica constituida como parte para efectos penales 
o como tercero civilmente responsable al ser sujeto de la obligación 
solidaria de pago de la reparación civil o de medidas accesorias como la 
suspensión de actividades, cierre de locales o disolución de la persona 
jurídica, tendría que participar de la negociación en el procedimiento de 
terminación anticipada. Sobre el tercero civil se podría afirmar que esté 
presente, al igual que el actor civil, pero que no participe en la 
negociación, considerando que también le asiste el derecho de recurrir el 
monto que fuera materia de acuerdo y aprobación judicial. 
-    Formulación de acusación 
Una vez concluida la audiencia de procedencia del proceso inmediato, de 
acuerdo con el artículo 447°.6 modificado por el Decreto Legislativo N° 
1194, el fiscal tendrá 24 horas para formular su acusación, bajo 
responsabilidad funcional. En dicha labor, el fiscal deberá tomar en 
consideración el contenido exigido por la norma procesal para la 
acusación, lo que importa satisfacer elementos objetivos (hechos, 
calificación jurídica, petición de pena y reparación civil) y subjetivos 
                                                          
circunstancias del hecho punible, la pena, la reparación civil y las consecuencias accesorias" (A.P. N° 5-




(identificación adecuada del acusado y del agraviado), así como tener los 
elementos de convicción suficientes para fundar su imputación y 
llevar el caso a juzgamiento. Aquí corresponde tomar en consideración lo 
previsto en el artículo 349° del Código Procesal Penal de 2004155 así como 
el Acuerdo Plenario 6-2009. 
Una vez recibida la acusación por el juez de investigación preparatoria, 
en el día remitirá lo actuado al juez competente para que inicie la 
audiencia única de juicio.156 En este proceso desaparece propiamente la 
etapa intermedia, pero los actos de control que correspondían a este 
momento procesal son realizados por el juez unipersonal en la primera 
parte de la audiencia única. 
-    Audiencia única de juicio 
                                                          
155 Artículo 349°: "1. La acusación fiscal será debidamente motivada, y contendrá: a) Los datos que sirvan 
para identificar al imputado; b) La relación clara y precisa del hecho que se atribuye al imputado, con sus 
circunstancias precedentes, concomitantes y posteriores. En caso de contener varios hechos independientes, 
la separación y el detalle de cada uno de ellos; c) Los elementos de convicción que fundamenten el 
requerimiento acusatorio; d) La participación que se atribuya al imputado; e) La relación de las 
circunstancias modificatorias de la responsabilidad penal que concurran; f) El artículo de la Ley penal que 
tipifique el hecho, así como la cuantía de la pena que se solicite; g) El monto de la reparación civil, los 
bienes embargados o incautados al acusado, o tercero civil, que garantizan su pago y la persona a quien 
corresponda percibirlo; y, h) Los medios de prueba que ofrezca para su actuación en la audiencia. En este 
caso presentará la lista de testigos y peritos, con indicación del nombre y domicilio, y de los puntos sobre 
los que habrán de recaer sus declaraciones o exposiciones. Asimismo, hará una reseña de los demás medios 
de prueba que ofrezca. 2. La acusación sólo puede referirse a hechos y personas incluidos en la Disposición 
de formalización de la Investigación Preparatoria, aunque se efectuare una distinta calificación jurídica. 3. 
En la acusación el Ministerio Público podrá señalar, alternativa o subsidiariamente, las circunstancias de 
hecho que permitan calificar la conducta del imputado en un tipo penal distinto, para el caso de que no 
resultaren demostrados en el debate los elementos que componen su calificación jurídica principal, a fin de 
posibilitar la defensa del imputado. 4. El Fiscal indicará en la acusación las medidas de coerción 
subsistentes dictadas durante la Investigación Preparatoria; y, en su caso, podrá solicitar su variación o que 
se dicten otras según corresponda… (…) 
 
156  N° corresponde como en el proceso inmediato previsto antes de la modificación el que se concentre en 
un solo acto la decisión de dar paso al juzgamiento y la citación a la audiencia respectiva, puesto que el 
numeral l del artículo 448° del Código Procesal Penal de 2004 establece que recibido el auto que incoa el 
proceso inmediato, el Juez Penal realiza la audiencia única de juicio, cuya realización no debe exceder las 
setenta y dos (72) horas desde la recepción. Sobre el plazo para desarrollar la Audiencia Única del Juicio 
la Corte Suprema de Justicia ha señalado que: "En ese sentido el plazo de setentaidós horas debe computarse 




Esta audiencia es inaplazable y de competencia del juez unipersonal 
(considerando que son sometidos este tipo procesos normalmente casos 
de menor gravedad). Se subdivide en dos etapas: 
1.   La etapa de control de acusación 
En este primer momento la acusación es sometida a un control formal y 
material. El control formal es un control de contenido157, que da lugar a la 
subsanación de los errores u omisiones que el fiscal deberá realizar en la 
misma audiencia. El control material implica observar si existió mérito o 
no para acusar, siendo posible alegar que están presentes las causas de 
sobreseimiento que en el Código Procesal Penal de 2004 están reguladas 
en el artículo 344° 158 En ese caso, es posible que se decida el 
sobreseimiento total o parcial159 o se desestime el pedido de sobresei-
miento: en el primer caso, la decisión es apelable con efecto suspensivo; 
en el segundo, la resolución es inimpugnable conforme se prevé en el 
artículo 352°.4 del Código Procesal Penal de 2004. 
Una vez efectuado el control de la acusación, corresponde resolver el 
aspecto probatorio. Para esto, el juez debe instar, primero, a las conven-
ciones o estipulaciones probatorias, que permiten determinar el objeto de 
prueba160, puesto que las partes pueden llegar a acuerdos no solo sobre 
                                                          
157 "Éste comprende los supuestos descritos en el párrafo 9° en relación con el artículo 349° NCPP. Los 
defectos denunciados, en caso que se acojan, requerirán, conforme al artículo 352°.2 NCPP, una decisión 
inmediata de devolución de las actuaciones al Fiscal, con la necesaria sus pensiones de la audiencia, siempre 
que se requiera de "...un nuevo análisis del Ministerio Público".  
158 Artículo 344.2. "El sobreseimiento procede cuando el hecho objeto de la causa no se realizó o no puede 
huírsele al imputado; b) El hecho imputado no es tiempo concurre una causa de justificación, de 
inculpabilidad de no punibilidad; c) La acción penal se ha extinguido; y, d) No existe razonablemente la 
posibilidad de incorporar nuevos datos a la investigación y no haya elementos de convicción suficientes 
para solicitar fundadamente el enjuiciamiento del imputado.  
159 127 "Este control, por imperio del artículo 352°.4 NCPP, puede ser realizado de oficio. Al Juez de la 
Investigación Preparatoria le corresponde decretarla, cuando la presencia de los requisitos del 
sobreseimiento es patente o palmaria, no sin antes instar el pronunciamiento de las partes sobre el 
particular." (Acuerdo Plenario N ° 6-2009/CIJ- 116, FJ. 14). 
160 El artículo 156° del Código Procesal Penal de 2004 establece en su parágrafo 3: "Las partes podrán 
acordar que determinada circunstancia no necesita ser probada, en cuyo caso se valorará como un hecho 
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aquellos aspectos que consideran controvertidos o no, sino también sobre 
los medios de prueba a ser actuados en el juzgamiento. De acuerdo con 
el artículo 351°.6 del Código Procesal Penal, la resolución que se 
pronuncia sobre las convenciones probatorias es irrecurrible, pero con-
forme al artículo 350°. 2 de la norma citada, el juez puede desvincularse 
de dichos acuerdos con la debida motivación. Además, debe precisar en 
el auto que admite las convenciones probatorias, los hechos se dieron por 
acreditados o los medios de prueba necesarios para considerarlos 
probados. 
Luego corresponde el ofrecimiento de medios de prueba por la Fiscalía y 
la defensa161, frente a lo cual el juez debe decidir en virtud de la perti-
nencia, utilidad y conducencia si serán o no admitidos. La resolución de 
inadmisión es irrecurrible, pero cabe dejar constancia de cualquier 
circunstancia irregular para poder sustentar el reexamen de la inadmisión 
al inicio del juzgamiento o, en todo caso, para hacer valer este hecho al 
interponer el recurso de apelación contra la sentencia, en caso de 
pretender ofrecer nuevas pruebas. 
 
Existen otros asuntos que podrían plantearse en este momento y que de 
acuerdo con la naturaleza de este proceso rápido se podrían admitir, tales 
como la constitución de partes para el juzgamiento, el planteamiento y 
decisión sobre medios de defensa o sobre la aplicación, sustitución o 
acumulación de medidas de coerción o la institución medida de 
protección. Creemos que no sería posible pedir la actuación de prueba 
anticipada o instar criterios de oportunidad. 
                                                          
notorio. El acuerdo se hará constar en el acta." Entiéndase que según el artículo citado el hecho notorio no 
constituye objeto de prueba.  
161 Las partes deberán cuidar de que la petición contenga la especificación del probable aporte a obtener 
para el mejor conocimiento del caso. En caso de ofrecimiento de una testimonial o la práctica de un peritaje, 
se debe especificar el punto que será materia de interrogatorio o el problema que requiere explicación 




Concluida esta primera parte, el juez estará en condiciones de expedir el 
auto de enjuiciamiento, pero no en los términos que establece el artículo 
447°.6 del Código Procesal Penal de 2004, que hace referencia a emitir 
el auto de citación a juicio y de enjuiciamiento en una sola resolución. 
Creemos innecesario, por el diseño de esta audiencia única, expedir en 
pleno desarrollo este tipo de resolución. 
El auto de citación a "audiencia única de juicio" debe expedirse por el juez 
penal cuando recibe el caso del juez de investigación preparatoria, y más 
bien corresponde que el Juez anuncie, una vez concluida la primera fase 
de esta audiencia, que hay mérito a pasar al juzgamiento, que se 
desarrollará en los actos que inmediatamente continúan, dado que está 
presente el mandato al juez de poder asumir otro caso hasta no haber 
concluido el iniciado.162  
2. La etapa de juzgamiento 
Esta etapa es el momento central de proceso163 y por ello   tiene   una importancia 
aun mayor, puesto que debe generarse un espacio razonable y adecuado a las 
partes y al juez para tomar una decisión basada en la certeza y luego de haber 
debatido las cuestiones que este procedimiento hubiera generado. 
La realización de juicio corresponde a la del proceso común de acuerdo con el 
Código Procesal Penal de 2004.164 En virtud a ello tiene una etapa inicial en la 
que se presentan los alegatos de apertura se ofrece nueva prueba, y es posible 
que el acusado se someta al trámite de conformidad. Luego corresponde la 
                                                          
162 Artículo 448°. 4: "(...) El Juez Penal que instale el juicio no puede conocer otros hasta que culmine el 
ya iniciado. 
163 "No se trata de pasar de un extremo a otro: la inmediación debe jugar un papel relevante como 
presupuesto necesario (aunque no suficiente) de un juicio de cierta calidad, para el que los datos procedentes 
de fuentes personales de prueba serán siempre importantes. Si bien a condición de que los tomados en 
oráculo." (Andrés Ibáñez, P. "Sobre prueba y proceso peal". En: Discusiones N° 3. Bahía Blanca, 2003). 
 
164 Artículo 448°.4 "(...1 El Juez Penal que instale el juicio no puede conocer otros hasta que culmine el ya 
iniciado. En lo no previsto en esta Sección, se aplican las reglas del proceso común, en tanto sean 




actuación de la prueba ofrecida y las partes deben considerar las técnicas de 
interrogatorio, contrainterrogatorio, objeciones e introducción de la prueba 
documental y material, prosiguen con la lectura de pieza del proceso y, 
finalmente, corresponde los alegatos de cierre o finales, con la correspondiente 
votación de cuestiones de hecho y la pena, para finalmente expedir sentencia. 
Sin embargo, se hace la advertencia de que se aplicarán en el juzgamiento las 
reglas del proceso común que sean compatibles con el proceso inmediato. Al 
respecto, consideramos que no puede operar ninguna reducción o simplificación 
adicional a las posibilidades que ya están previstas, puesto que como indicamos, 
el juzgamiento operará como la garantía para una justicia certera. 
 
En este momento procesal se pueden advertir que existen ciertos aspectos que 
se duplican y que pueden llevar al consumo innecesario del tiempo, por ejemplo, 
el hecho de que la Fiscalía presentó su acusación en la parte inicial de la au-
diencia para someterla a control, y nuevamente cuando ingresan al juzgamiento 
propiamente dicho tiene que reiterar los cargos en su alegato de apertura. Esa 
duplicidad de actos se puede salvar, dejando constancia de que no ha variado la 
acusación en los términos en los que ha sido expuesta, por lo que corresponde 
que pasemos al alegato de apertura de la defensa, siempre sometiendo esta idea 
de prescindir del alegato de apertura de la Fiscalía a las partes y cuando hubiera 
habido alguna variación dejar constancia en qué consintió. 
 
El juzgamiento va a estar vinculado a la primera parte del proceso inmediato en 
tanto se mantenga congruencia sobre la imputación fáctica y los términos en que 
se planteó la acusación. Sin embargo, como en un proceso común, cabe que la 
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calificación jurídica pueda variar si el juez introduce una tesis de 
desvinculación165, o la misma Fiscalía realice una acusación complementaria.166 
-   Sentencia 
Luego de llevado a cabo el juzgamiento, corresponde emitir la sentencia 
correspondiente, sobre la cual no existe una regulación particular en el Decreto 
Legislativo N° 1194, razón por la cual se deben aplicar las disposiciones del 
Código Procesal Penal de 2004. En ese sentido, con la consideración que la 
sentencia debe expedirse una vez concluido el juzgamiento, los jueces de 
inmediato y sin interrupciones, procederán a la deliberación cuando se trate de 
un Colegiado, y luego la sentencia será leída y notificada en la audiencia a las 
partes que se encuentren presentes. 
En el proceso inmediato no corresponde diferir la lectura de la sentencia a otra 
fecha considerando la idea de que se realice desde su inicio hasta su conclusión 
de modo exclusivo por el juez unipersonal. 
-   Recurso de apelación 
La posibilidad de impugnar está presente respecto de autos o sentencias, 
considerando que el Estado debe garantizar mínimamente que se pueda recurrir 
a aquellas decisiones que restringen derechos fundamentales, como sería el 
auto de prisión preventiva y las sentencias condenatorias. 
                                                          
165 Artículo 374°. 1: "Si en el curso del juicio, antes de la culminación de la actividad probatoria, el Juez 
Penal observa la posibilidad de una calificación jurídica de los hechos objeto del debate que no ha sido 
considerada por el Ministerio Público, deberá advertir al Fiscal y al imputado sobre esa posibilidad. Las 
partes se pronunciarán expresamente sobre la tesis planteada por el Juez Penal y, en su caso, propondrán la 
prueba necesaria que corresponda. Si alguna de las partes anuncia que no está preparada para pronunciarse 
sobre ella, el Juez Penal suspenderá el Juicio hasta por cinco días, para dar oportunidad a que exponga 
lo conveniente. (...)" 
166 Artículo 374° (...) 2. Durante el juicio el Fiscal, introduciendo un escrito de acusación complementaria, 
podrá ampliar la misma, mediante la inclusión de un hecho nuevo o una nueva circunstancia que no haya 
sido mencionada en su oportunidad, que modifica la calificación legal o integra un delito continuado. En 
tal caso, el Fiscal deberá advertir la variación de la calificación jurídica. 
3. En relación con los hechos nuevos o circunstancias atribuidas en la acusación complementaria, se recibirá 
nueva declaración del imputado y se informará a las partes que tienen derecho a pedir la suspensión del 




El recurso que en nuestro sistema jurídico garantiza la instancia plural es la 
apelación167 aunque no sería el único medio impugnatorio que se podría utilizar, 
pues corresponde recurrir a la normatividad que sobre impugnación posee el 
Código Procesal Penal de 2004. 
En el proceso inmediato reformado por el Decreto Legislativo N° 1194 se hace 
mención a la posibilidad de apelar el auto de procedencia del proceso inmediato 
en el artículo 447° del Código Procesal Penal, sosteniendo que este tiene 
carácter devolutivo168, lo que era innecesario, ya que por naturaleza la apelación 
siempre tendrá dicho carácter, es decir, siempre será conocido por un Superior. 
Lo anterior, nos conduce a plantear las siguientes interrogantes: ¿Qué normas 
aplicamos para la tramitación de los medios impugnatorios? ¿Qué actos son 
recurribles en el trámite del proceso inmediato? ¿Con qué efecto se podría 
conceder el recurso de apelación? ¿El trámite previsto para el recurso de 
apelación es acorde con la dinámica del proceso inmediato? 
En los distritos judiciales y fiscales en los que el Código Procesal Penal de 2004 
está vigente no se tiene mayores inconvenientes, puesto que nos remite a la 
regulación correspondiente. Sin embargo, en aquellos distritos en los que 
subsiste el Código de Procedimientos Penales de 1940 no existe una autoriza-
ción expresa para aplicar las reglas del nuevo ordenamiento procesal en lo que 
se refiere a la impugnación y, en particular, las reglas de la apelación, el trámite 
previsto en el viejo Código aún vigente en algunos puntos del país es escrito, 
con la previsión de una audiencia de vista de la causa. El Acuerdo Plenario 2-
2016 no da respuesta a este problema. 
                                                          
167 "Desde luego, cuál sea la denominación del medio jurídicamente previsto para el acceso al órgano de 
segunda instancia revisora, es un asunto constitucionalmente irrelevante. Sea que se lo denomine recurso 
de apelación, recurso de nulidad, recurso de revisión, o llanamente medio impugnatorio, lo importante 
constitucionalmente es que permita un control eficaz de la resolución judicial primigenia." (STC. N° 04235-
2010, HC/TC, FJ. 10). 
168 "Es aquel recurso que apertura la competencia del Superior, conocido por Vescovi "como el efecto de 
transferencia" (VESCOVI, Enrique. Los recursos judiciales y demás medios impúgnatenos en 




Consideramos que el silencio sobre la impugnación es grave, puesto que no se 
podría superar inicial-mente sin un complemento legislativo; pero hasta que ello 
suceda, podría integrarse a través de la comprensión de los alcances del debido 
proceso y, dentro de él, la instancia plural, y con ello legitimar la aplicación del 
Código Procesal Penal a partir de ser el más compatible a la dinámica del 
proceso inmediato, al prever la realización, por ejemplo, de la audiencia de 
apelación de autos169, y garantizar de ese modo el contradictorio, así como la 
celeridad. 
Sin embargo, notamos, que ni en uno ni en otro Código está previsto un trámite 
del recurso que vaya en consonancia a la idea de un juicio rápido, puesto que, 
por ejemplo, mientras se apela el auto de prisión preventiva, para el cual se tiene 
tres días, se eleva en 24 horas, y se programa la audiencia en 72 horas170, ya el 
caso está en manos del Juez encargado del juzga miento e incluso ya puede 
tener una sentencia. Aquí detectamos la necesidad de simplificar el trámite o 
acortar los plazos para la apelación. Es así que en este tipo de proceso no se 
podría pedir que la parte recurrente cumpla con formalizar por escrito su ape-
lación en el término de cinco días. 
Los problemas expuestos derivan de un problema de diseño, por lo que es justo 
preguntarnos si corresponde considerar el carácter recurrible o no de esta 
decisión judicial, ello a partir de que todo acto procesal no es recurrible, pues no 
se trata de un derecho absoluto171, sino que en este existen límites de orden  
                                                          
169  Artículo 420° del Código Procesal Penal de 2004: "(...) 5. A la audiencia de apelación podrán concurrir 
los sujetos procesales que lo estimen conveniente. En la audiencia, que no podrá aplazarse por ninguna 
circunstancia, se dará cuenta de la resolución recurrida, de los fundamentos del recurso y, acto seguido, se 
oirá al abogado del recurrente y a los demás abogados de las partes asistentes. El acusado, en todo caso, 
tendrá derecho a la última palabra. (...)" 
170 Artículo 278° del Código Procesal Penal de 2004: "1. Contra el auto de prisión preventiva procede 
recurso de apelación. El plazo para la apelación es de tres días. El Juez de la Investigación Preparatoria 
elevará los actuados dentro de las veinticuatro horas, bajo responsabilidad. La apelación se concede con 
efecto devolutivo. 2. La Sala Penal se pronunciará previa vista de la causa, que tendrá lugar, dentro de las 
setenta y dos horas de recibido el expediente, con citación del Fiscal Superior y del defensor del imputado. 
La decisión, debidamente motivada, se expedirá el día de la vista de la causa o dentro de las cuarenta y 
ocho horas, bajo responsabilidad. (...)" 
171  "(...) El hecho de que el derecho a la pluralidad de la instancia ostente un contenido esencial, y, a su vez 
—en tanto derecho fundamental de configuración legal—, un contenido delimitable por el legislador 




formal (plazos, formalidad para su presentación, legitimidad para impugnar) y de 
orden material (sustentación del recurso y precisión de los agravios). El artículo 
I del Título Preliminar del Código Procesal Penal del 2004 establece en el 
parágrafo 4 que: "Las resoluciones son recurribles, en los casos y en el modo 
previsto por la Ley". 
 
Al respecto, podría haberse previsto el carácter irrecurrible de auto de 
procedencia del proceso inmediato, tal vez, la posibilidad de apelar el auto que 
declara su improcedencia, considerando que es una decisión solo de trámite, 
esto es, de decidir una vía procesal a seguir y, ante el error, cabe reconducir a 
la vía del proceso común, o en todo caso pensar en la posibilidad de utilizar un 
recurso de reposición que permite la revisión no solo de decretos, sino también 
de autos expedidos en audiencia cuando estos no fueran finales.172 El usar este 
recurso tendría como ventaja que se puede impugnar en la audiencia y el recurso 
puede ser resuelto por el juez en el mismo acto.173 
 
Otro aspecto por analizar es qué efecto corresponde otorgar a la apelación del 
auto de procedencia del proceso inmediato. La Corte Suprema de Justicia, en el 
                                                          
un derecho del justiciable de recurrir todas y cada una de las resoluciones que se .emitan al interior de un 
proceso" (STC 1243-2008-PHC, "^fundamento 3; 5019-2009-PHC, fundamento 3; 2596 2010-PA, 
fundamento 5; STC N° 4235-2010-PHC, fundamento 13) 
172 Artículo 415°del Código Procesal Penal de 2004: "1. El recurso de reposición procede contra los 
decretos, a fin de que el Juez que los dictó examine nuevamente la cuestión y dicte la resolución que 
corresponda. Durante las audiencias sólo será admisible el recurso de reposición contra todo tipo de 
resolución, salvo las finales, debiendo el Juez en este caso resolver el recurso en ese mismo acto sin 
suspender la audiencia. (...)" 
173 En la reforma procesal penal chilena la inclusión del recurso de reposición contra resoluciones emitidas 
en audiencia tuvo directa relación con la naturaleza de este acto procesal, que al ser oral requiere un recurso 
que se planteé de la misma forma y se resuelva de inmediato (PIE-DKABUENA RICHARD, Guillermo. 
"Los recursos en el nuevo Código Procesal Penal" En Revista de Derecho. Universidad Católica del Norte, 




Acuerdo Plenario 2-2016174, ha asumido la regla que establece que será sin 
efecto suspensivo cuando se trata de una resolución interlocutoria.175 
Al efectuar el análisis de si debe concederse con o sin efecto suspensivo se 
observa lo siguiente: 
 
a) Si fuera concedida la apelación sin efecto suspensivo, se elevaría al 
Superior un incidente de apelación y el trámite del principal seguiría su re 
corrido. Si fuera así, al resolver la apelación confirmando la decisión 
impugnada no generaría ningún problema, pero si la decisión fuera revo-
catoria, se tendría que reconducir a la vía correspondiente, pero como se 
trata de un proceso rápido cabe la posibilidad de que el recurso sea re-
suelto cuando el proceso ya está en juicio o fue sentenciado. Entonces, 
también hubiera sido posible considerar que la apelación fuera sin efecto 
suspensivo y con calidad diferida, en el sentido de que el recurso fuese 
visto en la apelación de la sentencia. 
b) Si el recurso fuera concedido con efecto suspensivo, se paralizaría el 
trámite del proceso y elevado al Superior, se tendría que esperar que con-
firme para continuar, o si revoca reconducir en la vía correspondiente. 
Además de ser una resolución contra la que no se prevé un recurso de 
apelación con este efecto, no corresponde a la idea de un juicio rápido. 
 
                                                          
174 "La norma general es el artículo 418.1 del NCPP. La apelación en estos casos, de auto no equivalente 
— que no pone fin al procedimiento penal (no clausura el procedimiento penal), sea que acepte o rechace 
la incoación del proceso inmediato-, no tiene efecto suspensivo". (FJ. 24) 
 
175 Artículo 418° del Código Procesal Penal de 2004: "1. El recurso de apelación tendrá efecto suspensivo 
contra las sentencias y los autos de sobreseimiento, así como los demás autos que pongan fin a la instancia. 
2. Si se trata de una sentencia condenatoria que imponga pena privativa de libertad efectiva, este extremo 
se ejecutará provisionalmente. En todo caso, el Tribunal Superior en cualquier estado del procedimiento 
recursal decidirá mediante auto inimpugnable, atendiendo a las circunstancias del caso, si la ejecución 




Ahora bien, no solo es posible apelar del auto de procedencia del proceso 
inmediato, pues observamos que este recurso se presenta en otras situaciones. 
Estas son el siguientes: 
1. Si se aplica el principio de oportunidad o acuerdos reparatorios dentro del 
marco del proceso inmediato, esto es, después de que el juez expidió el 
auto de procedencia de aquél, corresponde la intervención del juez para 
expedir el auto de sobreseimiento, que de acuerdo con el artículo 2o.7 del 
Código Procesal Penal de 2004 correspondería solo si el monto fue 
impuesto o si las medidas o reglas de conducta resultan irrazonables. 
Conforme corresponde a toda decisión definitiva sobre el proceso, el 
recurso deberá ser concedido con efecto suspensivo. 
2. Si se dispuso una medida de coerción personal como la prisión preventiva, 
como expresamente lo establece el Código Procesal Penal de 2004, 
corresponde interponer el recurso de apelación sin efectivo suspensivo 
(de igual modo, si se dispone la libertad). 
3. En la audiencia única de juicio es posible que ante el control material de 
la acusación se pueda producir el sobreseimiento del proceso, en cuyo 
caso es posible interponer un recurso de apelación con efecto suspensivo. 
Las decisiones que recaen sobre las convenciones o estipulaciones 
probatorias, la inadmisión de medios de prueba y el auto de enjuiciamiento 
y de citación a juicio son inimpugnables. 
4. En la audiencia única de juicio es posible que se ex pidan autos que de 
acuerdo al Código Procesal Penal, al haberse emitido en audiencia, 
corresponde la interposición del recurso de reposición, salvo que 
expresamente se indique que este corresponde, por ejemplo: si se diera 
el caso de un sobre seguimiento ante el retiro de la acusación o la 
expedición de la sentencia corresponde el recurso de apelación con 
efecto suspensivo. 
El trámite del recurso de apelación con el Código Procesal Penal de 2004, sea 
el recurso contra autos o sentencias, requiere la convocatoria a una audiencia, 
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que, si fuera de autos, la presencia de las partes es facultativa,176 y si fuera de 
las sentencias, el recurrente177 está obligado a concurrir y en algún caso también 
el recurrido,178 y bastará con la presencia del abogado cuando se trate del 
imputado.179 
9. LA RELACIÓN CON SALIDAS ALTERNATIVAS Y MECANISMOS DE 
SIMPLIFICACIÓN 
 
Es posible que el proceso inmediato concluya sin la imposición de una pena, 
aunque con la reparación del daño a la víctima. Esta posibilidad es factible, 
puesto que el Decreto Legislativo N° 1194 establece que puede aplicarse el 
principio de oportunidad o los acuerdos repáratenos, los cuales nos brindan una 
salida alternativa. No obstante, también es posible invocar la terminación 
anticipada del proceso o el trámite de conformidad, que permiten simplificar el 
proceso penal. 
A continuación, se desarrolla cada uno de estos mecanismos en relación con el 
proceso inmediato: 
a) Con el principio de oportunidad y los acuerdos reparatorios 
Es posible que el principio de oportunidad y los acuerdos reparatorios puedan 
darse en dos escenarios: extraprocesal, cuando se invoca o aplica en diligencias 
preliminares (en la dependencia policial) que dependerá exclusivamente del 
fiscal y dará lugar al archivo de la denuncia; e intra procesal, cuando ya existe 
                                                          
176 "(...) se debe dejar sentado que el NCPP, en su artículo 420, apartado 5, al señalar que las partes 
procesales podrán concurrir a la audiencia de apelación de autos, no contraviene ningún derecho, pues, 
como ya se explicó precedentemente, es una facultad discrecional de las partes de asistir o no a la audiencia 
de apelación de autos (...)" (Acuerdo Plenario N° 1-2012/CJ- 116, FJ. 20). 
177 "(...) mientras que el artículo 423 apartado 3, del citado Código, regula que a la audiencia de apelación 
de sentencias las partes procesales tendrán que concurrir de manera obligatoria, puesto que en esta se realiza 
un juicio oral, por lo que es estrictamente necesaria la presencia de la parte recurrente (...)" (Acuerdo 
Plenario N° 1-2012/CJ-116.FJ. 20). 
178 Directiva 005-2012-FN/MP publicada el 15 de agosto de 2012 en el diario oficial "El Peruano". 
179 "(...) la presencia del abogado defensor en la Audiencia basta para admitir el recurso, y llevar adelante 




un proceso penal, que en este caso se presenta cuando se invoca después de 
emitido el auto de procedencia del proceso inmediato, en cuyo caso se requiere 
la intervención judicial para dar origen a un autor de sobreseimiento. 
En ambos casos se debe operar según lo dispuesto por el artículo 2° del Código 
Procesal Penal de 2004, que está vigente en todo el país. No se debe olvidar 
que procederá en la medida en que se trate de delitos de escasa lesividad o 
gravedad180 y en la medida en que también exista una reparación del daño.181 
b) Con la terminación anticipada del proceso 
La terminación anticipada del proceso es un proceso especial que se aparta de 
la estructura común de un proceso penal al pasar de una etapa de investigación 
preliminar a una negociación, acuerdo y finalmente sentencia, prescindiendo de 
la acusación y etapa obligada de juzgamiento o debate.182 Para su aplicación, 
este procedimiento abreviado requiere de una imputación formalmente 
planteada por el Ministerio Público, que en este caso se encuentra contenida en 
el requerimiento para la realización del proceso inmediato. 
Si el Ministerio Público lo plantea antes de la procedencia del proceso inmediato, 
iniciaremos propiamente otro tipo de proceso, el de terminación anticipada. Pero 
si lo planteara una vez declarada la procedencia del proceso inmediato, el juez 
                                                          
180 "Para que la reparación tenga naturaleza de condición, obligación o instrucción que permita la 
discrecionalidad del Fiscal o el sobreseimiento condicionado de la causa, se requiere que la gravedad de la 
culpabilidad y el interés general no se opongan." (GALAIN PALERMO, Pablo. "Suspensión del proceso y 
tercera vía: Avances y retrocesos del sistema penal." En Revista Penal, N° 20, Julio de 2007, p. 60). 
181 "La reparación tiene naturaleza punitiva pero no constituye un nuevo fin de la pena, sino que colabora 
con el restablecimiento de la paz jurídica a favor de la finalidad preventiva general integradora (...) y su 
fundamento dogmático reside en el principio de subsidiaridad." (ROXIN, < ‘. "La reparación en el sistema 
jurídico — penal de sanciones". En Jornadas sobre la Reforma del Derecho Penal en Alemania. Madrid, 
Consejo General del Poder Judicial. 1991, p. 19) 
 
182 Se sostiene su carácter inquisitivo en tanto que se renuncia a la contradicción y al juicio público, "la 
justicia negociada representa un afrenta que afecta los valores fundamentales del sistema acusatorio, 
establecidos para proteger al acusado, principalmente la presunción de inocencia, (...) Pero además son los 
propios cultores del derecho angloamericano que han colocado esta institución en el marco de una tradición 
inquisitiva que incluso llega a familiarizarse con la tortora (...)" (JULIÁN GUERRERO, Osear. "El difícil 
encuentro entre el proceso penal Anglosajón y el proceso penal continental." En Anuario de Derecho 




debería transformar el proceso inmediato en uno de terminación anticipada183. 
Este tipo de proceso no tiene limitación en razón de los delitos: únicamente debe 
tomarse en consideración que si son varios imputados tendrán todos que estar 
de acuerdo con someterse al procedimiento, salvo que se pueda establecer que 
pueden tener un tratamiento por separado. 
 
Desde nuestro punto de vista, no corresponde ver a la terminación anticipada 
como un medio para simplificar el proceso inmediato, puesto que se trata de un 
proceso excluyente al tener fines y naturaleza distinta, mientras que el proceso 
inmediato parte de la evidencia probatoria para evitar la investigación y llegar 
directamente al juicio. El proceso de terminación anticipada parte del 
presupuesto implícito de culpabilidad para proceder a negociar la pena y la 
reparación civil. Como señala Zacchpe, se trata de un juicio abreviado, 
mecanismo procesal con el cual el imputado renuncia a la garantía del debate a 
cambio de una pena más favorable en caso de condena,184 puesto que, llegado 
a un acuerdo, de inmediato da lugar a una sentencia consensuada. 
 
Por ser la terminación anticipada un proceso especial, se requiere observar los 
requisitos para su realización, entre los cuáles se encuentra la audiencia privada 
de negociación, el cumplir con el deber de instrucción, esto es, que el juez 
explique de modo comprensible al imputado los alcances de su aplicación; llegar 
a acuerdos sobre la pena y reparación civil considerando los beneficios que se 
podrían acumular; el control judicial del acuerdo, que implica un examen de 
razonabilidad (sustento suficiente de la realización del delito y la culpabilidad), 
proporcionalidad (prohibición de excesos o defectos en la determinación de la 
                                                          
183 El juicio abreviado o de terminación anticipada, conocido como patteggiamento en Italia, es el resultado 
de las reflexiones en torno -Apleabargaining norteamericano y el instituto inglés del summary trial. El 
pleabargaining se configura como una negociación entre el persecutor y la defensa sobre el tema específico 
de la condena, por ello el imputado se declara culpable y renuncia al juicio. 
184 ZACCHPE, Francesco. llgiudi^ioabbreviato. En Tratado de proceso penal. Dirigido por: UBERTIS, 
Giulio e PAOLO VOENA, Giovanni. GiuffréEditore, XXXV.2, 2004, p.l. 
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pena) y legalidad (tipificación apropiada y aplicación debida de las diversas 
categorías del Derecho Penal).185 
Las condiciones de aplicación de la terminación anticipada están vigentes en 
todo el territorio nacional.186 
Es fundamental que antes de empezar la negociación, el imputado sea informado 
de los alcances y efectos del sometimiento a este proceso especial. El conocido 
"deber de instrucción" funciona como una garantía que debe cumplir el juez, ante 
la posibilidad de que la defensa no haya informado debidamente a su 
patrocinado sobre los alcances y consecuencias de este proceso. Otra garantía 
será la necesaria presencia en la negociación del abogado defensor. 
Por regla general, la terminación anticipada permite la acumulación de los 
beneficios por confesión sincera y por someterse a este procedimiento. Sin em-
bargo, cuando se trata de un caso de flagrancia no corresponde la bonificación 
por confesión,187 en tanto que ya no resulta útil para el esclarecimiento de los 
hechos. Tampoco procede el beneficio por confesión sincera cuando el imputado 
fuera reincidente o habitual. En caso de organizaciones criminales, es 
improcedente el beneficio por someterse a la terminación anticipada. 
 
c) Con el trámite de conformidad 
En la audiencia única de juzgamiento, después de presentar los alegatos de 
apertura, es posible que el acusado manifieste su conformidad con la acusación, 
momento en el que se puede iniciar el trámite de conformidad que con el Código 
                                                          
185 153 "(•••) corresponde al Juez en ejercicio de su potestad jurisdiccional llevar a cabo los pertinentes 
controles acerca de la legalidad del acuerdo y de la razonabilidad de la pena." (Acuerdo Plenario N° 5-
2009/CJ-l 16, FJ. 9) 
186 Los artículos 468° a 471° del Código Procesal Penal del 2004 fueron puestos en vigencia en todo el país 
por el Decreto Legislativo N° 957 (julio de 2006). 
187 Artículo 471° "El imputado que se acoja a este proceso recibirá un beneficio de reducción de la pena de 
una sexta parte. Este beneficio es adicional y se acumulará al que reciba por confesión, en tanto esta sea 




Procesal Penal del 2004 que puede ser, además, ser una conformidad 
negociada.188 
Es posible que se presente la conformidad con todas sus variantes. Si es plena o total, 
en 48 horas deberá expedirse sentencia bajo sanción de nulidad. Si es limitada 
o restringida, el debate en el juzgamiento deberá reducirse a los puntos en los 
que subsista la controversia. Si es parcial, es decir, si solo alguno de los 
imputados es conformado, respecto de ellos se expedirá sentencia, y los no 
conformados seguirán su juzgamiento.189 
Cabe indicar que es posible que los que deseen someteré a la conformidad 
deberán ser instruidos sobre sus alcances, y podrán negociar con el fiscal la 
pena y la reparación civil. 
10. RAZONES QUE PUEDE ALEGAR LA DEFENSA PARA LA 
IMPROCEDENCIA DEL PROCESO INMEDIATO 
 
Para la defensa es muy difícil cuestionar una situación de flagrancia, en lo que 
existe evidencia probatoria que conduce a un proceso inmediato que indefec-
tiblemente terminará en una condena. Fin esta situación, el abogado defensor 
con un personaje bíblico, Simón de Cirene o El Cirineo: 190 nos toca acompañar 
a nuestro cliente y de vez en cuando, ayudarle a cargar su cruz, pero 
irremediablemente terminará crucificado. 
                                                          
188 Artículo 372°: "(...) 2. Si el acusado, previa consulta con su abogado defensor, responde 
afirmativamente, el Juez declarará la conclusión del juicio. Antes de responder, el acusado también podrá 
solicitar por sí o a través de su abogado conferenciar previamente con el Fiscal para llegar a un acuerdo 
sobre la pena para cuyo efecto se suspenderá por breve término. La sentencia se dictará en esa misma sesión 
o en la siguiente, que no podrá postergarse por más de cuarenta y ocho horas, bajo sanción de nulidad del 
juicio. (...)" 
189  Acuerdo Plenario N° 5-2008/CJ-116. 
190 Según los evangelios de Marcos, Mateo y Lucas, Simón de Cirene fue la persona que fue obligada a 




Esta situación incentiva a buscar la aplicación del principio de oportunidad, de 
los acuerdos reparatorios o la terminación anticipada según corresponda. Sin 
embargo, existen algunas cuestiones que la defensa puede estar atenta a 
plantear, los cuales procedemos a desarrollar: 
1.     Razones taxativas de improcedencia del proceso inmediato 
El Decreto Legislativo N° 1194 establece dos situaciones en las que 
necesariamente es improcedente el proceso inmediato: 
a) Cuando se trata de casos complejos, y 
b) Cuando existen pluralidad de imputados, respecto a los que no fueran 
encontrados en la situación de flagrancia y en relación con el mismo delito. 
En el supuesto de complejidad, debemos considerar aquella que deriva de las 
características del caso, como describe el artículo 342°.3 del Código Procesal 
Penal de 2004, que implica la pluralidad de imputados, agraviados, hechos 
delictivos, la dificultad en la realización de los actos de investigación o de 
ubicación de las fuentes de investigación, el conjunto o pluralidad de 
actividades.191 
Por otro lado, también se debe considerar la presunción legal de complejidad 
que deriva de la Ley N° 30077, que establece que toda investigación relacionada 
con organizaciones criminales es compleja.192 
                                                          
191 Artículo 342°: "(...) 3. Corresponde al Fiscal emitir la disposición que declara complejo el proceso 
cuando: a) requiera de la actuación de una cantidad significativa de actos de investigación; b) comprenda 
la investigación de numerosos delitos; c) involucra una cantidad importante de imputados o agraviados; d) 
demanda la realización de pericias que comportan la revisión de una nutrida documentación o de 
complicados análisis técnicos; e) necesita realizar gestiones de carácter procesal fuera del país; f) involucra 
llevar a cabo diligencias en varios distritos judiciales; g) revisa la gestión de personas jurídicas o entidades 
del Estado; o h) comprenda la investigación de delitos perpetrados por integrantes de una organización 
criminal, personas vinculadas a ella o que actúan por encargo de la misma."  
192 Artículo 6°: "Todo proceso seguido contra integrantes de una organización criminal, personas vinculadas 
a ella o que actúan por encargo de la misma, se considera complejo de conformidad con el inciso 3 del 




2. Razones implícitas que podría usar la defensa 
2.1. Ausencia de evidencia probatoria 
La condición de un proceso inmediato de flagrancia es la evidencia probatoria, 
esto es, que se tiene por la intervención inmediata los elementos de convicción 
que acreditan el delito y la responsabilidad. Sin embargo, sea por diversos 
factores como la negligencia en la intervención preliminar que determinó que no 
se recogieran o actuaran en ese momento determinadas evidencias, o por 
corrupción e, incluso, por desconocimiento, puede suceder el caso que no se 
cuente con esta condición esencial, en cuyo caso la defensa puede oponerse al 
requerimiento de proceso inmediato de la fiscalía si está basado en conjeturas, 
suposiciones o prueba indiciaría. 
2.2. La presencia de un delito grave 
No será razonable que se siga un proceso rápido para un delito que tiene una 
pena grave (superior a cuatro años de privación de la libertad), puesto que no se 
ofrecería un espacio debido para la investigación a un caso que amerita mayor 
detenimiento justamente por las consecuencias que puede generar.193 
2.3. La presencia de una confesión calificada 
Se trata de aquella versión espontánea y circunstanciada del imputado en la cual 
narra el hecho, aceptando su responsabilidad, pero introduciendo elementos que 
pueden eximir o atenuar su responsabilidad. La confesión calificada debe 
conducir a una investigación194 y no a un juicio rápido. Por ejemplo, el imputado 
                                                          
193 "(...) El Juez ha de optar por un criterio seleccionador muy riguroso para aceptar la incoación de un 
proceso inmediato en relación con delitos que puedan traer aparejada una sanción especialmente grave, 
impropia desde una perspectiva político criminal para dictarse en un proceso rápido, en la medida que puede 
demandar un esclarecimiento más intenso, alejado del concepto "mínima actividad probatoria". (...)" 
(Acuerdo Plenario N° 2-2016/CJ-116, FJ. 11). 
194 "parte del supuesto que el procesado admite el hecho, pero a su vez aduce que obró conforme a causas 
de justificación o inculpabilidad, o cuando esgrime cualquier otra circunstancia que pueda modificar su 
participación o que pueda acarrear la atenuación de la pena. (...) Sobre el concepto confesión calificada no 
hay unanimidad en la doctrina, pero la mayor parte de comentaristas coincide entiende que la confesión 
calificada es la declaración que hace la parte sobre los hechos (...) pero acompañada de adiciones o de 
modificaciones favorables al confesante." (SUÁREZ HERNÁNDEZ, Daniel. "Régimen Probatorio en el 
Nuevo Procedimiento Penal." En Revista de ICDP, Volumen 6. 1987, p. 55) 
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puede alegar que sí cometió el delito, pero fue en condiciones de legítima de-
fensa, o que cometió el delito, pero desconocía un elemento del tipo o la 
prohibición, alegando un error. 
2.4. La presencia de situaciones que excluyen la culpabilidad o 
punibilidad 
El que estén presentes elementos de convicción o indicios que permitan 
establecer la presencia de causas de inimputabilidad (anomalía psíquica o al-
teraciones de conciencia o percepción) o causas de exclusión de punibilidad 
(como la presencia o no de perjuicio o el valor de los bienes) son además 
situaciones que no solo abren la necesidad de actuaciones de investigación 
adicionales, sino que pueden conducir a otras vías procesales, como el proceso 
de seguridad.195 
2.5. Elementos de convicción de cargo ilegítimos 
La urgencia de tener los elementos de convicción de cargo para sostener la 
imputación y el requerimiento de un proceso inmediato pueden hacer que se 
pierda de vista, que existen ciertos derechos fundamentales que respetar y 
algunas garantías del debido proceso que deben ser observadas necesaria-
mente. 
De acuerdo con el Título Preliminar del Código Procesal Penal de 2004, la 
prueba obtenida ilegítimamente debe ser sancionada con la exclusión. En el caso 
de un proceso inmediato, se podría plantear la discusión vía una acción de tutela 
                                                          
 
195 Artículo 456° del Código Procesal Penal de 2004: "1. Cuando el Fiscal, luego de haberse dictado la 
resolución prevista en el artículo 75, o cuando al culminar la Investigación Preparatoria considere que sólo 
corresponde imponer al imputado una medida de seguridad y que son aplicables las disposiciones del Título 
IV del Libro I del Código Penal, según el estado de la causa realizará las actuaciones de investigación 
imprescindibles o, si estima que éstas han cumplido su objeto requerirá la apertura de juicio oral y formulará 
el correspondiente requerimiento de imposición de medidas de seguridad, aplicando en lo pertinente lo 
dispuesto para la acusación fiscal-con la indicación precisa de la medida de seguridad que solicita. 2. Si el 
imputado está procesado con otros imputados, se des acumulará el extremo de los cargos que se le imputan, 
incoándose una causa independiente." 
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de derechos,196 la interrogante que corresponde plantear sería ¿en qué 
oportunidad? La respuesta es: antes de iniciar la audiencia de procedencia del 
proceso inmediato o en la misma audiencia. La exclusión de algún elemento de 
convicción puede significar dejar la imputación sin sustento, cuestión que puede 
ser aprovechada por la defensa. 
11. PROBLEMAS CON LAS GARANTÍAS DEL DEBIDO PROCESO 
 
En el Código Procesal Penal de 2004 se establecen un grupo de procesos con 
características diferenciadas respecto a su estructura o su contenido, pero que 
observan el estándar requerido para considerar la existencia de un debido 
proceso penal197.En ese sentido, está presente el principio de contradicción, la 
imparcialidad judicial, la impugnación, la obtención de la prueba en la etapa de 
juzgamiento, y la debida motivación de las decisiones fiscales y judiciales. 
Consideramos que el fundamento del proceso inmediato se encuentra en las 
siguientes razones: 
 
1. Permite hacer efectivo el derecho a la tutela judicial efectiva198 en el 
ámbito penal. De acuerdo con el artículo 4° del Código Procesal 
Constitucional, este derecho no corresponde solo a la idea de acceso a la 
                                                          
196 "Asimismo, a través de la acción de tutela se podrá solicitar la exclusión del material probatorio obtenido 
ilícita mente — en los casos en que ésta sea la base de sucesivas medidas o diligencias — siempre que no 
exista una vía propia para alcanzar este propósito (...)" (Acuerdo Plenario N° 4-2010/CJ-116, FJ. 17). 
 
197 Se considera para este fin lo previsto en el artículo 8° de la Convención Americana de Derechos 
Humanos sobre garantías judiciales y el artículo 139° de la Constitución vigente. 
198 Artículo 4° del Código Procesal Constitucional (tercer párrafo): "(...) Se entiende por tutela procesal 
efectiva aquella situación jurídica de una persona en la que se respetan, de modo enunciativo, sus derechos 
de libre acceso al órgano jurisdiccional, a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad sustancial en el 
proceso, a no ser desviado de la jurisdicción predeterminada ni sometido a procedimientos distintos de los 
previstos por la ley, a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios 
impúgnatenos regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a la actuación adecuada y 




justicia, sino que implica también el tener una respuesta judicial oportuna 
(plazo razonable), una decisión fundada en Derecho, que sea posible de 
ser ejecutada199.El proceso inmediato permite una salida rápida para 
asuntos que por su simplicidad y fácil comprobación reúnen las 
condiciones para una imputación sin necesidad de una investigación 
extensa. 
2. Permite evitar la revictimización o victimización secundaria200, puesto que 
se sostiene que en este proceso las víctimas pueden transitar por un 
proceso sin las molestias y demora que ordinariamente se suele presentar 
(por ejemplo sus pertenencias les son devueltas con mayor agilidad201), 
así como no tiene que volverse a presentar después de meses o años a 
un juzgamiento. Sin embargo, la rapidez y el estar movidos solo por el 
interés punitivo puede hacer que perdamos de vista la necesidad de 
garantizar su participación y debidamente asistidas por su defensa. 
Es necesario analizar si el proceso inmediato afecta algún derecho o garantía 
contenida en el debido proceso, en su dimensión formal o material.202 Binder 
                                                          
199 167 "Para proceder de dicha forma existen dos referentes de los derechos de los justiciables: la tutela 
judicial efectiva como marco objetivo y el debido proceso como expresión subjetiva y específica, ambos 
previstos en el artículo 139, inciso 3, de la Constitución Política del Perú. Mientras que la tutela judicial 
efectiva supone tanto el derecho de acceso a los órganos de justicia como la eficacia de lo decidido en la 
sentencia, es decir, una concepción garantista y tutelar que encierra todo lo concerniente al derecho de 
acción frente al poder-deber de la jurisdicción, el derecho al debido proceso, en cambio, significa la obser-
vancia de los derechos fundamentales esenciales del procesado, principios y reglas esenciales exigibles 
dentro del proceso como instrumento de tutela de los derechos subjetivos. El debido proceso tiene, a su vez, 
dos expresiones: una formal y otra sustantiva; en la de carácter formal, los principios y reglas que lo integran 
tienen que ver con las formalidades estatuidas, tales como las que establecen el juez natural, el 
procedimiento preestablecido, el derecho de defensa, la motivación; en su faz sustantiva, se relaciona con 
los estándares de justicia como son la razonabilidad y proporcionalidad que toda decisión judicial debe 
suponer." (STC. N° 08123-2005-HC/TC, FJ. 6). 
200 "(...) la exposición de las víctimas al proceso de justicia penal a menudo aumenta el trauma que sufren 
y acrecienta el sentimiento de desamparo y frustración, así como de resentimiento porque no se les ha 
ofrecido protección o recursos adecuados". (RODRÍGUEZ MAN ZANERA, Luís. Victimología. Estudio 
de la Víctima. Me xico. Editorial Porrúa, 1989, p. 323). 
201 DÍAZ SÁNCHEZ, Roberto y Kryssia QUIRÓS VILLALOBOS. El derecho humano de acceso a la 
justicia y su inadencia en el procedimiento para juagar delitos en flagrancia. San José de Costa Rica, 2010, 
p. 48. 
202 El derecho derecho fundamental al debido proceso, tal como ha sido señalado por este Tribunal en 
reiterada jurisprudencia, es un derecho —por así decirlo— continente puesto que comprende, a su vez, 
diversos derechos fundamentales de orden procesal. A este respecto, se ha afirmado que: "(...) su contenido 
constitucionalmente protegido comprende una serie de garantías, formales y materiales, de muy distinta 
naturaleza, que en conjunto garantizan que el procedimiento o proceso en el cual se encuentre inmerso una 
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sostiene que este tipo de procesos son muy útiles, pero deben legislados y 
observados con cuidado para que no se conviertan en una forma de acabar con 
el conjunto de garantías que conforman el proceso penal propio de un Estado 
Constitucional.203 En dicho análisis consideramos necesario observar lo 
siguiente: 
1. El derecho a ser juzgado en un plazo razonable, no puede afectarse 
únicamente por exceso204, sino también por defecto. La razonabilidad del plazo 
no obedece a una regla general y absoluta, sino más bien a la evaluación de los 
casos concretos. En el proceso inmediato debemos plantear si no se vulnera el 
derecho a ser juzgado en un plazo razonable, por los plazos tan cortos que 
finalmente conducen a una sentencia condenatoria. En la medida en que las 
características del caso impliquen simplicidad y facilidad probatoria, creemos 
que no se podrán considerar los plazos cortos como irrazonables. 
Solo será posible compatibilizar la exigencia de un plazo razonable para ser 
juzgado si se toma en consideración la naturaleza de los delitos sometidos a este 
proceso, las condiciones en las que se obvia la investigación preparatoria y, 
finalmente, que la condena no sea grave. 
2. El derecho de defensa podría ser afectado si se tiene en cuenta que además 
de considerar su dimensión material y formal, esto es, la posibilidad de defen-
derse a uno mismo y contar con la asistencia de un abogado205, también 
                                                          
persona, se realice y concluya con el necesario respeto y protección de todos los derechos que en él puedan 
encontrarse comprendidos." (STC N° 7289-2005-AA/TC, FJ 5). 
 
203 BINDER, A. Introducción al Derecho Procesal Penal. Buenos Aires, Editorial Ad-hoc. 1993, p. 244. 
 
204 172 "Esta disfunción de los sistemas judiciales por el retraso en la conclusión de los procesos pone en 
crisis toda legitimación y todos los postulados del Derecho Procesal Penal. En efecto, las graves 
restricciones a la libertad y todas las demás cargas y perjuicios que el proceso penal entraña para el 
inculpado- y que deben ser sufridas por él pues la ley impone a todo sospechoso el llamado deber de sopor-
tar el proceso — no pueden ser mantenidas sin lesionar de todo intolerable el principio de inocencia, cuando 
la du ración del proceso sobrepasa el límite de lo razonable." (PASTOR, Daniel. "Acerca del Derecho 
Fundamental al plazo razonable en la duración del proceso penal". En Jueces para la Democracia, 2004. p. 
51). 
 
205 "El ejercicio del derecho de defensa, de especial relevancia en el proceso penal, tiene una doble 
dimensión: un material, referida al derecho del imputado de ejercer su propia defensa desde el mismo 
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comprende se tenga el tiempo y las condiciones adecuadas para ejercer este 
derecho. 
Aquí corresponde el análisis sobre el derecho a la concesión del tiempo y los 
medios adecuados para preparar la defensa (artículo 8o.2. c de la Convención 
Americana de Derechos Humanos). No debe olvidarse que cuando la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos condenó al Estado peruano por la 
destitución de tres magistrados del Tribunal Constitucional, su principal 
argumento fue que estos no habían contado con el tiempo suficiente para 
preparar su defensa.206 
Corresponde preguntarnos si en el tiempo que se otorga a la defensa y el acceso 
a la información recabada en el corto período de investigación preliminar, el 
abogado se encuentra en condiciones para enfrentar al fiscal en la audiencia de 
procedencia del proceso inmediato. Para dar una respuesta, es necesario 
observar, que en este proceso se someten casos simples y con facilidad 
probatoria, pero además, que la audiencia de incoación del proceso inmediato 
es inaplazable. 
El plazo y las condiciones para la preparación de la defensa no solo derivan de 
la naturaleza del caso, sino también de la habilidad, experiencia y conocimiento 
del abogado. No puede ser que el abogado ingrese un proceso de esta 
naturaleza sin tener idea del rol que le toca desempeñar o lo que es peor sin 
informar al cliente de lo que sucede y los efectos que tendrá. En ese sentido, es 
penoso observar, por ejemplo, las falsas expectativas que se generan en el 
cliente sobre la posibilidad de salir en libertad, esperando una reducción por 
                                                          
instante en que toma conocimiento de que se le atribuye la comisión de determinado hecho delictivo; y otra 
formal, que supone el derecho a una defensa técnica; esto es, al asesoramiento y patrocinio de un abogado 
defensor durante todo el tiempo que dure el proceso. Ambas dimensiones del derecho de defensa forman 
parte del contenido constitucionalmente protegido del derecho en referencia. En ambos casos, se garantiza 
el derecho a no ser puesto en un estado de indefensión." (STC. N° 01919-2006/PHC/TC, FJ. 3). 
 
206 "El plazo otorgado para ejercer su defensa fue extremadamente corto, considerando la necesidad del 
examen de la causa y la revisión del acervo probatorio a que tiene derecho cualquier imputado." (Sentencia 
de la Corte IDH en el caso de los magistrados destituidos del Tribunal Constitucional vs. Perú, de fecha 31 




confesión sincera en un caso de flagrancia, o cuando el abogado alega la 
inocencia de su patrocinado en la audiencia de procedencia del proceso 
inmediato, pese a que existe un estadio para dicho análisis. 
 
Cabe indicar que un proceso inmediato de flagrancia puede incluir controles 
ordinarios de constitucionalidad, como la acción de tutela, la convalidación de 
diligencias que afectan derechos fundamentales o la exclusión de elementos de 
convicción ilegítimos, pero también puede conducir a un hábeas corpus 
traslativo207 cundo no se ha observado el plazo estrictamente necesario de la 
detención policial. 
12. PROBLEMAS EN CUANTO A LA IMPROCEDENCIA DEL PROCESO 
INMEDIATO 
El Código Procesal Penal de 2004 establece que, ante la improcedencia o 
rechazo del proceso inmediato, el fiscal debe dictar la disposición que 
corresponda o la formalización de la investigación preparatoria. Sin embargo, 
siguiendo el orden establecido por esta misma norma, no señala qué sucedería 
con la medida de prisión preventiva que se hubiera dictado. 
Bajo la hipótesis de que en ese caso solo se ha pronunciado el juez sobre la 
improcedencia de la vía, pero no sobre la validez de la imputación realizada por 
el fiscal, la medida de prisión preventiva no es afectada, queda subsistente1208 
                                                          
207  "El derecho a ser puesto a disposición judicial dentro del plazo estrictamente necesario de la detención 
o dentro del plazo máximo de la detención resulta oponible frente a cualquier supuesto de detención o 
privación de la libertad personal que se encuentre regulado por el ordenamiento jurídico (detención policial, 
detención preliminar judicial, etc.). En ese sentido, a efectos de optimizar su tutela, lo que corresponde es 
que la autoridad competente efectúe un control de los plazos de la detención tanto concurrente como 
posterior, dejándose constancia del acto de control, disponiendo, si fuera el caso, las medidas correctivas 
pertinentes, bajo responsabilidad. Este control de los plazos de la detención debe ser efectuado tanto por el 
Representante del Ministerio Público como por el juez competente, según corresponda, sin que ambos sean 
excluyentes, sino más bien complementarios." (STC. N° 06423-2007/PHC-TC, FJ. 12). 
 
208 "(•••) la no admisión del proceso inmediato no cuestiona la corrección de los cargos - existe, con toda 
regularidad, un procedimiento previo - sino los requisitos y presupuestos necesarios para incoar un tal 




salvo que reconducido el proceso alguna de las partes legitimadas solicite su 
reforma, y claro está con la confirmación del juez que asuma competencia. 
 
Las objeciones que se pueden exponer sobre este punto son las siguientes: 
Dicha posibilidad no está prevista en la norma procesal penal vigente. Por lo 
tanto, la aplicación de esta salida afectaría el principio de legalidad procesal, 
agravándose la situación al tratarse de la restricción de un derecho fundamental. 
La competencia, puesto que el juez que conoce esta audiencia está investido de 
la facultad de conocer aquellos casos que se encuentran dentro del marco del 
proceso inmediato de flagrancia. 
El plazo de detención policial que ha sufrido una extensión por las 48 horas más 
requeridas para la programación de la audiencia de procedencia del proceso 
inmediato, y se establecería una fórmula de prisión provisional sujeta a ser 
confirmada por el juez competente, sin autorización legal; lo que generaría un 
problema constitucional. 
4. La inexistencia de un proceso abierto sobre el cual justamente pueda recaer 
una medida de coerción personal. En la lógica de la hipótesis planteada, ¿co-
rresponde una medida de coerción personal con la imputación sin tener un 
proceso en marcha? 
Este tema plantea una encrucijada, puesto que de decidir primero la procedencia 
del proceso inmediato y tener a un sujeto detenido, si la solicitud del fiscal fuera 
improcedente, se deberá proceder: 1) A otorgar al sujeto inmediata libertad, y el 
fiscal decidirá si archiva su denuncia, amplía sus investigaciones preliminares o 
formaliza la investigación preparatoria, y 2) Mantener al sujeto detenido e 
inmediatamente proceder a formalizar investigación y requerir la prisión 
preventiva, debiendo superar algunos problemas de competencia, por ejemplo 
si el trámite fuera en lugares donde subsiste el Código de Procedimientos 
Penales de 1940, puesto que se tendría que pasar de un juez de investigación 
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preparatoria a un juez penal, y además, realizar una audiencia de presentación 
de cargos. 
Por más que exista el esfuerzo de solucionar este problema con jurisprudencia 
o alguna directiva, compete al legislador regular debidamente este punto, en 
primer lugar, por tratarse de una regla procesal, y en segundo lugar, porque tiene 




















3.1 MÉTODO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
El diseño de investigación que le corresponde a este trabajo es él: 
➢ MÉTODO EXEGÉTICO.209 En la presente investigación, se utiliza este 
método, porque a la entrada de la nueva regulación del Proceso inmediato 
existe varias interrogantes que dan lugar a graves problemas en la 
administración de Justicia, para la cual es materia de investigación y 
proponer posteriormente, algunas líneas dogmáticas procesales que 
permitan a una mejor administración de Justicia desde la base exegética.    
➢ MÉTODO DOGMÁTICO.210  Con este método (que se presenta en la 
tesis) se desea buscar y/o proponer al Garantismo Procesal como medio 
                                                          
209 Con este método la investigación jurídica se reduce a desentrañar la voluntad del legislador expresada 
en la norma tal como ha sido sancionada, limitándose a explicar y al estudio lineal de la norma tal como 
ellas estas expuestas en el texto legislativo; parten de la convicción de que existe un ordenamiento jurídico 
pleno, cerrado y sin lagunas. Con este método se guarda oculto la ley positiva, pues no modifica el contenido 
de los códigos y las leyes objeto de análisis: los respeta escrupulosamente. Este método tiene sus límites en 
tanto el Derecho va adquiriendo niveles científicos, exige mayores presupuestos y condicionamientos 
metodológicos, empero es útil para ahondar el comentario literal, in extenso el Derecho positivo. Es 
pertinente si explica con detalle las normas legales de recién promulgación y requieren mayores 
fundamentos exegéticos209. A estas alturas por ejemplo no sería tan relevante el análisis exegético del 
Código Civil de 1984 cuando son muchos los trabajos sobre la materia bajo esta sistemática; pero resultaría 
útil el desarrollo exegético del Código del Ambiente, o del Código Procesal Constitucional. 
210 El método dogmático en la investigación jurídica se desarrolla generalmente sobre el derecho positivo 
y lo conceptualmente construido, esto es, el Derecho. Según este método, el derecho debe ser interpretado 
en función de los conceptos que forman redes teóricas en el sistema que lo integra y en razón a que no se 
hallan desconectadas entre sí, sino forman un sistema normativo cerrado, unitario y autosuficiente 
estableciendo entre ellas relaciones lógico - normativas que le dan coherencia y jerarquía interna. 
 La dogmática jurídica tiene como finalidad investigar el sentido de los preceptos y establecer 
coherencia lógica de las proposiciones jurídicas ordenadas de un sistema exento de contradicciones. “una 
de la característica más saltante de la concepción dogmática, está dada por este aislamiento del Derecho de 
todo contenido social o axiológico” es creación del positivismo y solo tiene cabal sentido dentro de él. Este 
método es tal en cuanto acepta como inconclusos los datos del Derecho Positivo y los postulados elaborados 
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de solución en la aplicación del proceso inmediato y, este a su vez, busca 
la Derogación y modificación para que sea replanteada la normatividad de 
la misma.  Por ello se dice que derecho queda así centrado en la norma, 
reducido a su pureza, y la ciencia le considera en cuanto norma, sin 
preocuparse del contenido, adoptando, en fin, una actitud neutral, 
indiferente, meramente descriptiva, sin valoración.     
 
➢ MÉTODO SOCIOLÓGICO.211 Utilizamos este método, ya que, en la 
misma investigación, existe un hecho fáctico, un fenómeno social; como 
lo es, el proceso inmediato dentro del Código Procesal Penal, y este a su 
vez, circunscribe todo el territorio peruano y, para ello, se necesita de 
soluciones rápidas y prontas, este es un problema en la realidad actual en 
que vivimos. Por lo que comprobando si el derecho establecido para dicha 
realidad cumple o no las tareas asignadas, respecto a la regulación y 
control racional de las relaciones interindividuales y colectivas. Si no 
lograra si cometido en la vida social las expectativas de comportamiento, 
previstas en las normas jurídicas, entonces, el Derecho no habrá cumplido 
con su misión. Las consecuencias serán los rechazos y conflictos 
sociales, no solo entre los destinatarios de las normas, sino entre aquellos 
y el estado.212     
                                                          
a expensas de los mismos mediante una generalización inductiva, punto de partida de ulteriores 
deducciones.  
211 La sociología tiene como objeto de estudio los fenómenos y hechos sociales (objeto material). Los 
fenómenos sociales se refieren al modo colectivo de vivir, sentir y obrar de los hombres, expresados en la 
sociología Jurídica. Estudia al Derecho como fenómeno social, tal como aparece en la realidad. A través 
del método sociológico se investiga el surgimiento de los sistemas normativos a partir de las relaciones 
sociales, de los procesos de cambios económicos y políticos, producidos en un contexto social. Este método 
es empírico de análisis causal, pues, trata de examinar las causas y los efectos de la existencia fáctica de un 
orden jurídico. Como método permite investigar las implicancias de la aplicación de las normas jurídicas 
en la vida social, como medio de regulación y control de las acciones sociales, en sus relaciones 
intersubjetivas, a fin de determinar la coherencia o incoherencia de los sistemas normativos con la realidad 
social. 
212 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. Guía Metodológica de Investigación Jurídica, Arequipa, 




➢ Y ANÁLISIS ECONÓMICO DEL DERECHO (AED).213 Así mismo, 
utilizamos la presente, para una mejor apreciación panorámica de los 
efectos que puede contener la investigación, para que en las propuestas 
pueda darse un margen de costo al Estado; sin embargo, como todo 
método, puede aplicarse a cualquier realidad a las que pretende 
aplicarlas. Negar su aplicación es como decir que la ciencia económica es 
inaplicable en el Perú. 214 
 
3.2 TIPOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
Este trabajo está enmarcado dentro de la investigación, jurídica - 
descriptiva, jurídica – propositiva, histórico - jurídico: 
 
➢ HISTÓRICO – JURÍDICO. -  en este tipo de investigación se hace un 
seguimiento histórico de una o varias instituciones. Hechos y fenómenos 
jurídicos que abarca una etapa o todo el desarrollo histórico. Registra 
también eventos teóricos específicos, la evolución legislativa y 
jurisprudencial, normas nacionales o extranjeras, etc. Recoge, procesa y 
expone los antecedentes de las diversas culturas y sociedades 
expresadas históricamente a través del Derecho215; así, en la presente se 
ha hecho un seguimiento histórico del proceso inmediato a través del 
                                                          
213 Lo que busca el AED como método, es predecir las conductas de los seres humanos, maximizando 
beneficios y minimizando costos. En base a esta filosofía, se plantean fórmulas que permitan predecir como 
los individuos actuaran ante ciertos incentivos. Sostienen, por ejemplo, que, si uno quiere regular una 
conducta, aprender a predecirla es de suma utilidad. Esto es importante en un medio donde la administración 
de justicia y sus resultados son imprevisibles. También busca evitar que el sistema político, no legisle 
normas populistas sin aplicación práctica, sin utilidad costo – beneficio, a manera de desperdicios jurídicos. 
Sugiere la construcción de un derecho que sin menospreciar los aspectos axiológicos, sea un Derecho eficaz 
y eficiente, es decir evite el uso dilapidador de los recursos estatales o particulares. Según, BULLARD 
GONZALES, “el AED es una metodología de análisis que (…) lo único que persigue es aplicar los métodos 
de la ciencia económica al Derecho (…) lo que busca es establecer los costos y los beneficios de 
determinadas conductas, y como el derecho está plagado de conductas -en sí mismo es una técnica de 
regular conductas-, el AED puede ser aplicado para determinar los costos y beneficios de estas conductas”. 
214 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. Guía Metodológica de Investigación Jurídica, Arequipa, 
Editorial Adrus S.R.L 2009. Pág. 94. 
215 Ibíd. Pág. 79. 
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tiempo, en los sistemas procesales, en el Código procesal Penal de 1940 
y el Código procesal Penal, y como es estudiada en otros países. 
  
➢ JURÍDICA – PROPOSITIVA. - En una investigación jurídica – propositiva 
se analiza la ausencia de una norma o se cuestiona una existente en 
forma crítica, determinando sus límites y deficiencias para proponer 
derogatorias, modificaciones o reformas. Generalmente estas 
investigaciones culminan con propuestas legislativas, de reforma, 
derogación, modificación, interpretación o sugieren lineamientos 
principales sobre el fenómeno jurídico investigado216. Así, en la presente 
investigación se va a ensayar algunas propuestas legislativas que 
coadyuven a la mejor administración de Justicia. 
 
➢ JURÍDICA – DESCRIPTIVO. - De acuerdo a esta tipología, la 
investigación consiste en describir las partes o los rasgos de fenómenos 
facticos o formales. Lo formal trata esencialmente de entes ideales, su 
método es regularmente la lógica deductiva y sus enunciados analíticos. 
Los fenómenos facticos se fundan en observaciones mediante los 
sentidos y pertenecen al mundo real, se recurre casi siempre a la 
verificación; permite saber ¿quién?, ¿dónde?, ¿cuándo? Y ¿cómo? Del 
hecho, objeto o fenómeno jurídico. Así, la información obtenida en un 
estudio descriptivo, explica el problema y supone mucho conocimiento a 
priori acerca del caso tratado.217 Por lo que, en la presente, se habla 
acerca de un hecho real, un fenómeno jurídico. En consecuencia, se 
explica detalladamente sobre el proceso inmediato, para ello se hace un 
estudio descriptivo de la misma.  
 
                                                          
216 Ibíd. Pág. 84. 
217 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. Guía Metodológica de Investigación Jurídica, Arequipa, 
Editorial Adrus S.R.L 2009. Pág. 81. 
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3.3 FUENTES218, INSTRUMENTOS Y TÉCNICAS  
a) fuentes: para darle un sustento a la investigación realizada 
recurriremos a las fuentes primarias y secundarias. (Las fuentes  
 
primarias) que nos ayudarán a presentan directamente el hecho o el 
fenómeno en su origen mismo. Es la información adquirida de primera 
mano, ayudará al mejor desenvolvimiento de la presente investigación. 
Por ello, es importante, porque las fuentes fueron obtenidas 
directamente, sin ninguna intermediación, por el sujeto cognoscente o 
porque ha participado personalmente en la experiencia, para ello se 
recurre a la observación participante o no participante o simple.219 (Las 
fuentes secundarias) que nos ayudará a buscar literatura selectiva y 
relevante. Y se incluyen en ellos, a: libros, antologías, publicaciones 
periódicas, ensayos, monografías, tesis, documentos oficiales, 
reportes; conclusiones de seminarios y congresos; testimonios de 
expertos, enciclopedias, diccionarios, abstracts220, películas, 
documentales, internet y base de datos (CD ROM), librerías virtuales, 
etc. Esta información se obtiene en bibliotecas, hemerotecas, 
                                                          
218 Las fuentes de información son aquellas elementos o instrumentos218 que el investigador ha logrado 
obtener para efectuar la investigación. Estas fuentes pueden ser hechos observados en la vida real y 
registrados metódicamente, o documentos, esto es, toda la información escrita en sus diversas modalidades. 
Para ello define e identifica previamente el tipo de información requerido y donde obtenerlos. En el derecho 
recurrimos generalmente a la doctrina jurídica, jurisprudencia, información legislativa y a los 
acontecimientos extraídos de la realidad social, es decir, no excluye el análisis de hechos de las vidas reales 
y expresadas en muestras 
218 obtenidas en el trabajo de campo, información preciada por ser fuente de primera mano, por tanto, 
originales, todo dependerá del enfoque, sea cualitativo o cuantitativo. “ir a la caza de la información es todo 
un operativo decisivo en el proceso de la investigación. Solo así la investigación cumplirá con sus 
funciones: describir, explicar, controlar y predecir hechos” 
219 La observación, puede definirse como el uso sistemático de nuestros sentidos en la búsqueda de los 
datos o muestras que requerimos para resolver el problema. La observación es directa cuando el 
investigador forma parte activa del grupo observado y asume sus comportamientos; recibe el nombre de 
observación participante. Cuando el observador no pertenece al grupo y solo se hace presente con el 
propósito de obtener la información, ella recibe el nombre de no participante o simple. También se 
clasifican en observación estructurada, aquella que se realiza con la ayuda de elementos técnicos 
apropiados: fichas, cuadros, tablas, etc. Etc., y la observación no es estructurada, es aquella que se realiza 
sin la ayuda de elementos técnicos especiales.  
220 En la literatura de las ciencias sociales y jurídicas, los abstracts son publicaciones periódicas que 
contienen resúmenes de artículos publicados en revistas especializadas. 
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videotecas, filmotecas y centros de cómputos. Es la más usual en la 
investigación jurídica y requiere de ciertas técnicas fichas bibliográficas: 
registro de citas textuales, fichas de registro de trabajo de campo, etc.  
 
b) Instrumentos221: El instrumento que se empleará para recoger los datos es 
la guía o ficha de entrevista.  
c) Técnicas: La técnica que se utilizará, serán todos los medios o instrumentos 
empleados en la presente investigación, ello nos permite recoger la 
información deseada de los diversos procedimientos metodológicos, 
estrategias y análisis documentales para acopiar para procesar información 
necesaria, se recurrirá también, a la ficha de análisis documental, fichas de 
entrevista y uso de fichas bibliográficas de recolección de datos, trabajo de 
laboratorio (bibliotecas privadas y públicas). 
 
3.4. DETERMINACION DEL AMBITO, UNIVERSO Y MUESTRA  
a) Ámbito, el ámbito de investigación corresponde al Código Procesal 
Penal, exclusivamente en la aplicación del Proceso inmediato en la 
ciudad de Puno (sólo la ciudad de Puno) 
 
b) Universo y Muestra, el muestreo cualitativo no tiene la rigurosidad de 
un muestreo de tipo estadístico que utiliza la investigación cuantitativa, 
el tipo de muestreo cualitativo le permite al investigador escoger los 
proyectos de muestra que puedan producir el mayor rendimiento teórico. 
En el Derecho no siempre trabajan con muestras por su propia esencia. 
En el Derecho recurrimos generalmente: a la doctrina jurídica, 
jurisprudencia, información legislativa a los acontecimientos extraídos de 
la realidad social. Por ello en la presente se aplicará circunstancias ius- 
filosóficas y doctrinales para probar nuestras hipótesis.  
                                                          
221 Este es un conjunto de preguntas previamente elaboradas, en función de los objetivos e indicadores de 
la variable a investigarse. Estas preguntas deben ser formuladas oralmente por el investigador al investigado 










Con respecto a los resultados de la entrevista que se hizo en fecha 12, 13, 16, 
19 y 20 de abril del 2017 (y como se sabe se tiene de la ENTREVISTA a 90 




1.- 10 eran abogados de la ciudad de Puno 
2.- 10 eran abogados de la ciudad de Puno 
3.- 10 eran abogados de la ciudad de Puno 
4.- 5 eran abogados de la ciudad de Puno 
5.- 5 eran abogados de la ciudad de Puno 
 




1.- 5 eran fiscales de la ciudad de Puno 
2.- 5 eran fiscales de la ciudad de Puno 
3.- 3 eran fiscales de la ciudad de Puno 
4.- 3 eran fiscales de la ciudad de Puno 
5.- 4 eran fiscales de la ciudad de Puno 
 






1.- 5 eran fiscales de la ciudad de Puno 
2.- 5 eran fiscales de la ciudad de Puno 
3.- 3 eran fiscales de la ciudad de Puno 
4.- 3 eran fiscales de la ciudad de Puno 
5.- 4 eran fiscales de la ciudad de Puno 
 
TOTAL: 20 JUECES 
 
ABOGADOS DE OFICIO 
1.- 5 eran fiscales de la ciudad de Puno 
2.- 5 eran fiscales de la ciudad de Puno 
 



















Con respecto a la PRIMERA pregunta:  
1.- ¿Cree usted que con la incoación del decreto legislativo 1194 se atenta la 
autonomía del Ministerio Público? 
ABOGADOS PRIVADOS: los 40 abogados dijeron que SI 
JUECES:   18 jueces dijeron que SI 
FISCALES:   20 fiscales dijeron que SI 




























Serie1 40 18 20 10
Abogados dijeron 
que si








CONCLUSIÓN: el 100 % entre abogados, jueces fiscales y abogados de Oficio 
señala que con la incoación de decreto legislativo 1194 se atenta la autonomía 
del Ministerio Público.   
 
Con respecto a la SEGUNDA pregunta: 
2.- ¿Cree usted que con la incoación del decreto legislativo 1194 existe una 
sobrecarga en los despachos Judiciales? 
 
ABOGADOS PRIVADOS: los 40 abogados dijeron que SI    
JUECES:   20 jueces dijeron que SI  
FISCALES:   20 fiscales dijeron que SI 

























Abogados privados dijeron que si Jueces dijeron que si























CONCLUSIÓN: el 100 % entre abogados, jueces fiscales y abogados de Oficio 
señala que con la incoación de decreto legislativo 1194 existe una sobrecarga 
en los despachos judiciales.   
 
Con respecto a la TERCERA pregunta: 
3.- ¿Cree usted que con la incoación del decreto legislativo 1194 se atenta 
gravemente el principio de igualdad armas? 
 
ABOGADOS PRIVADOS: los 40 abogados dijeron que SI 
JUECES:   18 jueces dijeron que SI y 
 2 jueces dijeron que NO 
FISCALES:   10 fiscales dijeron que SI  
Y 10 fiscales que NO 

























Abogados privados dijeron que si Jueces dijeron que si Jueces dijeron que no































CONCLUSIÓN: el 90 % entre abogados, jueces fiscales y abogados de Oficio 
señala que con la incoación de decreto legislativo 1194 se atenta gravemente la 


































                                             DISCUSIÓN 
 5.1.- DISCUSIÓN DE LA ENTREVISTA: 
De las respuestas ofrecidas en la entrevista se ha podido verificar en 
ESPECÍFIQUE, lo siguiente: 
 
A) La ansiada respuesta oportuna de la justicia supone dejar de lado los 
plazos excesivos o dilaciones indebidas. Esto implica observar el plazo 
razonable para resolver el caso que, en supuestos de flagrancia, con-
fesión o "evidencia probatoria" va ser menor al haberse alcanzado ya lo 
necesario para sustentar de manera suficiente la imputación, de tal modo 
que no se requiere recorrer la investigación preparatoria o, al menos, no 
en su totalidad. 
B) La idea de una justicia rápida se debe tomar con prudencia, en la medida 
en que también el derecho a ser juzgado en un plazo razonable puede ser 
afectado por defecto, es decir, por plazos demasiados cortos, 
principalmente en términos de la preparación y condiciones adecuadas 
para ejercer la defensa. 
C) Un proceso inmediato exige rigurosidad para decidir si se sigue o no por 
esa vía, por ello se realiza un control judicial sobre los presupuestos y 
condiciones necesarias para su desarrollo. Además, es un proceso que 
no carece de la etapa más importante de un proceso penal, esto es, el 
juzgamiento, ámbito en el que se decidirá si realmente corresponde la 
condena del sujeto. 
D) Incorporar un mecanismo de simplificación como el proceso inmediato en 
el ordenamiento procesal penal con lleva satisfacer las expectativas de 
una justicia oportuna, pero además una descarga procesal importante, 
que no debe primar, puesto que existe la tentación de convertir a la justicia 
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penal en "superficial". 
E) El Decreto Legislativo N° 1194 es la muestra de una labor legislativa 
desvinculada del sistema normativo, puesto que tiene vacíos e 
incongruencias que han tratado de ser resueltas mediante un protocolo 
de aplicación y doctrina jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia. 
Estas salidas no son acertadas, dada la primacía de la legalidad en 
materia procesal y que demandan el perfeccionamiento de la norma por 
parte del legislador. En nuestra labor advertimos las siguientes 
deficiencias: a) el orden de los asuntos que deben ser debatidos y 
decididos en la audiencia de procedencia del proceso inmediato, b) la 
apelación de auto de procedencia del proceso inmediato, c) el trámite en 
segunda instancia de los recursos de apelación que surgen en este 
proceso, y d) las medidas a adoptar cuando es rechazado el pedido de 
proceso inmediato y existe una medida de prisión preventiva. 
F) El éxito de cualquier medida que se adopte para reformar el sistema no 
puede hacerse a la espalda de sus operadores: se debe considerar un 
previo debate y capacitación al respecto. Esta situación que siempre se 
presenta en nuestro país, y conlleva a graves distorsiones en la labor de 

















De la presente investigación  
 
PRIMERO: La incoación del decreto legislativo 1194 atenta la autonomía del 
Ministerio Público”  
 
SEGUNDO: Con la incoación del decreto legislativo 1194 existe una sobrecarga 
en los despachos Judiciales 
 
TERCERO: Con la incoación del decreto legislativo 1194 se atenta gravemente 
el principio de igualdad armas. 
 















De la investigación efectuada en la presente tesis recomendamos lo siguiente: 
 
PRIMERO: Modificar el decreto legislativo 1194 (El proceso Inmediato 
reformado) en su verbo rector de la facultad de fiscal de: Deberá a Podrá.  
 
SEGUNDO: Re direccionar nuevamente los tipos penales que se puedan aplicar 
en el proceso inmediato, incluyendo los delitos de flagrancia.  
 
 
TERCERO: SUGERIMOS a los legisladores, modificar el decreto legislativo 
1194 sobre los plazos (ello para ejercitar mejor el Derecho de Defensa) y la 
autonomía del Ministerio Público (ello para que haya una objetividad mejor por 
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LUGAR DE TRABAJO 
ABOGADOS PRIVADO (   )     FISCAL (  ) 
JUEZ (  )              ABOGADO DE OFICIO (  ) 
Fecha: 
PREGUNTAS: 
1.- ¿Cree usted que con la incoación del decreto legislativo 1194 se atenta la autonomía 
del Ministerio Público? 
SI (  ) 
NO (  ) 
ESPECIFIQUE:  
 
2.- ¿Cree usted que con la incoación del decreto legislativo 1194 existe una sobrecarga 
en los despachos Judiciales? 
SI (  ) 




3.- ¿Cree usted que con la incoación del decreto legislativo 1194 se atenta gravemente el 
principio de igualdad armas? 
SI (  ) 
NO (  ) 
ESPECIFIQUE: 
 
